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DELIMITACIÓN

El Derecho tiene diferentes definiciones pero para el estudio presente se seguirá la gráfica definición de Stammler
, donde se dice que es el querer inviolable, entrelazante y autárquico
. Querer significa, entonces, principio teleológico de acción. El querer jurídico se presenta autárquico porque entraña obligatoriedad. No es una mera invitación a obrar como los usos y convenciones sociales. Derivase la inviolabilidad de su carácter coercitivo, y obliga, mientras esta vigente, a los gobernados y a los órganos del Estado. De este concepto general del estudio del Derecho, observaremos una de sus ramas fundamentales, el Derecho Laboral. 
Con respecto al Derecho Laboral diremos que es una rama relativamente nueva, en formación, inspirada en principios totalmente opuestos a los que informan al Derecho clásico al ser protectora, foral y es su generalidad contener mandatos de orden público. Bajo estos respectos, el Derecho Laboral Social reconoce fuentes diversas de orden original. En concreto, diremos que Derecho Laboral es aquella rama del Derecho que busca estudiar y regular las relaciones obrero patronales y las diversas formas de producción y distribución de la riqueza generada de la propiedad de los medios de producción y de la explotación del hombre por el hombre que degenera en una ganancia extra, a favor del dueño de los medios de producción, denominada plusvalía y una contraprestación económica a favor de quien es dueño de la fuerza de trabajo, llamada salario. A su vez, el Derecho Laboral a su vez se clasifica, según sus varios segmentos temáticos encontrados en la legislación laboral colombiana, en Derecho Laboral Individual, Derecho Laboral Colectivo, Derecho Procesal Laboral y el muy recientemente desarrollado Derecho Solidario; esta última rama está tomando una importancia significativa en las nuevas relaciones obrero patronales. Este Derecho Solidario puede definirse como la rama del derecho que estudia y regula las relaciones entre particulares que buscan en una forma de asociación mutual, solidaria y/o cooperativa disponer de los medios de producción para que pertenezcan a quienes las trabajan, evitando la creación de la plusvalía.

Así las cosas, podemos observar, igualmente, que dentro del campo de estudio del Derecho Cooperativo o Solidario pueden encontrarse afinidades estrechamente ligadas con el derecho laboral, y que dan origen al Derecho Laboral Solidario, tales como son las Cooperativas de Trabajo Asociado (CTA) y las Empresas Asociativas de Trabajo (EAT). Dentro de este Derecho Laboral Solidario se puede observar, hoy en día, una suerte de aportes y posibles soluciones sociales a la critica situación del pueblo colombiano y, en concreto, vemos que ésta rama del Derecho se puede llegar a constituir en una herramienta eficaz para combatir el desempleo en  Colombia. En este orden de ideas, tomando lo dicho como la orientación básica de estudio, se adelantará el presente trabajo titulado “ALTERNATIVA LABORAL SOLIDARIA FRENTE A LA POBREZA Y EL DESEMPLEO RURAL COLOMBIANO, Un aporte al sector rural desde un enfoque auto sostenible solidario”.

FORMULACIÓN DEL PROBLEMA

El derecho solidario aplicado a las relaciones obrero – patronales en los procesos productivos agrarios nos ofrece algunas posibles soluciones al desempleo y pobreza en el sector rural Colombiano.

¿Cuáles posibles soluciones al desempleo y pobreza en el sector rural Colombiano nos ofrece el derecho solidario aplicado a las relaciones obrero – patronales en los procesos productivos agrarios? 

DESCRIPCIÓN GENERAL DEL PROBLEMA

Dentro de los innumerables conflictos presentados en las relaciones Obrero – Patronales en el actual sistema Laboral, se encuentran la desigualdad entendida en la irregular distribución de la riqueza y de oportunidades laborales y políticas; el abandono de medios de producción conocidos y el desempleo. Este último es el generador principal de pobreza, acentuándose más este fenómeno negativo en el sector rural, agro productor colombiano.

A nuestro entender, en la medida en que se de aplicación a nuevas formas de vinculación laboral y redistribución de los medios de producción, se podrá satisfacer la necesidad general de empleo y vida digna, a partir de los procesos productivos agropecuarios.

JUSTIFICACIÓN
Se realizará esta investigación como respuesta a las necesidades latentes de la comunidad campesina colombiana desde la perspectiva del Derecho Laboral Solidario, afrontando una situación que podemos afirmar, se han convertido en insoportable, pues el sistema actual ha demostrado la existencia relaciones jurídicas obrero – patronales inoperantes, inequitativas, contrarias al derecho a la igualdad consagrado en nuestra Carta Política en su artículo 13
, el cual ha querido proteger el legislador en el Código Sustantivo del Trabajo; Pero entendemos que este principio en su mayor sentido significa, entonces, que un trato desigual no vulnera el principio de proporcionalidad sí se demuestra que es (1) adecuado para el logro de un fin constitucionalmente válido como es la redistribución justa de labores productivas, por ello hay prelación para cierta clase de trabajadores entre los cuales encontramos a la mujer embarazada, a los cabeza de hogar, a los menores; (2) necesario, es decir, que no existe un medio menos oneroso, en términos del sacrificio de otros principios constitucionales, para alcanzar el fin, el cual se justifica en cada uno de aquellos casos; y (3) proporcionado, esto es, que el trato desigual no sacrifica valores y principios (dentro de los cuales se encuentra el derecho de igualdad) que tengan un mayor peso que el derecho que se quiere satisfacer mediante dicho trato
. Sin embargo se encuentra vulnerado a escala macro por el enfrentamiento de un derecho capitalista prevalente y otros de rango humano. Los derechos que acá se enfrentan son el de la propiedad de los medios de producción, el derecho de igualdad (a trabajo igual, salario igual), el derecho al trabajo, y el derecho a la vida, la vida digna de los trabajadores.

Estos principios se han quedado escritos sin encontrar la forma de hacerlos valer en la vida práctica. Con temor observamos como cada día hay más y más pobres, más gente sin empleo, sin una fuente de ingresos, así el DANE diga lo contrario
, lo que degenera en un mayor índice de delitos, de muertes violentas, de temor, de terror.

Colombia cuenta con los recursos naturales necesarios para emprender una estrategia para la reducción de la pobreza en todos sus flancos, y se ha intentado por parte de organizaciones privadas, sin ánimo de lucro, implementarse estrategias de mejoramiento de la calidad de vida a través del trabajo humano bien remunerado; más lo que se necesita es una política eficaz en el área de aprovechamiento de los recursos, tanto el humano, como los naturales; además de desarrollar programas focalizados de reducción de la pobreza urbana con el reordenamiento geo poblacional migratorio en reversa, es decir, de las urbes a los campos, pero para ello deben crearse planes diseñados a aplicar programas de auto manutención y fortalecimiento del agro, que ya existen en muchas comunidades al derredor del globo. 

Entendemos que para lograr estos objetivos el Estado debe conceder prioridad a tres áreas (1) Desarrollo rural, es decir, reducción de la población en las urbes y desarrollo integral en pequeñas comunidades y municipios en materia de educación, industria y salud; (2) Servicios públicos, que lleguen a todos y cada uno de los habitantes del país; y (3) Descentralización, para este es necesario fortalecer la capacidad operativa de los municipios y evitar el debilitamiento institucional manteniendo las empresas sociales y comerciales del Estado en provecho del conglomerado en general. Este trabajo está encaminado al estudio de posibles alternativas de desarrollo agro industrial dirigidos desde procesos productivos solidarios vigentes.

De todas formas reconocemos que las reformas institucionales constituyen uno de los grandes desafíos de la estrategia
 para el desarrollo rural en Colombia, tarea que a la luz del Neo liberalismo, se estructura en la extinción de las mismas, como lo ha sido la fusión de ministerios, el cierre o venta de empresas sociales y comerciales del Estado, concesiones a particulares extranjeros para la prestación de los servicios públicos, por mencionar algunas. 

Por lo general, la política de desarrollo, sus leyes, decretos y demás normas están bien intencionadas, por ejemplo la Ley 789 de 2003, pero a falta de concreción y voluntad política para hacerlas operativamente viables, sumado a aquella concepción de “malicia indígena” (característica de los latino americanos, seguidora del provecho propio sobre la necesidad general), hacen de cada solución planteada, un foco de corrupción, dádivas políticamente comprometidas, politiquería y extorsión.

En el presente estudiaremos la etiología de la pobreza en Colombia, específicamente la rural, como se ha desarrollado, haciendo de éste una respuesta coherente, lógica y oportuna al cuestionamiento social sobre el camino que nos lleve (como pueblo) a la prosperidad y felicidad colectiva. Es una propuesta para alcanzar el anhelado Estado Social de Derecho
 que la constitución de 1.991 nos trajo en letras y que deseamos alcanzar.

OBJETIVOS

OBJETIVO GENERAL:

Plantear posibles alternativas, desde el Derecho Laboral Solidario, tendientes a combatir la pobreza y el desempleo en los procesos agro productivos en Colombia.

OBJETIVOS  ESPECÍFICOS:

· Identificar los focos generadores de crisis en los procesos obrero – patronales y demás estadios sociales conexos con relación a la pobreza en Colombia.

· Esclarecer los principios generadores de conflicto jurídico entre trabajador y  empleador agrario frente al Derecho Solidario.

· Aislar los generadores de conflicto entre empleador y trabajador del campo, para eliminarlos creando empresas del sector solidario fortaleciendo la industria agraria.

· Proponer la creación de empresas, desde el Derecho Solidario como cooperativas y otras asociativas de trabajadores, para fortalecer el sector primario de la economía.

· Proponer soluciones viables desde el Derecho Solidario, como la constitución de CAT y EAT en granjas autosuficientes, para combatir el desempleo en Colombia.

· Proponer Programas desde el sector cooperativo para el  desarrollo auto sostenible de la actividad primigenia de la económica nacional.

· Establecer alternativas de exención de las cargas tributarias al sector cooperativo agrario que permitan propiciar el progreso social rural.
DISEÑO METODOLÓGICO

TIPO DE INVESTIGACIÓN:

La elaboración del trabajo se hará con base en una investigación  exploratoria – descriptiva, ya que no es de ocurrencia común  encontrar estudios anteriores acerca del tema.

Esta investigación es de tipo descriptivo, debido a que se pretende esclarecer el problema de desempleo en el sector rural Colombiano, y crear soluciones viables desde el punto de vista del derecho laboral solidario, como las Empresas Asociativas de Trabajo y las Cooperativas Asociativas de Trabajo, encaminados a crear programas de autosuficiencia y auto desarrollo en el sector primigenio de la economía.

Sobre esta metodología Hernández, Fernández y Bautista
 nos dicen: “Los estudios descriptivos buscan especificar las propiedades importantes de personas, grupos, comunidades o cual quiera otro fenómeno sometido a análisis. En un estudio descriptivo se selecciona una serie de cuestiones y se mide cada una de ellas independientemente, para así describir lo investigado”.
Para el efecto se realizó una exploración bibliográfica  en diferentes instituciones, entre ellas la Pontificia Universidad Javeriana, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, el Ministerio de la Agricultura y Medio Ambiente, el IDEAM, la CAR de Cundinamarca, el Departamento de Medio Ambiente de la Gobernación de Cundinamarca, el COMPES, el Ministerio de la Protección Social, en las cuales se analizaron diferentes artículos, tesis, libros, revistas, circulares, mapas de desplazamiento y explotación de la tierra, programas etc. Para  el enriquecimiento del presente documento  se incluirán  aportes y orientaciones tanto verbales  y documentales de profesionales en las áreas de Economía, Derecho, Sociología, Administración Pública y Psicología.

Se hará la descripción de los parámetros que deben llevarse a cabo para crear, mantener y fomentar programas auto sostenibles en los medio de producción agraria dirigidos en forma de empresas del sector solidario.

HIPÓTESIS DE TRABAJO:
Sí existe una relación entre la pobreza rural generalizada, entendiendo que Colombia es un país primordialmente rural, y las tasas de desempleo en el campo, entonces se espera encontrar posibles soluciones a través del derecho laboral solidario, creando mejores procesos agroindustriales a través de la implementación de Granjas Autosuficientes manejadas como las cooperativas asociativas de trabajo y las empresas asociativas de trabajo.

POSIBLES SOLUCIONES:

· Plantear una posible solución al problema de desempleo y pobreza en Colombia en el sector rural a través de programas de autosuficiencia y redistribución de los medios de producción agroindustrial en EAT y CAT.

· Informar sobre el aumento de la pobreza generalizada en Colombia, sus focos generadores y sus detonantes mediatos, con especial énfasis en el desempleo en las zonas de producción Agraria.

VENTAJAS:

· Redistribución de la riqueza.

· Uso apropiado de las tierras. 

· Extinción de la explotación del hombre por el hombre (plusvalía).

COMPLICACIONES:

Crear la cultura política de compromiso con el desarrollo integral de las comunidades productoras primarias acoplando su régimen productivo al exigido por la OIT. 

TIPO DE ESTUDIO:

Estudio teórico realizado en el IDEAM, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi y en el DANE; y el trabajo de campo realizado en el caserío del Hatillo, Corregimiento de Albania, Departamento de Santander.

POBLACIÓN Y MUESTRA:

Una muestra significativa de la población campesina de la región, con recolección y muestreo de situación laboral agraria y vinculación al régimen de la seguridad Social realizado en el mes de julio de 2005, en la población del corregimiento del Hatillo, municipio de Albania, Departamento de Santander.

CRONOGRAMA Y PRESUPUESTO.

CRONOGRAMA:


· Enero 16 de 2006: Presentación de Correcciones solicitadas por el  centro de Investigaciones Jurídicas, Políticas y sociales CIFAD, de la Universidad Cooperativa de Colombia.

· Enero 17 de 2006: recolección y Trascripción del Material y Temas Investigados.

· Febrero 07 de 2006: Presentación de Proyecto final del documento resultante  de la investigación.

· Febrero 16 de 2006: Fecha probable de sustentación de la Investigación

PRESUPUESTO: 

Para la elaboración de este trabajo de investigación se  realizaron los siguientes gastos:
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$ 480.000

Transportes varios § 420,000
Reproduccion fotostatica de 3 ejemplares §390.000
Almuerzos §610 000
TOTAL GASTOS $ 1°900.000




INTRODUCCIÓN

El miércoles 30 de marzo de 2005 el DANE en un seminario sobre la pobreza, organizado por el Banco de la República y Planeación Nacional, determinó que la pobreza en Colombia, se medía  diciendo que son pobres los hogares de más de cuatro personas y que no alcanzan a generar como ingreso total mensual UN MILLÓN de Pesos ($1.000.000) m.l.v., algo así como 2,6 veces el salario mínimo mensuales legal vigente para el año 2005, mientras que sí en las mismas condiciones el ingreso bruto mensual no llega a CUATROCIENTOS MIL Pesos ($400.000) m.l.v., unos centavos más que el salario mínimo, son considerados y catalogados como indigentes, quedando entonces, según el DANE, el 51% de la población colombiana en estado de pobreza y otro tanto en la indigencia.
 Para saber sobre la medición internacional de Pobreza remítase al glosario.

Esas cifras no son exactas y sólo reportan los datos a los cuales las organizaciones tienen acceso mediato, es decir, a la información que puede suministrar el trabajo formal y la declaración de impuestos. Pero una gran parte de la población son seres humanos que se encuentran desprotegidos del sistema general de protección social, son los que están por fuera de los contratos laborales, los que se manejan por contratos verbales cuya única formalidad es el acuerdo de voluntades (una voluntad que ofrece un trabajo mal remunerado y otra voluntad cegada por la necesidad que acepta), gente que en este tipo de encuestas no cuenta, empezando que se hacen por vía telefónica y no todos lo tenemos.

Colombia tiene un problema de desempleo especialmente agudo. Desde 1.999, una de cada cinco personas (el 20%) dispuestas a trabajar no encuentran donde emplearse. Este nivel de desempleo es el más alto que haya conocido el país, y también es el más elevado de todos los países de América Latina.
 Sin contar que dos de cada cinco personas laboralmente activas no cuenta con un sistema integral de salud, no aportan a pensión y no están inscritas a una aseguradora de riesgos profesionales. Además, han llegado a nuestras calles, nuestros semáforos, debajo de nuestros puentes, miles de desplazados
 por el conflicto armado, unos acusados de ser de este o aquel bando, y otros por negarse a cultivar o por cultivar una planta maldita y sagrada en Bolivia. Sacados de sus casas, amenazados de muerte, no sólo por las balas sino por el hambre que se crea por la falta de comercialización de lo que producen, se alegan de la tierra que los parió, sus parcelas, a lugares sombríos y solitarios, a las ciudades, creyendo que en los ríos de asfalto se pesca el sustento y que en la selva de cemento se siembra prosperidad.

A diario, en los diferentes medios de comunicación, a través de la ventanilla del bus y hasta tan sólo alzando la vista descubrimos el fin de la sociedad moderna, de la humanidad, su apocalipsis ha llegado,  causado por el suicidio colectivo del hambre, la ignorancia, la vida no digna, la supervivencia, la sobre vivencia, esta realidad es la mofa máxima al Estado Social de Derecho promovido tan vehementemente por nuestra Carta Política.

Los productores agrícolas se encuentran desplazados a las urbes
, abandonando su tarea productiva, engrosando las listas de hambrientos y miserables en las capitales de departamento o cabeceras municipales. Han dejado atrás una fuente clara y constante de producción de alimentos, tanto para ellos como para el resto de la comunidad a la que llegaría el producto cultivado.

El aumento descomunal de la población urbana, sobre todo en estratos socio económicos bajos, es una bomba de tiempo; el desempleo, la desnutrición, el analfabetismo son sus detonantes, a la explosión de esta, la onda se esparcirá por toda la sociedad y sus esquirlas se verán en forma de delitos de contra el patrimonio, los recursos naturales, la vida y la integridad física, etc.;  pues un ser humano hambriento en su afán de sobrevivir, se verá en la obligación de tomar lo que pueda, a quien pueda y como pueda. Esto muy a pesar de cualquier tipo de política criminal, creación de nuevos tipos penales, creación de nuevos procedimientos y sistemas, construcción de cárceles, y demás “soluciones” mediáticas pues, será siempre mejor pasar algún tiempo encerrado que un minuto más con hambre.

Vida
, ¿Qué es sino un efímero esfuerzo del ser humano de ser humano?, su denominación como derecho fundamental es mucho más amplia sin salirse de este cuestionamiento. El derecho a la vida, consagrado en el artículo 11 de la Constitución Política (“El derecho a la vida es inviolable…..”
), debemos entenderla como vida digna y es así como la honorable Corte Constitucional, en múltiples pronunciamientos, ha sostenido que el derecho constitucional fundamental a la vida, no significa la simple posibilidad de existir, sin tener en cuenta las condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, supone la garantía de una existencia digna, que implica para el individuo la mayor posibilidad de despliegue de sus facultades corporales y espirituales, de manera que cualquier circunstancia que impida el desarrollo normal de la persona, siendo evitable de alguna manera, compromete el derecho consagrado en la Constitución. Así, no solamente aquellas actuaciones u omisiones que conducen a la extinción de la persona como tal, o que la ponen en peligro de desaparecer son contrarias a la referida disposición superior, sino también todas las circunstancias que incomodan su existencia hasta el punto de hacerla insoportable.

Vemos a diario, en Colombia, gente muriendo de hambre, lo peor, no sólo en cinturones de miseria, sino en todas las calles de nuestras ciudades y municipios, posición que no es necesario argumentar mayormente, toda vez, que es un análisis lógico que sale de la simple observación, siendo imposible de cuantificar. La violencia, el hambre, la pobreza, el desinterés político de los gobernantes, el narcotráfico, la tala de bosques y selvas, el desperdicio de los recursos naturales, entre otros han influido para que en Colombia la miseria se palpe con cada uno de los sentidos. 

Nos enfrentamos entonces al siguiente cuestionamiento,  ¿qué  hacer  frente al creciente desempleo  y   pobreza   que embarga   a   Colombia?, interrogante que encuentra una oxigenada respuesta en el presente estudio, sin desconocer las que se propongan en otros estadios académicos, políticos, supranacionales, etc.
CAPÍTULO I

LA POBREZA EN COLOMBIA

Enfrentados a una cruel y cada vez más palpable realidad, observamos como uno de los lugares más ricos y prósperos de la naturaleza es hogar de unos cuarenta millones de habitantes, esperando los resultados del censo realizado en el 2006, hacinados en un paraíso terrenal, de los cuales la mitad no encuentra que comer.

La pobreza
 extrema de Colombia es, fundamentalmente, un problema rural. El 70% de la población con ingresos por debajo del nivel de subsistencia vive en zonas rurales
, o municipios de baja densidad poblacional, lo que demostraría la necesidad de adoptar medidas para aumentar los ingresos en este sector. Esta necesidad de adoptar medidas para aumentar los ingresos rurales y el ajuste previsto de la economía a la bonanza petrolera
 van de la mano como problema solución. Para que los pobres y el sector rural puedan compartir los beneficios de dicha bonanza es necesario contar con un marco jurídico y normativo adecuado.

La formulación de una estrategia coherente de desarrollo rural se ha obviado en los planes de desarrollo de los gobiernos de turno, pues fue parcialmente olvidado durante la presidencia de Cesar Gaviria, ligeramente tratado durante el periodo de Ernesto Samper, pero con la presidencia de Andrés Pastrana estos planes desaparecieron frente a una nueva política de cooperación internacional para la sustitución de cultivos, lucha contra el narcotráfico, Plan Colombia. De esta ayuda, que no es más sino prestamos que ahogan a las naciones latinoamericanas, Estados Unidos nos mostró que su intención es acabar con la droga y de paso con los demás países y democracias americanas. 
Durante el gobierno Pastrana el crecimiento de la tasa de desplazamiento forzado creció en un 100%
, la sustitución de cultivos y fumigaciones con “Glifosato” cumplieron dos objetivos cruciales, destruyeron cultivos lícitos y selva nativa y enfermaron a una parte importante de la población rural en zonas consideradas productoras de marihuana y coca, desafortunadamente, también este plan demostró que este planticida destruye la tierra y no deja que crezca vida nuevamente por algunos años, lo que agudizó la crisis agropecuaria en estas regiones causando mayores desplazamientos, pobreza, hambre y enfermedades.

En 1.998 empezaron a organizarse órganos estatales competentes para conocer las políticas agrarias y aplicación de estas  en zonas rurales haciendo veedurías y control sobre los programas y los gastos. Es el Ministerio de Agricultura quien se encarga de la política agraria, mientras que los organismos de ejecución de los programas de gastos rurales (Programas de Desarrollo Rural Integrado, Plan Nacional de Rehabilitación, Instituto Colombiano de Reforma Agraria y Banco de Crédito Agrario) se relacionaban directamente con los gobiernos locales, pero sin la coordinación necesaria para establecer un marco institucional coherente, que condujese a un desarrollo rural amplio e integral.

Las condiciones de vida del colombiano medio han mejorado y empeorado sustancialmente en estas últimas décadas. La pobreza ha venido decreciendo en forma constante, bajando de un nivel estimado en 50% de la población de 1.964, al 19% en 1.992 y subido el nivel de pobreza al 51% en el 2.005. Desde principios de los años cincuenta se ha registrado un incremento de casi dos decenios en la expectativa de vida al nacer – Hoy de 69 años –, mientras que la mortalidad infantil se ha reducido en un por un factor de cuatro, para situarse hoy en 30 muertes infantiles por causas naturales por cada mil nacimientos vivos. De hecho el Banco Mundial dice que los índices sociales de Colombia son mejores de lo previsible para un país en su nivel de desarrollo
.

Hagamos un estudio de la pobreza en Colombia a partir de la entrada en vigencia de la carta política de 1.991 y su Estado Social de Derecho, haciendo dos cortes uno con el estudio realizado en septiembre de 1.992 y con el otro realizado en octubre de 2.004, este último entregado el 30 de marzo de 2.005
. Más de seis millones de colombianos, en 1.992, el 18.8% de la población, reciben ingresos inferiores al nivel de subsistencia reconocido comúnmente como suficiente para la compra de una canasta de alimentos de adecuado valor nutricional. El 70% de estas personas habitaban en zonas rurales del país
. La incidencia de esta forma extrema de pobreza era tres veces mayor en el campo que la de la ciudad; en promedio, sus ingresos son inferiores en un 43.3% al nivel de subsistencia, frente a sólo 31.3% en el caso de los pobres urbanos.

LA POBREZA EN COLOMBIA, 1.992
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a. Proporción de la población que se encontraba por debajo de la línea de pobreza.

b. Porcentaje en que el ingreso promedio de los pobres es inferior a la línea base de pobreza.

c. Mide la profundidad de la pobreza como proporción de la línea base de pobreza. Es igual al producto de la incidencia y el déficit de la pobreza.

Fuente: Estimaciones basadas en las encuestas de hogares (ENH77)

Dado el carácter arbitrario de toda definición de línea de pobreza, es importante analizar la incidencia de pobreza según varias líneas. Hemos considerado hasta aquí la línea de pobreza absoluta, la que se refiere solamente a las personas cuyos ingresos son insuficientes para atender sus necesidades de energía alimentaria. También hay pobreza entre quienes devengan ingresos superiores a este nivel base. Observamos en el cuadro la línea de la pobreza absoluta, pero no nos deja ver que en el rango más próximo, la línea de pobreza, se encuentra gran parte de la población colombiana. En esta tabla el DANE pretende mostrar cómo la incidencia de pobreza (en el campo, en la ciudad y en el país en su conjunto) aumenta con los múltiplos de la línea base de pobreza absoluta o “Línea de indigencia”. Con la duplicación de esta línea
, la incidencia de pobreza es del 36% en la ciudad y del 65% en el campo, dando un promedio del 48% para el país en su conjunto. En otras palabras, duplicando la línea base de pobreza, se observa la duplicación de la pobreza rural, mientras que en la urbana se multiplica casi por cuatro veces. Por consiguiente, la justa preocupación por quienes viven en la “pobreza absoluta” – la mayoría para ese entonces en el campo –, no debe hacer olvidar a los necesitados de la ciudad.   

La distribución regional de la pobreza depende de la línea de pobreza que se emplee. “La pobreza absoluta”
, como antes se dijo, es más que todo un problema del campo. Allí la concentración de la población en pobreza absoluta es algo mayor en las regiones Pacífica, Oriental y Atlántica, que en el resto del país. En los centros urbanos, hay casi igual número de personas en absoluta pobreza en las ciudades grandes, medianas y pequeñas, aunque la incidencia de pobreza es marcadamente mayor en las pequeñas por su valor proporcional. La distribución regional de quienes viven en “pobreza” (dos veces mayor la línea base) es bien distinta. La proporción rural disminuye notablemente, presentándose una reducción apreciable en todas las regiones, salvo la central, y la proporción urbana se sitúa en 44%. Significa ello que los problemas relacionados con la pobreza urbana cobran mayor importancia a medida que la pobreza se define en términos de menor indigencia y necesite considerarse por el Estado.

El nivel alcanzado para entonces era favorable, pero a mediados de los años noventa después de haber sentido por primera vez los impactos de la apertura económica de Barco Vargas y Gaviria, el país se vio envuelto en la miseria absoluta. Fenómeno que creció desmesuradamente por la falta de gobiernos que gobernaran. Durante estos gobiernos se perdió la confianza en el sector solidario. Fue ahí donde empresas del sector cooperativo, algunas aparentemente fuertes y estables, como CONSTRUYECOOP, BANCOOP, CRECER, etc., presentaron un déficit demasiado alto como para poder salir avante y tuvieron que solicitar auxilio del más cruel de todos los salvavidas, el FOGAFIN, y los que no pudieron acceder a tal auxilio cerraron sus puertas, caso de la CAJA NACIONAL COOPERATIVA “CAJACOOP” hoy en liquidación.

El desempleo en Colombia afecta en forma desproporcionada a los jóvenes y a las mujeres: las tasas de desocupación de estos dos grupos son cerca del doble de la de los hombres mayores de 25 años, y superan ampliamente las de los demás países de la región. Esto quiere decir  que el problema se encuentra muy concentrado en estos grupos. Además, quienes se encuentran desempleados enfrentan períodos cada vez mayores de desempleo. La duración típica del desempleo se ha doblado desde mediados de los años noventa, y alcanzó en el 2.000 a ser de más de siete meses por año; en 2.001, cuarenta y cuatro punto dos (44.2) semanas por año; en el 2.002, treinta y ocho punto nueve (38.9) semanas por año; en el 2003, cuarenta y seis punto dos (46.2) semanas por año; en el 2004, cuarenta y un (41) semanas por año; y finalmente en el comunicado de prensa expedido por el DANE en marzo 30 de 2005 (ECH), se dice que el tiempo de desempleo ha disminuido a cerca de treinta y nueve punto tres (39.3) semanas por año, es decir que una persona dura encontrando trabajo, desempleado, más o menos doscientos setenta y cinco días, nueve meses y medio. Sin embargo con algo de descaro e ironía el titular del comunicado de prensa es “EL DESEMPLEO MÁS BAJO EN LOS ÚLTIMOS CINCO AÑOS”, y con frente en alto y pecho inflado lo presenta el director del DANE, en un seminario sobre “La Pobreza”, organizado por el Banco de la República y Planeación Nacional
.

A continuación analizaremos el último reporte del DANE sobre el comportamiento general de la economía para el primer bimestre del año 2005
. Dice que en Colombia, el número de desempleados
 continúa en descenso, al registrar en febrero de 2.005 una disminución del 1,4 por ciento en comparación con febrero de 2.004. Para este último la tasa de desocupación era del 15.4%, frente al 14% de este año, es decir que, según el DANE, el número de personas que encontraron empleo fueron Doscientas Ochenta y Siete mil (febrero 2.004 – 3’129.000; febrero 2.005 – 2’842.000).

Es interesante observar que la Tasa Global de Participación
 (TGP) se encuentra en el punto más bajo desde febrero de 2001. Es como sí alguna parte de la población dejase de interesarle un nuevo puesto de trabajo, pues la cantidad de hojas de vida recibidas para un cargo o labor está disminuyendo, pero igual, mantiene una media entre los 60 y los 63.1.

Sí se observa bien, se nota en las gráficas que la tasa de ocupación también disminuyó alcanzando un nivel bajo, igual al del 2.003 (51,6) y muy inferior al del 2.001 que alcanzó un 52.2.

Esta clase de estadísticas es muy criticada, sobretodo por la forma de recolección de la información, proveniente de encuestas por medio de comunicación telefónica aleatoria, entrevista al azar en las calles, consultas a los fondos de pensiones, entidades prestadoras de salud, entre ellas el SISBEN, y reportes esporádicos enviados por las alcaldías municipales de diferentes municipios.

La realidad queda corta en estas frías cifras, la verdad real de la economía se vive en las calles, en la angustia de los jóvenes al salir del colegio, a los que no han podido terminarlo; la única forma de poder tener datos reales sería a través de un censo, un censo real es casi imposible de realizar por diversos factores, que afectan la recolección de la información tanto en el área urbana como en la rural, la primera es la cantidad de personas habitando las calles, las cloacas, condenadas por el Estado Social de Derecho a sentirse menos que un ser normal, sacado del cambuche, hacinado en una cárcel, calabozo o sótano, escampando de la inclemencia del clima bajo un puente vehicular, en un caño, detrás de una lapida esperando su fría y cruel muerte por inanición. 

La segunda causa de la imposibilidad de un censo real es la actual situación de violencia que vive el país, con grupos alzados en armas defendiendo causas económicas de interés propio, siendo guardianes de una agricultura no permitida. 

El tercer factor es la imposibilidad que tiene el Estado para desplazar a los encuestadores a todos los recodos del territorio nacional; pero todas estas son tan sólo un pequeño escalón que superar frente a la siguiente causa expresada, el desinterés político de hacer conocer la verdad, por parte de los gobernantes, desde el alcalde, consejeros municipales, gobernador y parlamentarios de asambleas que no quieren verse envueltos en revocatorias del mandato, además de perder su participación en los lucrativos negocios del Estado; hasta los más dignos senadores y representantes a la cámara que esperan ser elegidos por los periodos necesarios para obtener la excelente pensión, eso los que no van a lucrarse directamente con la expedición de leyes – negocio (o con mico), o a verse favorecidos con estratégicas alianzas con los grupos de poder. No olvidando que quien tiene menos voluntad es aquel que quiere ser reelegido para varios periodos presidenciales.

CAPÍTULO II

DESPLAZAMIENTO FORZADO EN COLOMBIA

Este es un problema que se ha vivido la humanidad en diferentes épocas de su larga historia, tal vez el grupo o etnia que mayor condición de desplazamiento en la historia han sido el pueblo Judío, quienes desde el génesis de su existencia fueron llevados de la península arábiga y medio oriente por los fenicios a Egipto, entregados como esclavos, luego liberados y conducidos por los desiertos del oriente medio, por cuarenta años, hasta las puertas de Canaán, de ahí expulsados y perseguidos por los persas, luego los romanos, los africanos, los bárbaros, las hordas carniceras del medioevo y sus cruzadas, la persecución de la santa inquisición. Los reyes turcos los diezmaron, fueron expulsados hacia América por los reyes Luteranos Ingleses  y en la época moderna caídos en las matanzas nazis, (el holocausto); aún ahora, hoy día, disputan un territorio con los palestinos, sus hermanos de antaño.

En Colombia el fenómeno ha sido acelerado, la violencia política, la corrupción, los falsos ideales Marxistas, el engaño de: “la auto protección”, el crecimiento desmesurado y egoísta del narcotráfico y el olvido estatal han hecho que los campesinos corran por sus vidas, por la de los suyos, abandonando su oficio, buscando la protección de un Estado que les ha dado la espalda, el refugio de los “rebeldes”, de una insurgencia que se acostumbró a no tener el poder político pero sí un poder económico y militar enorme, este desplazamiento es de no acabar.

El fenómeno del desplazamiento, a pesar de ser uno de los más dramáticos, no está contemplado como un simple transplante o transformación social en las poblaciones que hoy día son afectadas por el conflicto armado, sino que, el desplazamiento es el fenómeno de desarraigo que cada vez toma fuerza y se hace más grande, trayendo como evento natural la migración, la pobreza, la miseria, la injusticia social, el analfabetismo, la desestabilización social, política y económica de la población civil y del Estado mismo.

Durante el periodo de 1.996 a 2.000 el desangre causado por los actores armados, el olvido de los territorios rurales por parte del Estado, han hecho que por lo menos dos millones trescientas mil personas se hallan desplazado de sus zonas o regiones de origen
, Se hace la anotación que son los grupos de “Autodefensas” y “Paramilitares” los que causan la mayoría de desplazamientos no voluntarios en la población civil
.

Los desplazados se ven obligados a abandonar sus orígenes, su cultura, sus costumbres y sus bienes, al igual que la tierra donde radicaba su sustento; y lo hacen sin tener posibilidades de prontos regresos a sus parcelas, aventurándose a nuevos lugares, y padecimientos, olvidando sus valores productivos y económicos, pues estos los  han perdido al insertarse en la actividad urbana, condenados a ser huéspedes de los cinturones de miseria de las urbes y dentro de ellas en sus calles, aceras, túneles, puentes, caños o rellenos sanitarios (basureros).

Pese a algunos esfuerzos realizados por las administraciones o gobiernos de turno, se ve claramente que la intervención del Estado, su política neo liberal es ineficaz, insuficiente e improvisada, afrontando calamidades sin atender el problema de fondo. Aún la Ley 387 de 1.997, trata sobre la asistencia al desplazado, que goza de intenciones magnánimas no es una solución real al flagelo del desplazamiento y los preceptos legales quedan convertidos en meros debates y justificaciones de ponencias en actas y gacetas.

La acción del Estado sólo alcanza a cubrir un veinte (20) por ciento (%) del total de la población que se encuentra en situación de desplazamiento forzado
, lo que demuestra la incapacidad material para poder atender en las urbes a los desplazados, la irrealidad de poder determinar cuantos de ellos realmente sí son realmente desplazados y cuantos tan sólo hambrientos campesinos, el descaro y corrupción de un gobierno que no ha querido dar una solución pronta y real a este problema.

Son sesiones interminables en el Congreso de la República, el legislador y el gabinete presidencial, la cabeza del ejecutivo, donde se discuten invaluables proyectos de ley que muy seguramente cambiarán la vida de los coasociados, como el tema de la Reelección presidencial, el otorgamiento de honores a un extranjero que no mira más que con desprecio a los subdesarrollados políticos inmorales, timadores; No hay espacio entre tanta agenda de importancia para poder hablar de expropiación agrícola, la redistribución de la tierra, el fomento de planes de agro industrialización (formas reales de erradicar la pobreza) que causarían un impacto en las billeteras de los terratenientes que aún creen podrán encontrar yacimientos de petróleo o que aún son lotes de engorde o simplemente la explotan de una manera inapropiada.

Al terminar la guerra “de los mil días” (1899-1902)
, se obtuvo la consolidación de la economía cafetera exportadora, el desarrollo industrial y la expansión económica. Aunque este periodo también estuvo acompañado de una diferenciación social traducida en la irrupción de movimientos de clase bipartidista (inmersos dentro de los partidos tradicionales, liberal y conservador), en 1.920 a raíz de las diferencias sociales existentes surgió el movimiento obrero, que buscaba crear las primeras agrupaciones políticas con un carácter contestatario y contra partidista.

La hegemonía conservadora (1.886 – 1.930) llegó a su fin con Olaya Herrera. En 1.930 el partido liberal recupera nuevamente el poder, con el régimen de la “Concentración Nacional”, dividido en dos corrientes, una gubernista, relacionada con los conservadores en la dirección general del estado y de la economía como tal, con un componente social fundamentalmente burgués; y la otra por oposición, que estaba estructurada en las bases populares del partido quienes dirigían la identidad partidista, la política gubernamental e incluso el orden establecido, representado por otra corriente liberal, dinamizando así las luchas de masas obreras y campesinas.

Durante el periodo de 1.934 a 1.938, durante el periodo de López Pumarejo,  se presenta un plan denominado “la Revolución en Marcha”, plan que tenía como objetivos básicos: “Definir un nuevo orden de legitimidad de la gran propiedad agraria, plantear exigencias mínimas de productividad a la agricultura, racionalizar las relaciones entre capital y trabajo e introducir un conjunto de medidas para fortalecer la función interventora del Estado, que como finalidad tenía encontrar el apoyo al desarrollo para el sector agrario”
.

Con el segundo periodo del mandatario López Pumarejo (1.942 – 1.945), se empiezan a generar nuevamente grandes expectativas en las fuerzas populares, al tiempo que la ultraderecha conservadora y algunos liberales continuaban ejerciendo la oposición. El plan de “La Revolución en Marcha”, no logra su objetivo, provocando inconformidad en la población más vulnerada, la campesina, quienes detallaron la imposibilidad histórica de una reforma agraria que promoviera mejores condiciones en el sector rural. El presidente Alberto Lleras Camargo, termina el periodo luego de la renuncia de López, y con el objetivo de disuadir la lucha entre los partidos tradicionales da mayor participación en su gobierno al partido conservador.

A mediados de los años cuarenta, la violencia en las zonas rurales había alcanzado ya unos niveles importantes, sin embargo, a partir de 1.948, con el asesinato del caudillo popular Jorge Eliécer Gaitán Ayala, se desencadena la reacción popular más significativa de la historia colombiana. Este líder asesinado basó sus esfuerzos políticos en el apoyo al campesinado, apoyándolo en su lucha contra el poder de los terratenientes, motivo por el cual se perfilaba como el representante de las clases populares y la opción política más avanzada del momento, además sus aspiraciones políticas eran llevadas por un excelente camino. Las medidas represivas del entonces gobierno, Ospina Pérez (1.946 – 1.950), la llamada época de la Violencia en Colombia, debido a la persecución de los conservadores (con el respaldo gubernamental) a los militantes liberales. dirigidas a debilitar todo tipo de organización de clase popular obrera, contribuyeron al descontento de la población hacía el Estado. 

Lo que, entendemos, desencadenaría en una eventual retoma de las proclamas de Mijail Backumin, sobre la anarquía al tiranismo democrático, y se convierte en el “Florero de Llorente” para estas masas y organizaciones el asesinato de caudillo popular, pues es un duro golpe a sus expectativas políticas, degenerando en una reacción violenta, cuya consigna de más alto poder en las gargantas de los alzados “Bogotazo”.

Allí nacieron las primeras agrupaciones de resistencia armada rural en las zonas de Santander, los Llanos Orientales y en el sur del país en el departamento del Tolima, las cuales se harían nombrar como las “Guerrillas Campesinas”. Eran movimientos que representaban el descontento popular, no sólo ante las políticas económicas y sociales, sino también a la persecución por parte del Estado a través de la “Policía Chulativa” a cualquier manifestación de las masas populares.

La resistencia alcanzó una autonomía que atacaba las clases burguesas, apareciendo así el movimiento guerrillero en diversas partes del país como una alternativa de resistencia. Las políticas implementadas durante el gobierno de Laureano Gómez (1.950 – 1.953), intensificaron los hechos de violencia, profundizando la ofensiva contra los grupos armados y generando opresión en las masas populares, lo que contribuyó a la creación y expansión de los grupos guerrilleros. Durante este proceso, el Estado utilizó mecanismos represivos aprendidos de la GUARDIA ROJA (URSS) y la CIA (USA), como lo eran la “Policía Chulativa” en Boyacá, complementada con posterioridad con organizaciones paramilitares como “Los Pájaros” en el Valle (Cartago) y Caldas, los “Aplanchadores” en Antioquia y los “Penca Ancha” en las sabanas de Sucre, quienes eran asesinos a sueldo, grupos de derecha que hacían limpiezas en las zonas rurales y en algunas zonas urbanas. 

Estos asesinatos, el enfrentamiento de guerrillas, paramilitares y ejercito, el crecimiento de la delincuencia, y la pobreza que invadió con la guerra los campos colombianos, hicieron que la población campesina se empezara a desplazar de manera forzada hacía las zonas urbanas. El resultado fue el abandono del campo, al igual que el desplazamiento campesino a las urbes y a zonas de similar fijación partidista.

Como reacción a los ataques perpetrados por los organismos estatales, se conformaron grupos liderados por liberales y comunistas, los grupos liberales se consolidaron principalmente en los Llanos Orientales, sur occidente Antioqueño, Carare – Opón en Santander, en Yacopí – La Palma y en el sur del Tolima. Por otro lado, el partido comunista proclamó la táctica de autodefensa en el Tequendama y el sur del departamento del Tolima
, como estrategia político militar.

El origen de estos grupos produce significativas transformaciones ideológicas, y permite acuñar el término “Repúblicas Independientes” como lo fueron Marquetalia (Quindío), Riochiquito y El Pato. Estas eran zonas liberadas de la acción y represión estatal, dándole gobierno a los grupos de izquierda, a guerrillas campesinas que se iban formando en zonas que combinaban circunstancias político – productivas con el poder central que enmarcaba la represión y resistencia de la época. Las acciones guerrilleras, son fundamentos ideológicos y el reconocimiento de los mismos, contribuyó a debilitar el gobierno de Laureano Gómez y a negociar un acuerdo entre conservadores y liberales cuyo moderador o conciliador serían las Fuerzas Militares, presentándose como solución política el gobierno militar del General Gustavo Rojas Pinilla.

Durante su mandato, las guerrillas liberales avanzaron rápidamente desde los llanos orientales, mientras que en Antioquia, Cundinamarca, Tolima y Valle, los campesinos se agrupaban en zonas de autodefensa. El objetivo primordial de este gobierno fue el  de lograr una pacificación nacional mediante una amnistía, para que los gruidos armados entregaran las armas y se reincorporaran a la vida civil. Varios fueron los grupos que se acogieron, logrando que las guerrillas liberales de los llanos desaparecieran casi en su totalidad. Sin embargo, el intento del General Rojas Pinilla Gustavo por crear una tercera fuerza contribuyó a que los partidos políticos tradicionales buscaran su salida, y en cambio, promovieran la creación de un Frente Nacional donde se alternaran el poder.

En el periodo comprendido entre 1.958 y 1.965, la violencia cambiaría de forma con la aparición del “bandolerismo Político”, con más de cien bandas activas
 que prolongaban la lucha bipartidista en la estructura local y regional a cargo de jefes militares de origen campesino. Estas agrupaciones revolucionarias contaban no sólo con el reconocimiento del Estado, sino también con el apoyo de las masas campesinas. Aunque la amnistía del gobierno del General Rojas Pinillas y el primer mandato del Frente Nacional logran reducir el número de grupos insurgentes, quedan algunos que no se acogieron a tales perdones por considerarlos engañosos o porque habiéndose acogido no se lograron adaptar nuevamente a la vida rural y prefirieron continuar vinculados a estos grupos. 

La desconfianza alegada no era infundada, Guadalupe Salcedo, jefe militar de las guerrillas del Llano fue asesinado, al igual que muchos, a manos de la Policía Nacional.

Estos grupos armados denominados “bandoleros”, se fueron desintegrando principalmente por dos factores importantes: el primero, fue la incorporación de adolescentes a la lucha armada, quienes habían sido víctimas de eventos violentos y su objetivo era el de vengarse de sus agresores; el segundo factor, se dio por la búsqueda de la independencia de los alzados en armas de las fuerzas políticas. A pesar de existir organizaciones que proclamaban legitimidad y poder, éstos carecieron de una proyección política real.

Durante la época del Frente Nacional, aparecieron otros movimientos de oposición que se convirtieron en contradictores del excluyente acuerdo bipartidista, las expresiones más representativas al principio de su creación fueron: el Movimiento Revolucionario Liberal (MRL) en 1.962, y la Alianza Nacional Popular (ANAPO) en 1.960. En los primero años del Frente Nacional, aparecieron nuevos movimientos guerrilleros como el Movimiento Obrero Estudiantil Campesino (MOEC) en 1.961, las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) en 1.964, el Ejército de Liberación Nacional (ELN) en 1.964, el Ejercito Popular de Liberación (EPL) en 1.967, que van a constituir el origen de un nuevo período de violencia, el cual dura hasta nuestros días, con guerrillas de corte comunista, en su inicio pues luego carecerían de ideología, y la radicalización de los movimientos políticos de izquierda como el Partido Comunista Colombiano (PCC) el cual nacería en 1.964, el Frente Unido en 1.965 y MOIR en 1.969, desapareciendo a mediados de los años noventa.

Las FARC, surgen como una coalición de varias cuadrillas armadas dispersas, quienes establecieron su propio programa de reforma agraria ante el ataque constante de las fuerzas del Estado contra las “Repúblicas Independientes”
. Este grupo nace como producto de la radicalización de algunas viejas guerrillas liberales al entrar en contacto con miembros del partido comunista.

En 1.960 el partido político independiente ANAPO, formado por seguidores del General Gustavo Rojas Pinilla, participaba por primera vez en las elecciones al Congreso de la República. La popularidad alcanzada por la ANAPO fue creciendo durante la década de los setenta, logrando adeptos entre muchos de los que rechazaron el excluyente pacto del Frente Nacional. El General Rojas Pinilla, participaba como  candidato presidencial por la ANAPO; los comicios se realizaron el 19 de abril de 1.970 y tras liderar inicialmente, por amplío margen, en los resultados electorales, fue derrotado por un porcentaje mínimo por el candidato del Frente Nacional. 

El fraude que se presentó en estas elecciones fue la causal para que el sector de izquierda de la ANAPO y disidentes de las guerrillas crearan un nuevo movimiento revolucionario llamado, Movimiento 19 de Abril (M–19), tal vez, para nosotros, fue la única guerrilla que hasta su final luchó con conciencia política social democrática.

La intensidad de la violencia en Colombia, refleja un conflicto cuyas raíces no son meramente políticas, sino también sociales. Desde el punto de vista político, la lucha por el poder entre los partidos políticos tradicionales, desencadenó la aparición de organizaciones armadas con consignas partidistas, las cuales se intensificaron luego del asesinato del caudillo popular Jorge Eliécer Gaitán Ayala, líder que representaba los intereses de las masas populares en la esfera política.

Las autodefensas, como hoy en día las conocemos, lejos de las historias de “Los Pájaros” y del “MAS (muerte a secuestradores)” que no eran más sicariatos auspiciados por el gobierno o por el narcoterrorismo, se encuentra la historia de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), la cual nace cuando los hermanos Fidel y Carlos Castaño, víctimas de las acciones de la guerrilla y cuyo padre había sido secuestrado y ejecutado por las FARC, forman su propia organización y se convierten en los más altos líderes del movimiento. Luego del asesinato de Fidel en 1.994, Carlos Castaño asume la comandancia del grupo antiguerrillero de autodefensa de Córdoba y Urabá (ACCU), posteriormente AUC.

Esta clase de grupo no se consideraba como ilegal, por el contrario la Ley 48 de 1.968
 promovió la creación y fortalecimiento del pie de fuerza a través de la vinculación del campesinado en su propia defensa contra los intereses de las organizaciones revolucionarias de izquierda, ley que mantuvo su vigencia durante cuarenta años y sólo hasta el final del gobierno Barco fue declarada inconstitucional por la Corte Suprema de Justicia.

Sin embargo, la acción de los paramilitares vuelve a ser nuevamente legítima en 1.994, cuando en el gobierno de Ernesto Samper Pizano, lanza en Antioquia un programa de seguridad ciudadana llamada CONVIVIR, mediante el cual se autorizó a la población civil al establecimiento y creación de “cooperativas rurales de seguridad” con la clara intención de crear tropas de inteligencia en sus regiones. 

Con el tiempo el Ex Senador y Ex gobernador de Antioquia Álvaro Uribe Vélez, proponente y fundador de este programa, se convertiría en presidente de la República para el periodo 2.002 a 2.006, reemplazando las CONVIVIR, con el reclutamiento al ejercito formal de los jóvenes campesinos sin instrucción o vocación militar y creando una red nacional de “informantes” que cumplen con las mismas funciones primigenias de las autodefensas de Antioquia.

Por otro lado, detrás de las causas partidistas y acontecimientos políticos, se evidencia un conflicto social, asociado con la tenencia de tierras y a la falta de programas para la modernización del agro y de la industria en general y hacer de la tierra un factor productivo y no de control político. Las posibilidades de la “Revolución en Marcha” de López Pumarejo, generó en la población campesina expectativas positivas frente a la posibilidad de obtener mejores condiciones contractuales, esto, a través de crear acceso real a la propiedad sobre la tierra productiva, sin embargo, estas esperanzas se desvanecieron generando una reacción popular violenta
.

Los antecedentes analizados, aunque sin soporte estadístico, demuestran como las raíces de la violencia están asociadas básicamente a un problema social, donde las políticas del Estado no estuvieron dirigidas a la consolidación socioeconómica de la población rural, sino a desarrollar políticas represivas con el fin de debilitar o aniquilar acciones de rebelión. La herencia de ésta violencia son las prácticas transmitidas de unas generaciones a otras, incluido el deseo de venganza y las retaliaciones, como también, el reconocimiento de esta como instrumento de poder. Por otro lado, la violencia también degeneró en deserción de la población rural a los lugares urbanos, tratando de salvar sus vidas siendo despojados de sus tierras mediante amenazas, torturas y masacres.

Una vez estudiada la formación de los actores armados más importantes del país, se observa como sus principios y sus objetivos están orientados por intereses económicos y territoriales, evidenciados en las zonas del territorio nacional que cada grupo controla. 

A partir de la década de los noventa el fenómeno del desplazamiento se ha ido expandiendo a más zonas del país, gracias a la multiplicidad de actores, intereses, escenarios y estrategias en interacción conflictiva, enfocada en diversas acciones ocasionadas por los agentes generadores del desplazamiento.

Estos intereses que dan una formación al desplazamiento forzado en Colombia se enmarcaran en desigualdades político–militares, político–ideológicas, Económicas y culturales, que buscan acrecentar capitales propios a través del despojo territorial. Hecho que compadece a la lógica del conflicto en Colombia por parte de los actores violentos, sin embargo, la irracionalidad de la violencia ha irrumpido en los elementos de valor, dignidad, integridad y seguridad de la población campesina, quienes cansados de esperar acciones por parte del Estado tienen que enfrentar en una difícil y crítica situación en las ciudades receptoras, haciendo que los niveles de pobreza se aumenten y disminuyan poco a poco los niveles de bienestar y calidad de vida con relación a los lugares de donde fue desplazado, que no garantizan el bienestar mínimo del individuo, como los derechos a la salud, la educación, la vivienda y el mismo derecho a la vida.

Este fenómeno colombiano que se acentúa en las raíces de nuestro territorio, afecta en gran magnitud a la población civil, quienes padecen esta situación y tienen que ser parte del hacinamiento urbano
. Un estudio realizados por el CODHES – SISDHES a finales de 1.995, demostró que en promedio “cada hora en Colombia son desplazados dos hogares”
, compuestos por madres cabeza de familia y niños campesinos.

La necesidad de controlar el territorio con el propósito de poder ejercer, mediante acciones militares, control de las actividades económicas lícitas e ilícitas, obliga a los grupos armados a desplazar la población civil previamente establecida en las regiones para poblar estas, con gente de su plena confianza que se constituye en una segura retaguardia, necesaria para su accionar. Garantizando la tranquilidad necesaria en zonas de influencia.

El efecto de la violencia en términos del desplazamiento implica una disminución de la calidad de vida de la población afectada, y un replanteamiento en su bienestar, priva la libertad económica de grupos de personas, de familias y comunidades, “La denegación de la libertad para participar en el mercado de trabajo es una de las maneras para mantener a los individuos en la esclavitud y la cautividad”
, en el sentido que obliga al individuo a desplazarse a un medio donde las condiciones laborales son diferentes, viéndose forzado a abandonar su estilo de vida y sus actividades laborales habituales (Producción Agropecuaria, o afines y complementarias), además de sus bienes, teniendo que insertarse en un mercado de trabajo que le permita suplir las necesidades y responsabilidades que tiene. Lo anterior, hace que las posibilidades laborales resulten limitadas en las ciudades donde se reubican y tengan que recurrir a economías informales para obtener alguna clase de sustento, porque sus potencialidades laborales no se pueden desarrollar en los lugares receptores de desplazamiento, “Para conseguir derechos económicos, puede utilizarse la dotación en forma de tierra y trabajo con el fin de producir alimentos, como en el caso de la agricultura. Pero la familia o el individuo también pueden adquirir la capacidad necesaria para comprar alimentos obteniendo una renta salarial. Ésta depende de las oportunidades de empleo y de los salarios vigentes en la agricultura, la industria y otras actividades”
. Proceso que resulta traumático si además le sumamos la afectación psicológica, la ruptura emocional y sociológica a la que se ven sometidos.

Los efectos de la violencia y el desplazamiento se perciben en forma diferente según el género; la mujer campesina, por ejemplo, ha crecido en un ambiente exclusivamente doméstico, de labores maternas, por este motivo las mujeres desplazadas son triplemente víctimas “primero, el trauma que les han producido los hechos violentos (asesinatos del cónyuge u otros familiares, quema de casas, violaciones); segundo, de la pérdida de los bienes de subsistencia (casa, enceres, cultivos, animales) que implica la ruptura de los elementos conocidos de su cotidianidad doméstica y con su mundo de relaciones primarias; y tercero, del desarraigo social y emocional que sufren al llegar desde una apartada región campesina a un medio urbano desconocido”
. Sin embargo, para las mujeres puede resultar en principio más fácil reinsertarse al mercado laboral que a los hombres, sí tenemos en cuenta que el servicio doméstico brinda una buena posibilidad de obtener ingresos, mientras que el género masculino  debe buscar otras labores que poco o ninguna tienen que ver con las que desarrollaba en su lugar de origen.

La necesidad del desempleado de ocultar su identidad por temor a ser relacionado con los grupos insurgentes en los sitios de llegada, o por desconfianza en el manejo que los funcionarios del Estado den a la información, viviendo en anonimato dentro de las grandes ciudades se ocultan, se confunden, incrementando los cinturones de miseria de los barrios más vulnerables. El desplazado huye del conflicto sin saber que la vida en las ciudades y especialmente en las zonas de pobreza, los índices de violencia pueden resultar más elevados que los que había en su zona natural, sin embargo, transcurrido un tiempo las posibilidades de retorno resultan bastante reducidas y terminan por acostumbrarse a su nueva condición de miseria y de violencia colectiva. Evaluar la calidad de vida humana y del bienestar no índica el análisis exclusivo del ingreso per cápita o de la distribución de la riqueza, sino también, desde el punto de vista de la privación de capacidades. Es decir, es pobre aquella persona que aunque tenga un buen nivel de ingresos, no puede disfrutar de éstos por que tiene una enfermedad que se lo impide; por que su nivel económico no es suficiente para cubrir todas las necesidades que demanda la sociedad donde vive, o porque existe una desigualdad sexual que impide obtener unos mejores niveles de vida. Sí decimos que la pobreza no está relacionada exclusivamente con la renta, entonces, el desplazado no sólo es pobre por la carencia de ingresos, sino también por que se ha visto obligado a abandonar su tierra, sus animales y sus bienes, huyendo a lugares inhóspitos donde las circunstancias se contradicen con el bienestar que posiblemente brindaba su anterior estilo de vida, pero que por situaciones de seguridad le es imposible disfrutar. Es pobre también, porque aunque conoce el sistema de producción rural, en las ciudades quedan relegadas este tipo de labores, teniendo en cuenta que la producción es básicamente industrial y de servicios, y por lo tanto la continuidad de las labores cotidianas es mínima.

DESPLAZADOS  EN COLOMBIA 1.985 – 1.999

TOTAL APROXIMADOS 1.843.000







TABLA  2
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37.000 1993 45.000
36.000 1994 78.000
59.000 1995 89.000
105.000 1996 181.000
119.000 1997 257.000
77.000 1998 308.000
110.000 1999 288.000

64.000 TOTAL 1'843.000




Fuente: 

Conferencia Episcopal de Colombia – CODHES

Elaboración:
CODHES - Consultorio para los Derecho Humanos y el Desplazamiento – CODHES. 
DESPLAZAMIENTO FORZADO INTERNO EN COLOMBIA. Memorias Seminario Internacional. Junio de 2.000.

El desplazamiento es un mal en crecimiento, gracias a las políticas del los actores armados de dar tierras sólo a aquellos cultivadores amigos de sembrar además de papa y mazorca, coca, amapola, marihuana. Además del desdén del Estado por su pueblo, por sus campesinos, por sus coasociados, por sus mandantes, que se demuestran con las altas tasas de desplazamiento presentadas en la Tabla 2.

CAPÍTULO III

POLÍTICA AGRARIA EN COLOMBIA
La adaptación de los seres vivos a un entorno específico es un proceso de equilibrio dinámico y permanente entre la asimilación de las condiciones que este impone y la capacidad de acomodar el entorno a los requerimientos de cada especie. Gracias a este proceso, las especies evolucionan a partir de unas condiciones físicas y climáticas básicas, que dan lugar a una serie de interacciones entre elementos bióticos y abióticos, con lo cual se determina la configuración de los ecosistemas. 

El hombre se ha adaptado históricamente a diversos espacios y los ha transformado parcial o totalmente. Al hablar de la evolución de las formas del asentamiento humano se hace referencia a la ocupación del espacio y al uso de los recursos conexos como el agua, la fauna y la flora. En el caso de las poblaciones nómadas, estas ejercían una acción extractiva de los recursos que sólo perturbaba levemente el entorno natural. A medida que las actividades económicas del hombre se fueron consolidando y éste fue formando asentamientos, las transformaciones del medio natural se acentuaron, requiriendo, en muchos casos, la destrucción y la eliminación de las vegetaciones naturales para establecer tierras de labranza o pastoreo, espacios habitacionales y poblados permanentes.

Poco a poco, estas transformaciones se hicieron más drásticas y con ciertas características de irreversibilidad que, cuando afectaron a los sistemas naturales como tales, originaron la desaparición de culturas importantes. 

Con el desarrollo de la tecnología y de la economía, aplicadas a la utilización de los suelos y de las aguas, como soporte para la agricultura y la ganadería, se sumaron progresivamente nuevos usos del territorio y de los recursos para, por ejemplo, la construcción de infraestructura, la explotación del subsuelo y la utilización de la atmósfera, las aguas y los suelos como receptores de emisiones de partículas y gases, de vertimientos contaminantes

y de residuos sólidos. Más recientemente, el espacio aéreo es usado intensamente como ámbito de la navegación aérea y del espectro electromagnético para el moderno sector de las telecomunicaciones.

OCUPACIÓN  HISTÓRICA:

En Colombia, antes de la colonización española, la ocupación del territorio había sido realizada mediante oleadas sucesivas de poblamiento, cuyos rastros culturales se remontan, según los datos arqueológicos obtenidos, hasta ahora, a 12.000 años antes del presente. 

Los primeros poblamientos ocurrieron en las zonas bajas, y por múltiples circunstancias, que van desde cambios climáticos importantes hasta colisiones por el manejo del territorio entre grupos culturalmente diferentes, impulsaron a los grupos humanos a ascender por las vertientes de las montañas, a asentarse en zonas climáticamente más benignas y a descubrir los valles interandinos y los altiplanos. Cuando llegaron los españoles, encontraron diversas culturas indígenas que coexistían armónicamente con la naturaleza y poblaban principalmente las regiones del centro del país, el alto Magdalena y Cauca, la Sierra Nevada de Santa Marta y puntos dispersos en la región oriental del territorio. La comunidad chibcha era la más importante, y la etnia más representativa, la muisca, habitó la zona de la Sabana de Bogotá y los alrededores de Tunja y Sogamoso.
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Hacia finales del siglo XV, con la conquista del territorio por parte de los europeos se consolida la formación de asentamientos sobre un eje costero en el Caribe, que posteriormente se extendería a lo largo del río Magdalena y penetraría gradualmente sobre los costados de la cordillera Central y Oriental, en especial en el corredor que conecta el puerto de Honda con Bogotá
. A la conexión de los principales centros de poder de la Corona Española, desde Caracas, en el nordeste, hasta Lima, a lo largo de los Andes, siguieron la ubicación de los principales poblamientos indígenas precolombinos constituyeron el patrón de ocupación del territorio colombiano en el periodo colonial.




 

Consolidado este proceso, y tras el desarrollo de los núcleos poblacionales, se estructura el mercado interno mediante la conexión de los núcleos originales, distribuidos en la cordillera Central y Oriental, los valles interandinos con el eje costero. Es así como a comienzos del siglo XIX se presenta la ocupación amplia del altiplano Cundí boyacense y del corredor andino oriental, que se prolonga hacia Venezuela. Igualmente fueron ocupados

el altiplano Nariñense, integrado con la región de Popayán, buena parte de los pisos térmicos ubicados en la cuenca del Magdalena-Cauca entre 1.000 y 1.800 metros y algunas áreas a lo largo de las vías de comunicación entre las vertientes de esas dos cuencas.

Con la colonización antioqueña se consolidó la ocupación de la zona andina de Colombia; allí, una gran porción de estas áreas, especialmente la parte norte y media de la cordillera Central, con base en la acumulación lograda como resultado de la explotación minera, se poblaron entre fines del siglo XIX y la primera parte del siglo XX.

A mediados del siglo XX, se afirmó la ocupación de las sabanas del los ríos San Jorge y Sinú, gracias a la recuperación en forma de haciendas de los últimos vestigios de las encomiendas y de los señoríos feudales de los últimos tiempos de la colonia, que se fueron realizando durante los primeros años de la independencia.

El modelo de poblamiento intentado por los jesuitas para constituir estados-cultura fue truncado durante el siglo XVII por su expulsión de los territorios bajo dominio español. Posteriormente, una vez se consolidaron y decayeron las rutas comerciales a través de la cordillera Oriental y del río Meta hasta el Orinoco, establecidas desde la independencia hasta comienzos del siglo XX, se establecieron ganaderías extensivas en las sabanas orientales de la Orinoquía, con una baja densidad de población humana.

Existen todavía amplias áreas andinas con bajos niveles de ocupación, especialmente en la cordillera Oriental, en la zona nordeste y media (Sarare, Catatumbo, Motilones) y en buena parte de la cordillera Occidental, principalmente hacia el océano Pacífico, donde se ubica el Chocó biogeográfico. La región de Urabá, algunas áreas del piedemonte de la cordillera Oriental (Casanare y Arauca) y la parte baja del Macizo Colombiano (Caquetá y Putumayo), fueron ocupadas en mayor proporción durante la primera mitad del siglo XX.

La enorme región Amazónica, que constituye 40% del territorio nacional, ha estado ocupada desde la época precolombina por comunidades indígenas de diversos grupos étnicos, la mayoría de ellas con actividades de caza, pesca y recolección de frutos y raíces, ligadas con los ciclos climáticos y estaciónales de la vegetación y de la reproducción de las especies y, por tanto, con formas de asentamiento inestable y migratorio, ligado a las características de esos ciclos. Constituyen buena parte de la población que habita en la actualidad la región, en áreas asignadas bajo condición de resguardo que cubren 8,5% aproximado del territorio nacional. 

La ocupación foránea de la Amazonia se inicia igualmente con la llegada de los españoles y se mantiene contemporáneamente con los procesos colonizadores de la población andina. La bajísima ocupación territorial se explica por las serias limitaciones relacionadas con las

características de los ecosistemas y los suelos de la región, en condiciones de manejo no apropiado, y las dificultades de acceso, por la insuficiente infraestructura para llegar a la zona.

En general, se puede considerar que la Amazonia ha soportado tres formas de ocupación foránea: la primera está asociada con procesos de extracción intensiva de algunos recursos naturales, como el caucho y el oro, que no conformaron grandes asentamientos humanos de carácter permanente. La segunda forma corresponde a la colonización espontánea clásica, que penetra progresivamente en la selva a partir del piedemonte andino, utiliza el sistema de tala y quema para sembrar cultivos de pancoger y para establecer, finalmente, algunos pastizales para la ganadería extensiva. La tercera forma es de carácter geopolítico y comercial, y responde a la necesidad del Estado de hacer presencia en las fronteras y facilitar los flujos comerciales internacionales, como es el caso de Leticia.

Con la ocupación de los pisos medios de la zona Andina y de los valles interandinos y dadas las condiciones de concentración de la propiedad de la tierra en estas zonas y las limitaciones de uso, climáticas, de salubridad y de acceso a las regiones Amazónica y Orinoquense, se genera una presión hacia los pisos altitudinales superiores, constituidos por los páramos y por el bosque alto andino. 

El principal impacto de este proceso histórico de ocupación ha sido la desaparición generalizada de la cobertura boscosa. Por ejemplo, en las zonas Caribe y Andina, incluidos los valles interandinos, no quedan sino relictos de bosques primarios.

En la zona basal de la Amazonia y del Pacífico, aún existen extensas áreas de bosques nativos o poco intervenidos, cuya cobertura se contrae y eventualmente se recupera, de acuerdo con las dinámicas de los procesos colonizadores y de los mismos procesos naturales. 

Durante los últimos años, se han presentado procesos de abandono de tierras agrícolas en la región Caribe y en el interior del país, debido a la intensificación de la violencia y a otras circunstancias económicas y sociales.

Las tierras abandonadas, cuando no se cubren con malezas y rastrojos, terminan siendo utilizadas para explotaciones ganaderas.

Un impacto importante en el proceso de ocupación se dio con la utilización de áreas con gran potencial agrícola, como la Sabana de Bogotá y el Valle del Cauca, para la expansión de áreas urbanas de las ciudades Bogotá y Cali.

INTENSIDAD DE USO EN COLOMBIA (1996):

El territorio continental de Colombia comprende una extensión en pisos basales (áreas teóricamente definidas entre cero y 1.000 msnm) de 83 millones de hectáreas, aproximadamente, equivalente a 73% del total de la superficie del país. Los pisos andinos o montañosos (áreas por encima de los 1.000 msnm) ocupan 31 millones de hectáreas, con una participación de 26%1 en el área total.

En la actualidad, las tres coberturas más importantes de la categoría basal son: la selva, con el 46%; los agroecosistemas, con 24%, y las sabanas, con 19%. El porcentaje restante agrupa otras coberturas, como los cuerpos y cauces de agua, las áreas insulares y los bosques riparios. En los pisos andinos, los agroecosistemas constituyen 62% y los bosques, 30%. El resto corresponde a las áreas de páramo, cuerpos de agua y otras coberturas especiales
.
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Grafico .1 Clasificacién e las dreas por el grado de intervencion
antropogénica, en hectareas. (Fuente: Ioean, 1996)




Desde la perspectiva de la intervención en los espacios por parte de las actividades humanas, la superficie del territorio nacional se puede dividir en tres tipos de áreas: las intensivamente intervenidas (26%)
, las parcialmente intervenidas (15%) y las levemente o no intervenidas (59%). Las primeras corresponden a los agroecosistemas, las áreas de explotación minera, las ocupadas por asentamientos humanos y los bosques plantados. Las segundas comprenden básicamente los agroecosistemas fragmentados y las sabanas orientales, ocupadas por ganadería extensiva. Las terceras están constituidas principalmente por el interior de la Amazonia, algunas áreas de la región Pacífica, zonas de difícil acceso, como el tapón del Darién, y otras zonas de ladera con fuertes pendientes.

La ocupación del medio natural, y la subsiguiente transformación en las áreas intensa y parcialmente intervenidas, ha sido realizada sin suficiente conocimiento del complejo entramado de regulaciones ecosistémicas, razón por la que se han generado en muchos casos procesos de deterioro, a veces irreversibles, y alteraciones en los ciclos naturales, que aumentan las situaciones de riesgo, la fragilidad y la insostenibilidad de las actividades.

Tal es el caso de algunas explotaciones agrícolas de ladera, que emplean métodos de labranza diseñados para otros suelos y para otras condiciones biofísicas. Una buena parte del área Andina está constantemente sometida a procesos erosivos y de inestabilidad, con intensidad media a alta. Igual sucede con el establecimiento de asentamientos o actividades agropecuarias en las planicies inundables sin la debida planificación y previsión.

Las zonas escasamente intervenidas están ocupadas básicamente por comunidades indígenas que, a diferencia de las formas más modernas de intervención, mantienen una relación armónica con el medio natural, basada en conocimientos ancestrales sobre el funcionamiento de los ecosistemas en los territorios que ocupan; sin embargo, esta relación se puede ver alterada por la presión socioeconómica ejercida sobre las comunidades. Estas

zonas, situadas en el interior de la región Amazónica y en algunas áreas selváticas del Chocó, no presentan condiciones propicias para el desarrollo continuo de la producción  agropecuaria con especies no nativas, en una misma área y con utilización intensiva de los suelos, como sucede en la zona Andina.

En general, se puede considerar que las principales formas de uso del suelo corresponden a las zonas ocupadas por parques naturales, a las áreas de protección y de reserva, a lo largo y ancho del territorio nacional, que por su carácter y función social, jurídicamente determinadas, preservan las condiciones naturales. En el mapa 2 se puede observar la comparación del uso del espacio por grandes sectores de actividad, con la superficie total del territorio nacional. La extensión ocupada por los agro ecosistemas es 130 veces mayor que el área ocupada por los asentamientos, tres veces mayor que el área explorada y explotada para actividades mineras y cinco veces el área protegida. 

MAPA 2
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USO DEL TERRITORIO PARA ASENTAMIENTOS HUMANOS:

Los asentamientos humanos comprenden todos los tipos de entornos humanos, es decir, los que corresponden principalmente a las unidades de vivienda y a algunas actividades comerciales, de servicios e industriales, ubicadas por lo general cerca a aquéllas, que originan concentraciones de población de diferente tamaño. Las clasificaciones  internacionales consideran que los asentamientos humanos son de dos tipos: los dispersos o rurales y las concentraciones o urbanizaciones.

El total general de asentamientos en el país durante 1996 suma 8.751, si a los 1.085 correspondientes a cabeceras municipales que existían, según el Dane, se agregan el resto de centros poblados, como corregimientos, inspecciones de policía y caseríos.

La distribución de los asentamientos de mayor área se puede observar en el mapa de redes viales, en el que se evidencia el desarrollo del área del asentamiento efectivamente ocupada, en el caso de las grandes concentraciones de población, y la ubicación de las intermedias, observables en esa escala. 

Al realizar una visualización global de la distribución de asentamientos humanos en el territorio nacional, se puede concluir que la mayor concentración está en un triángulo conformado por las tres ciudades más pobladas del país, a saber, Bogotá, Cali y Medellín, y tres corredores o ejes longitudinales. El más extenso corresponde al eje del litoral Caribe que, además de las ciudades costeras, incluye a Sincelejo, Montería y a algunas ciudades intermedias que se internan en las sabanas de Sucre y Córdoba.

El segundo y tercer tipo corresponden a los corredores que conectan el triángulo central del país en forma simétrica con las dos fronteras más importantes, en términos comerciales y de comunicaciones terrestres: Venezuela y Ecuador. Uno incluye el área norte del altiplano

Cundiboyacence, los asentamientos de Cúcuta y Bucaramanga, con sus áreas de influencia, y un corredor de conexión hacia el Magdalena Medio, que llega a Barrancabermeja. El otro, hacia el sur, comprende el valle del alto Cauca y el altiplano Nariñense, e incluye las ciudades de Popayán y Pasto. Además, se puede considerar también como zona importante de asentamientos al corredor del valle del alto Magdalena, en el que tienen asiento importantes centros poblados, como Espinal, Neiva y Pitalito
. 
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Mapa Nro. 3
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En una escala de análisis de 1:1.500.000, la imagen de Colombia muestra que los asentamientos humanos, habitados por una población aproximadamente superior a 30.000 habitantes, ocupan cerca de 120.000 hectáreas. De éstos, las capitales de departamento ocupan un área de 100.000 hectáreas, equivalentes a 0,08% del territorio nacional, y las cabeceras de municipios cubren un área de 20.000 hectáreas, equivalentes a 0,018%. Si en estas 120.000 hectáreas habita aproximadamente 50% de la población, se puede inferir que

el área ocupada por asentamientos no supera el 0,2% del territorio. Si se consideran los perímetros de las áreas urbanas definidos por los consejos municipales, que incluyen, además de las áreas construidas, las de expansión potencial, se estima que alcanzarían las 348.000 hectáreas, o sea, 0,28% del territorio nacional.

Los perímetros urbanos de las 32 capitales departamentales, incluida Bogotá, alcanzan un área de 140.000 hectáreas; de ellas, 19 tienen menos de 3.500 hectáreas y sólo cuatro superan las 9.500 hectáreas. Ninguna de las 1.080 cabeceras municipales restantes sobrepasa las 3.500 hectáreas
.
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USO AGROPECUARIO:

Se entiende por agro ecosistema el área que ha sido intervenida con el fin de desarrollar procesos de producción agrícola y pecuaria. La intervención se inicia con la eliminación de las coberturas vegetales originales y la alteración de los ciclos naturales. Cuando las tierras intervenidas en las regiones Caribe y Andina son abandonadas o dejadas en descanso temporal, por lo general siguen considerándose dentro de la categoría de agro ecosistemas, por estar dedicadas en su mayoría a pastos, o se convierten en malezas y rastrojos. Por el contrario, las áreas abandonadas  en las regiones selváticas del Pacífico y la Amazonia, así como las zonas húmedas y muy húmedas del interior del país, recuperan rápidamente la cobertura vegetal como bosque secundario y pierden en poco tiempo el carácter de agro ecosistemas. 

Los 42 millones de hectáreas en agro ecosistemas existentes en el país, se distribuyen: 61% en el piso basal y 39% en el piso andino
. 

Los agroecosistemas ubicados en los pisos basales alcanzan 29 millones de hectáreas, correspondientes a 24% del territorio nacional. Las áreas intensamente intervenidas por estos agroecosistemas (46%) se hallan principalmente en la llanura Caribe, en la región del

piedemonte Llanero y en las zonas interandinas ubicadas en los valles de los ríos Magdalena y Cauca. Las áreas parcialmente intervenidas (54%) corresponden a las sabanas

orientales utilizadas en ganadería extensiva, que se localizan en la región que se prolonga desde el piedemonte Llanero hasta el Orinoco, y a los agroecosistemas fragmentados, que en buena medida constituyen prolongaciones de los agroecosistemas basales de la vertiente oriental sur de la cordillera Oriental
.
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Los agroecosistemas distribuidos de acuerdo con la pertenencia a un piso, sea basal, andino o interandino, se pueden observar en la tabla de agro sistemas regionales, donde se detallan las participaciones según el grado de intervención  del mapa de agro sistemas regionales.

Los agroecosistemas andinos, o sea, los ubicados aproximadamente por encima de los 1.000 msnm, han sido estimados en 18 millones de hectáreas, equivalentes a 15 % del área total del territorio nacional. Las áreas intensamente intervenidas (88%) se distribuyen a lo largo de las tres cordilleras y de la Sierra Nevada de Santa Marta: en el sur del país se concentran en el altiplano Nariñense, en buena parte del Macizo Colombiano y en el valle de Pubenza; en la cordillera Oriental ocupan totalmente el flanco occidental e incluyen el altiplano Cundíboyacense; el flanco oriental está intensamente intervenido hacia el piedemonte Llanero y el norte de Santander; en la cordillera Central ocupan totalmente las dos vertientes y se expanden en la zona de los altiplanos de Rionegro y Santa Rosa de Osos, hasta las estribaciones en el norte de Colombia. Los agroecosistemas de la cordillera Occidental ocupan casi exclusivamente el costado oriental. Las áreas de los agroecosistemas clasificadas como parcialmente intervenidas corresponden a los páramos y a los agroecosistemas fragmentados, ubicados básicamente en el costado oriental de la cordillera Oriental cercano a Florencia, en la estribación oriental de la cordillera Central, alrededor y en el sur de la serranía de San Lucas, y en los alrededores de la Sierra Nevada de Santa Marta. Todas estas áreas equivalen a 12% de los agroecosistemas andinos restantes. Los agroecosistemas del piso andino, a diferencia de los agroecosistemas basales, presentan una intervención bastante homogénea, es decir, han sido copados casi totalmente

por procesos agropecuarios de producción
.
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MAPA:.Nro.4

DISTRIBUCIÓN REGIONAL DE LAS ACTIVIDADES AGROPECUARIAS:

El 79% del área total intervenida por agroecosistemas se utiliza para actividades agropecuarias. En 1995 las áreas cultivadas alcanzaban 4,9 millones de hectáreas y las correspondientes a actividades pecuarias, 28 millones. 

El área cultivada en las regiones se distribuye de la siguiente manera: en la región Andina está la mayor área cultivada (60%), seguida por la región Caribe (22%) y por la Amazonia (11%). En actividades pecuarias, la mayor área se encuentra en las regiones Orinoquense y

Andina (74%) y en la Caribe (20%). La participación de la región Pacífica, tanto en área cultivada como en actividad pecuaria, es insignificante.
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DISTRIBUCIÓN REGIONAL DE CULTIVOS EN AGROECOSISTEMAS:

Los 4.9 millones de hectáreas cultivadas están distribuidos en cultivos transitorios y permanentes destinados al consumo interno y en cultivos de exportación, como café, banano y flores. Aproximadamente cuatro millones de hectáreas se encuentran en las regiones Andina y Caribe, en tanto que las áreas cultivadas en el resto de regiones escasamente superan las 900 mil hectáreas. mostramos la distribución regional de los cultivos, y la distribución por agroecosistemas
.

TABLA 4
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    TABLA 5

[image: image14.png]Cultivos permanentes y transitorios en Colombia, 1996
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Región Amazónica:

El área cultivada en esta región asciende a 530 mil hectáreas, equivalentes a 11% del área cultivada nacional. Aproximadamente la mitad se destina a cultivos permanentes y la otra, a

transitorios. En los agroecosistemas ubicados en la zona basal está el total del área sembrada con cultivos permanentes y 93% de la cultivada con cultivos transitorios. El 7% restante de cultivos transitorios se encuentra en agroecosistemas andinos localizados al occidente de la región. 

Región Andina:

En la región Andina se cultivan tres millones de hectáreas, correspondientes a 56% del total del área cultivada en el país. Los cultivos permanentes y transitorios ocupan 69% y 31%, respectivamente, del área regional sembrada. Los cultivos permanentes de esta región se hallan principalmente en los agroecosistemas por encima de los 1.000 msnm (96%), y los cultivos restantes, en la zona basal e interandina (4%). La gran mayoría de los cultivos transitorios está en los valles interandinos (57%) y en las zonas ubicadas por encima de 1.000 msnm (43%). 

Región Caribe:

Se cultivan en esta región 1,08 millones de hectáreas, equivalentes a 22% de las áreas cultivadas. De esta área se destinó 56% a cultivos permanentes y 44% a transitorios. En los agroecosistemas basales se cultiva el total de transitorios y la mitad de los permanentes, y en los agroecosistemas andinos, la otra mitad de los permanentes. 

Región De La Orinoquía:

En la Orinoquía se cultivan 329.000 hectáreas, que se encuentran distribuidas en cultivos permanentes, 15% y en cultivos transitorios, el 85%. En esta región el área

en agroecosistemas andinos es menor de 0.12%.

Región Pacífica:

En esta región se encuentra 5% del área total cultivada, es decir, 37.000 hectáreas dedicadas en su totalidad a los cultivos permanentes. En esta región el área cultivada está en el piso basal. 

CAPÍTULO IV

DE LA REFORMA AGRARIA EN COLOMBIA
Para poder entender como se ha realizado en Colombia la inversión e utilización del campo es necesario hacer una pequeña historia de nuestro país desde el punto de vista de la explotación de los recursos naturales.

En la primigenia del hombre precolombino estuvo dedicado a los cultivos como actividad principal, habiéndose producido variaciones y progresos muy significativos como el paso del cultivo de yuca al de maíz. Esto trae consigo una transición de la sociedad igualitaria tribal a una sociedad jerárquica señorial, empezaron entonces los cacicazgos, que s prolongaron hasta la conquista española.

Dentro de la cultura Chibcha se pueden diferenciar dos grandes culturas: La cultura Muisca, de las tierras altas de Cundinamarca y Boyacá; y la cultura Tairona, de la sierra nevada de Santa Marta. La civilización Muisca constituida por los señores o cacicazgos de El Zipa de Bogotá, el Zaque de Tunja, el del Cocuy, el de Duitama y el de Sogamoso, Cada uno con un conjunto de aldeas bajo su dominio.

En la Sierra Nevada de Santa Martha, se desarrolló la cultura Tairona, quienes hablaban chibcha, cultivaban varios productos, pero el alimento básico era el maíz, también tenían yuca, fríjol, ahuyama y numerosos árboles frutales.

Con la llegada de los españoles se presentaron diferentes fenómenos que caracterizaron la época de la conquista y de la colonia, el primero de ellos fue el saqueo, el cual consistió en la recolección de las riquezas acumuladas por las sociedades aborígenes, originada por el afán de enriquecerse pronto. Entonces esta primera etapa se caracteriza por el desmantelamiento de los templos, el robo de las joyas, el saqueo de las sepulturas y el pago de rescates. El rescate consistía en secuestrar y encerrar al indígena junto con su familia y no los liberaban hasta tanto no se pagara determinada cantidad de oro
.

Vinieron luego las capitulaciones que consistían en un procedimiento mediante el cual el Estado Español cedía, a sus vasallos, parte considerable de sus facultades políticas y jurisdiccionales sobre los territorios conquistados a cambio de una participación en los beneficios del descubrimiento.

Antes de la conquista no existían en nuestro territorio problemas respecto a la titulación o propiedad de la tierra, pues ésta sobraba y el nativo sólo se preocupaba porque el terreno fuere fértil, es decir, por su explotación económica, pero con la llegada de los españoles arribaron también los problemas y conflictos con relación a la tenencia, posesión y propiedad de los predios agrarios.

La corona entonces, adjudica a los conquistadores y estos a su vez, podían disponer libremente de los fundos y entregarlos a terceros. Llama la atención el hecho de que desde esa la época, ya existía la obligación de explotar económicamente las tierras adjudicadas, es decir, ya debía cumplir la propiedad una función social, como lo reza el artículo 58 de nuestra carta política y es tema central de ésta investigación.

Entonces con el soberano sistema jurídico en la colonia, los reyes concedieron privilegios de tierras a los descubridores, que podían disponer de ellas mediante donaciones o entrega a otras personas. Con estas capitulaciones se inicia la colonización en Centro y Sur América.

Una vez comenzó la colonia había que hacer repartimientos, que no eran más que la asignación de indígenas a cada español para que éste pudiera utilizar el trabajo de aquellos a cambio de una retribución
. El repartimiento es considerado como la primera forma de explotación del hombre en América y fue el origen de la encomienda.

La encomienda, derivada de la costumbre medieval denominada encomienda o comiso, era un mecanismo mediante el cual los conquistadores entregaban los indígenas a los españoles con autorización para exigirles la prestación gratuita de los servicios personales, a cambio de que los titulares del privilegio se obligaran a atender debidamente su evangelización.

Fue una institución social y económica característica de la organización colonial en América, consistente en un núcleo de indígenas, por lo general un clan o una tribu, que era obligada como grupo primero y más tarde per cápita, a pagar, temporalmente a un español meritorio, un tributo que fijaban los oficiales de la Corona, como cesión de la cara fiscal debida al Rey con obligación para el beneficiario, entre otros deberes de la catequización y el adoctrinamiento de los indígenas, quienes sin embargo, continuaban bajo la administración y jurisdicción civil y penal de la corona.

Primeramente la encomienda fue limitada a periodos que oscilaban entre ocho meses y tres años, pero con el tiempo esto le pareció insuficiente a los españoles y entonces empezaron a repartirse los indios “de por vida”
 y con derecho a sucesión “por una vida más”.

La importancia de la encomienda se derivó del derecho que por ella adquirieron sus titulares a que los indígenas repartidos se trasladaran, desde sus propias tierras, a las haciendas de los encomendados, las cultivaran por determinado número de días a la semana, sin remuneración, y atendieran a sus servicios domésticos de las casas. El trabajo de los indios y no la tierra fue el objeto propio de la encomienda.

Nació entonces una institución llamada “Concierto Agrario” por cuya virtud, los indígenas de resguardo de la comunidad estaban obligados a proporcionar, para el cultivo y laboreo de las haciendas, una cuota de trabajadores asalariados, fijado en una cuarta o quinta parte de la población de cada resguardo. Por eso a la encomienda siguió el régimen de grandes haciendas.

Vendría luego la implementación del censo, que es someter un inmueble a un gravamen a favor de otra persona que adquiere determinada obligación. La principal es la de pagar al titular del dominio directo una suma o canon anual con el producido por el mismo predio, esta figura legal se encuentra vigente hasta nuestros días pero en la práctica es desueta.

Hay diferentes clases de censo: el consignativo; el reservativo, relativo a la reserva, guarda o custodia que se hace de una cosa; Enfitéutico, cesión de un predio rústico mediante una renta que se paga al cedente, quien conserva el dominio del bien.

Se implemento el sistema de capellanías, o fundaciones que tenían como finalidad la construcción de una iglesia o un altar, o la celebración de determinados oficios religiosos. El aporte era patrimonial y además, era de dos clases: Laica y Colectiva.

Mientras tanto los indígenas no poseían derecho alguno sobre las propiedades en forma individual, pues no eran considerados personas, pero la figura de los resguardos indígenas, fue una forma como la legislación colonial les reconocía un derecho colectivo de propiedad

Era sobre una parte  de sus dominios ancestrales, con el fin de defender la población aborigen y para que ésta no se desvincule de su suelo; en las adjudicaciones realizadas no quedaban comprendidas estas propiedades, para lo cual se establece la intervención de un fiscal que supervise dichas adjudicaciones
.

La inmensa mayoría de los manifestantes y de los ejércitos libertadores, estaban constituidos por indígenas y campesinos. Luego los gestores de la guerra de la independencia fueron las gentes de las zonas rurales desplazadas de los resguardos, indígenas y esclavos negros.

Por eso podemos afirmar que “en la guerra de la independencia, el ejército comandado por Simón Bolívar, fue un ejército de campesinos; fue de la montaña y las llanuras de donde salieron los rústicos pobladores y emprendieron la gran aventura de la libertad”
 .

Los intentos para distribuir la tierra en Colombia vienen desde principio del siglo XIX, cuyo primer intento de modificar la estructura agraria tuvo lugar en el año de 1.819, cuando, por razón de las luchas de la independencia muchos españoles perdieron sus posesiones. Se realizó entonces un apreciable movimiento de la propiedad con resultados favorables para el sector popular de la población, se confiscaron los fundos de la corona española, aún los de los criollos leales al rey
.

Las tierras por el hecho por el hecho anterior, pasaron a poder del Estado, para ser posteriormente adjudicadas a los miembros de los ejércitos patriotas. Las adjudicaciones a los indígenas se realizaban en tierras lejanas a los poblados; sin embargo, con el tiempo fueron quedando cerca de los grandes centros de consumo. Una vez culminada la guerra de independencia, el gobierno ordenó la titulación individual con resultados tristes para los supuestos beneficiados, quienes perdieron sus tierras al venderlas o entregarlas a los prestamistas, situación que evidentemente contribuyó al fortalecimiento del proceso de concentración de la propiedad.

Pero no fue sólo ese el motivo, a saber confluyeron tres factores principales para catalizar ese proceso: primero, la Ley 13 de Octubre de 1.821, que ratificó las antiguas posesiones de la época colonial; segundo, La división de los resguardos indígenas; y tercero, la expropiación y posterior acaparamiento de los bienes de manos muertas entre 1.861 y 1867.

No obstante que el presidente Rafael Núñez en 1886, expropió las tierras del clero y de cierta aristocracia, el primer intento de reformar la estructura de la propiedad rural en Colombia en forma ordenada y racional, ocurrió en 1.936 con la ley 200 de ese año y que se conoce con el nombre de “Ley de Tierras”.

Desde luego sin desconocer que el Libertador Simón Bolívar promulgó la primera Ley de la Reforma Agraria para la “Gran Colombia” el 3 de Septiembre de 1.817 en los llanos de Apure, Venezuela, que se llamó Ley de Reparto de Tierras. En esta Ley se establecía que terminada la guerra de la independencia serían confiscados y parcelados entre los campesinos son tierra, los fundos pertenecientes a los españoles y criollos realistas, para intensificar los cultivos agrícolas.

En el Congreso de Angostura, realizado el 15 de febrero de 1.819, antes de formarse la nueva república que se llamaría “Colombia”, Bolívar en su discurso expresó su preocupación por la agricultura y señaló los lineamientos de su programa, que posteriormente fue desarrollado en una serie de decretos dictados en la Villa del Rosario de Cúcuta, que forman el paquete denominado “Legislación Agrícola Agraria del Libertador”
.

Por lo anterior muchos tratadistas, entre ellos el profesor Roberto Yances Prieto, consideran que el origen real de la actual reforma americana fue el paquete de normas agrarias proferidas por el Libertador, que fue dictado el 20 de mayo de 1.820
. 

Los decretos de Bolívar comunicados al vicepresidente de la provincia de Cundinamarca, General Francisco de Paula Santander, se resumen en: Primero devolver a los naturales aborígenes, propietarios legítimos de las tierras, la que formaban los resguardos; la segunda, abolir todas las cargas impositivas a las tierras de los criollos y naturales; El tercero, repartir las tierras entre los resguardos existentes, las restantes serían arrendadas; y la Cuarta, obligar a pagar un salario a los nativos
.

El 11 de Octubre de 1.821 en la ciudad de Cúcuta, se promulgó la Ley de Asignación de Bienes Baldíos y también durante el gobierno de Bolívar se expidieron muchas leyes en defensa de los recursos naturales.

Sobre la ya mencionada Ley 200 de 1.936, o Ley de Tierras, diremos que fue el primer intento de la nación republicana de Colombia de reformar la estructura de la propiedad rural en Colombia, en forma ordenada y racional.

Nació de la reforma constitucional de 1.936, en desarrollo del concepto de función social de la propiedad y de la explotación económica de los predios. Esta Ley, marcó la iniciación de la Reforma Agraria en el país, pues trató de asegurar la propiedad a favor de los colonos que trabajaban la tierra y obligó a una mayor y mejor explotación de la propiedad privada por parte de los dueños.

Algunos de los aspectos más importantes de esta ley fueron que estableció una presunción a favor del poseedor activo, no sólo frente a terceros sino, también, frente al Estado, para lo cual bastaba que ejecutara durante cierto tiempo actos positivos de dueño, como la agricultura y la ocupación con ganado. Es decir, estableció la propiedad privada a favor de quienes ocupaban la tierra y hacían uso económico de ella. Facilitó a los agricultores que de buena fe ocupaban y cultivaban la tierra de propiedad privada, la adquisición de títulos legítimos de las mismas en un lapso de cinco años a través de la figura de la Prescripción Adquisitiva del Domino.

Se consignó que los ocupantes de tierras podían ser obligados por el legítimo dueño a desocupar por la fuerza, sí el propietario actuaba dentro de los ciento veinte días siguientes de la ocupación.

Decretó la extinción o pérdida del derecho de propiedad, en caso de permanecer abandonados o inexplorados los predios por más de diez años. Creo jueces de Tierra, encargados de conocer de conocer privativamente en primera instancia de las demandas que se promovieran en ejercicio de las acciones que consagraba la ley 200. Estos jueces fueron suprimidos por la Ley 4ª de 1.943.

En lo referente a los terrenos baldíos urbanos dijo esta ley, que para acreditar propiedad privada sobre la respectiva extensión territorial deberían presentarse los títulos inscritos otorgados con anterioridad a esta ley, en que consten tradiciones de dominio por un lapso de 20 años. Igualmente destaca que salvo el artículo 7º del a Ley 200, los demás no se aplican a los baldíos urbanos.

Esta misma Ley definió la mejora, indicando que es mejora en predio rural toda obra o labor producida por el esfuerzo humano que tenga un valor económico, considerada en sí misma y en relación con el terreno en donde se ha realizado. Dispuso, además, que el juez de tierras debería pronunciarse aún de oficio sobre el pago de las mejoras
.

A raíz de la promulgación de la Ley 200 de 1.936, los hacendados crearon dificultades sobre el arrendamiento de tierras, iniciando lanzamientos; por esta razón se sancionó la Ley 100 de 1.944, la cual dio origen a la seguridad de los contratos de arrendamiento y aparcería, estableciendo que a falta de permiso explícito, el arrendatario no tenía derecho a sembrar cultivos permanentes en su parcela. Únicamente se permitirían cultivos de cosecha anual y el incumplimiento de esta disposición era causal de expulsión del arrendatario.

La ley 100 de 1.944, declaró de conveniencia pública el incremento del cultivo de la tierra y de la producción agraria por los sistemas de arrendamiento y aparcería. Esta ley vino a constituir un retroceso con respecto a la Ley 200 de 1.936, porque aumenta a quince años el período máximo de inexploración de la tierra para perder el dominio sobre el bien (Art.10).

Según el artículo 24 de la misma ley, para la adjudicación de una parcela, debe constituirse patrimonio de la misma.

Dispuso que en los casos en que se deban pagar mejoras, no pueda realizarse el lanzamiento sin que tal pago se haya efectuado previamente.

En el año 49, una misión del Banco Mundial recomendó ejercer presión sobre los terratenientes para que cultivaran la tierra y propuso los impuestos como sistema de incentivos. Posteriormente el Decreto 290 de 1.957, buscó también por este medio, el incremento de la producción agraria.

A mediados del 1.960 se constituyó el comité agrario, con representación de los partidos políticos, la iglesia, las fuerzas armadas, las organizaciones rurales campesinas y otros estamentos. Este comité discutió y actualizó un anteproyecto de ley sobre Reforma Agraria que se convirtió en la Ley 135 de 1.961, sancionada el 13 de Diciembre de 1.961 y que fue posteriormente modificada por la Ley 1ª de 1.968, la 4ª de 1.973 y la ley 30 de 1.988.

Esta norma, además de fijar pautas sobre política agraria colombiana, creó el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria “INCORA”, como su organismo ejecutor. Esta norma fue derogada por la Ley 160 de 1.994.

La ley 1ª de 1.968 introdujo modificaciones sustanciales sobre predios explotados por arrendatarios, aparceros o similares. Además de establecer normas para compra o expropiación de tierras a fin de poder dotar de ellas a los campesinos que las están trabajando. Dispuso que en los juicios ejecutivos o de venta que se siga contra el propietario de una Unidad Agrícola Familiar, el INCORA tendría derecho a que se le adjudique, al precio que señale el avalúo pericial.

Ordenó que quien deseare tener una Unidad Agrícola Familiar (UAF) deberá sujetarse a las reglamentaciones sobre el uso de aguas, caminos y servidumbres de transito que establezca el INCORA, para la zona correspondiente. Todo acto que implique enajenación o arrendamiento del inmueble (UAF) debe someterse previamente a la aprobación del INCORA.

La ley 4ª de 1.973 introduce modificaciones a la Legislación Agraria, estableciendo que las labores del instituto, tanto en la colonización como en parcelaciones, estarán destinadas a constituir empresas comunitarias, unido al de la Unidad Agrícola Familiar, como finalidad del Instituto en sus programas de Adquisición de Tierras. Modifica la Ley 200 del 36, acortando el tiempo de 10 a 3 años para que el INCORA pueda decretar la extinción del dominio sobre los predios que hayan permanecido inexplorados por más de ese tiempo.

Igualmente, reviste de facultades extraordinarias al Gobierno para dictar un estatuto sobre Procedimiento Judicial Abreviado para el saneamiento del dominio de la propiedad rural, el Decreto 508 de 1.974).

Además esta Ley amplía las causales para expropiar tierras adecuadamente explotadas, es el caso de restauración de resguardos indígenas, para programas de dotación de tierras en regiones con considerable número de campesinos carentes de ellas y para la fundación de Núcleos y aldeas rurales y ensanche del perímetro urbano en poblaciones de menos de 25.000 habitantes. Aumentó a 15 años el plazo para el pago de tierras inadecuadamente explotadas, con un aumento del 8% de interés sobre estas tierras.

Creó los Fondos de Bienestar Veredal, con recursos que ordenaba la ley. Modificó lo referente a la presunción de tierras de propiedad privada, indicando que no son baldíos, sino de propiedad privada, los fundos poseídos por particulares y señaló que dicha posesión consiste: “….en la explotación económica del suelo por medio de hechos positivos propios del dueño, como las plantaciones o sementeras, la ocupación con ganados y otros de igual significación económica. El cercamiento y la construcción de edificios no constituyen, por sí solos, prueba de explotación económica, pero sí pueden considerarse como elementos complementarios de ella….”
.

La Ley 30 de 1.988 reformó la Ley 135 de 1.961, la 1ª de 1.968 y la Ley 4ª de 1.973. Creó las zonas de Reforma Agraria y por eso, en vigencia de esta ley sólo se podían adquirir predios que estuvieran ubicados en estas zonas. Efectivamente se dispuso que para el cumplimiento de los fines y la ejecución de los programas de adquisición de tierras se deben adoptar programas  y determinar cuáles son las zonas de Reforma Agraria. Por eso la Junta directiva del INCORA debía determinar anualmente las zonas en donde se adelantarán los programas de Reforma Agraria debía publicarse en dos diarios de amplía circulación nacional, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de su aprobación.

Se reformó el régimen de las Unidades Agrícolas Familiares. Creó el criterio de promedio nacional de una UAF, estableciéndola en 22 hectáreas. Definió la Unidad Agrícola Familiar como la explotación agraria de un fundo que dependa directa y principalmente de la vinculación de la fuerza de trabajo de una misma familia compuesta por el jefe de hogar y su cónyuge, compañero o compañera, según sea el caso, o por parientes hasta el segundo grado de grado de consanguinidad y primero civil, sin perjuicio del empleo ocasional de mano de obra extraña al núcleo familiar. 

Reformó el procedimiento para la explotación de fundos. Esta norma dispuso que el juez competente para adelantar el trámite de la expropiación para fines de la Reforma Agraria fuera el Tribunal Administrativo del lugar de ubicación del traslado de la demanda. Dice que la impugnación a la legalidad de a Resolución expropiatoria se haría como incidente en el mismo proceso de expropiación y dentro del término señalado del traslado de la demanda.

Creó el Fondo Nacional de Adecuación de Tierras y Distritos de Riego. Reformó el régimen de la empresa comunitaria, definiéndola como la forma asociativa por la cual un número plural de personas que reúnan las condiciones para ser beneficiadas de los programas de Reforma Agraria, estipula aportar su trabajo, industria, servicio u otros bienes en común, con el fin de desarrollar la explotación económica de predios rurales, la transformación, comercialización, mercadeo de productos agropecuarios o prestación de servicios.

En cuanto a la reforma agraria el profesor Héctor Castañeda
, ha identificado cinco períodos, a partir de 1.961, así: Primero, Periodo de Demostración de 1.961 a 1.966, Donde nace el INCORA, quien con un esfuerzo de organización y eficiencia técnica, procuró mostrar ritmo acelerado para lograr el desarrollo campesino y garantizar así el apoyo de la opinión pública. En esta etapa se promovió un plan de investigaciones de áreas regables y se diseñaron algunos distritos de riego y drenaje. Se logró la financiación interna y externa para estas y otras obras que se iniciaban. Se adjudicaron 47.000 predios baldíos y se distribuyeron préstamos a 12.000 familias campesinas, por un valor de aproximadamente $249.0000, una suma astronómica para la época. Se abrieron numerosas vías de comunicación y se adquirieron, por diferentes modalidades 74.468 hectáreas de tierra para ser, posteriormente adjudicadas
.

El segundo periodo se denomina periodo de masificación, el cual comprende el periodo de 1.967 a 1.968, en este, la Ley 1ª de 1.968 estableció la incorporación de las tierras explotadas por arrendatarios y aparceros a un programa de Reforma Agraria. Durante este periodo, se agilizaron los trámites jurídicos y se promovió la organización masiva de los campesinos, bajo el estímulo de participar en la administración y manejo de los asuntos agropecuarios. Estas y otras medidas fundamentales del Gobierno, presionaron hacia la agilización del proceso de redistribución de las tierras.

El tercer periodo, se denomina de radicalización, pues su característica principal es el debate sobre la oportunidad, alcance o naturaleza de la reforma agraria. Los políticos, los propietarios, la iglesia, el ejército, la universidad y los campesinos organizados, entran en la polémica conformando dos corrientes: una antirreformista y otra radical. El Gobierno media, organizando un comité evaluador de la Reforma Agraria, cuyas recomendaciones dieron origen a un proyecto de reorganización de la acción reformadora.

La cuarta etapa, se  considera como la nueva ley agraria (Ley 30 de 1.988). Esta norma duró en vigencia desde finales del 88, hasta su derogación en agosto de 1.994, por la ley 160, siendo un fracaso, no como consecuencia de la misma ley, sino por falta del interés político de los gobiernos de la época para buscar su adecuada aplicación y por ende tampoco hubo recursos para su desarrollo.

La última etapa que contempla el maestro Castañeda, es “la de Creación del Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino con la Ley 160 de agosto de 1.994. Este periodo se inicia desde la promulgación de la norma antes citada y se desarrolla a través de los decretos 2663, 2664, 2665 y 2626 de 1.994 y sólo hasta este momento estamos empezando  a darle su aplicación por lo que es bueno esperar sus resultados”.

CAPÍTULO V

ATENCIÓN DEL ESTADO FRENTE AL POBRE Y FRENTE AL DESPLAZADO

Para poder entender el desarrollo de la respuesta estatal a este flagelo, es necesario conocer que el desplazamiento forzado no es un fenómeno reciente en la historia de Colombia y que está ligado con el recrudecimiento del conflicto armado a partir de los años ochenta, la mala distribución de la tierra, la expulsión de la población de sus sitios de origen y la reinserción, acciones  creadas por grupos de derecha, por paramilitares, quienes tienen mayor influencia en el problema del desplazamiento forzoso, seguidos por las guerrillas de las FARC, ELN, EPL y en menor proporción los agentes del estado.

Sólo a partir de los años noventa las organizaciones no gubernamentales (ONG) y los organismos internacionales en defensa de los derechos humanos y la iglesia católica, muestran un mayor interés por este problema;  denunciando al desplazamiento como una de los hecho que más viola los derechos humanos de la población civil. Y es aquí que el Estado colombiano, siendo el garantizador y protector de los derechos fundamentales y civiles de sus coasociados, se ve en la obligación de incluir entre sus prioridades el dar soluciones al problema del desplazamiento.

Desde todo punto de vista el desplazamiento viola no sólo los derechos fundamentales de los coasociados, como lo son el derecho a la vida, entendiéndola también como la violación a las condiciones que hacen una vida digna, la integridad física y moral, la vivienda, la educación, la salud, entre muchos más; si no, también, conlleva a una descomposición socio cultural  y económica, y el desarraigo de los territorios ancestrales. Los precarios resultados de las últimas tres administraciones para atender las causas del desplazamiento, ponen en entredicho el papel de un Estado intervencionista que ha sido incapaz de garantizar a sus ciudadanos los derechos fundamentales que consagra nuestra constitución política
, teniendo en cuenta que es una problemática que no sólo genera desarraigo socio cultural, sino también incremento de los índices de pobreza y descomposición social.

Es claro que al Estado le han faltado recursos y voluntad para atender a la población desplazada, teniendo en cuenta que los programas de este tipo exigen la movilización de grandes recursos y la creación y fortalecimiento de instituciones encargadas de administrarlos eficientemente, al igual que la creación de políticas publicas que estén conectadas con estas instituciones. Razón por la cual cabe realizar un análisis de la reglamentación y la conformación de instituciones, durante los dos últimos gobiernos.

Desde 1.984 el gobierno creó el Plan Nacional de Rehabilitación, PNR, que responde al diagnostico, de una manera no muy imprecisa pero sí insuficiente, aduciendo que la aparición de grupos armados y su consolidación en algunas regiones de la geografía nacional, entre otras cosas, del abandono y falta de presencia del Estado en zonas de desplazamiento forzoso. En este sentido el PNR, fue diseñado como un programa que pretende, básicamente, desarrollarse en aquellos municipios con presencia de grupos armados, y su jurisdicción se hace con lo que pudiera denominarse: “el mapa de zonas rojas” y en la medida en que la década de los ochenta los grupos armados fueron extendiendo su presencia, el PNR lo hizo en la misma dirección hasta llegar a cubrir todo el territorio nacional en el gobierno Gaviria, sin alcanzar a resguardar a la población vulnerable. En el Gobierno de Ernesto Samper, el PNR es reemplazado por La Red de Solidaridad Social, que tenía inicialmente el mismo objetivo del PNR, pero de tipo asistencialista; y es durante el Gobierno de Andrés Pastrana, que su objetivo es reducido exclusivamente a la atención de la población desplazada por la violencia o por fenómenos naturales, como fue el caso del pueblo de Bahía Cupíca en el Darién chocoano que fue arrasado por un tsunami. Fue la Red de Solidaridad Social en conjunto con la Pontificia Universidad Javeriana, quienes reconstruyeron aquel pueblo.

En el gobierno de Ernesto Samper, se crea la primera política integral para el tratamiento del desplazamiento de la violencia en Colombia. En 1.994, el ejecutivo nacional diseñó una política de atención a los desplazados que posteriormente fue introducida por el legislativo en la Ley 387 de agosto de 1.997, junto con la creación en este mismo año de la Consejería Presidencial para los desplazados (Decreto 1165 del 28 de abril de 1.997). También se creó la Unidad Especial para los Derechos Humanos del Ministerio del Interior
.

Con la ejecución de esta política, el gobierno emprende las primeras acciones para la atención al desplazado, mostrando deficiencias en el sistema en cuanto a la competencia de funciones de las entidades estatales encargadas del tema de desplazados, como el caso del Consejo Nacional para la Atención Integral de la Población Desplazada por la Violencia, sobre todo en las limitaciones de las funciones que el ente ejercía al ser básicamente consultivas, de fijación de políticas y consecución de recursos.

Tampoco era clara la política entre la Consejería Presidencial para los Desplazados y la Unidad Administrativa Especial para los Derecho Humanos en el Ministerio del Interior de Justicia y del Derecho
; pues la primera cumplía una especie de papel como cabeza ejecutiva del sistema, y por lo tanto su función era la de complementar las funciones de la segunda, creando confusión entre las tareas que debían ejecutar estas dos entidades. Estas políticas en la práctica, reflejan una estructura administrativa desconectada de la realidad, donde lo que importa es crear cargos para los amigos, que no se logra acomodar al objetivo de atención a desplazados, y que en primera instancia el gobierno de Samper pretendió alcanzar.

Con el objetivo de descentralizar el manejo del sistema, se crearon los consejos departamentales, distritales y municipales para la atención de la población desplazada, los cuales en la práctica presentan varios inconvenientes; como es el caso de aquellas regiones donde la confrontación armada es más aguda, teniendo en cuenta que resulta difícil la reunión de sus miembros, en el sentido en que la seguridad de éstos puede verse amenazada, e incluso podría presentarse que los miembros del comité se encontraran vinculados con los actores que producen los desplazamientos.

Pero en el gobierno de Uribe, estos concejos se fortalecieron y se han realizados en todos los departamentos del país, sin embargo, se ha ampliado el espectro de estos consejos que ya no son sólo sobre seguridad sino que han servido también para ser un puente directo de la población en general con el Presidente de la República, quien los ha precedido, y para que este haga política tendiente a obtener su reelección.

En cuanto a la disponibilidad de recursos para la atención del fenómeno, se crea el Fondo Nacional para la Atención Integral de la Población Desplazada, con recursos coordinados por la Consejería Presidencial para los Desplazados, “el origen de los recursos del fondo contienen un mecanismo fundamental introducido por la Ley 333 de 1.996, donde el 50% de los rendimientos financieros que producen los bienes sometidos a extinción de dominio por origen ilícito, mientras permanezcan bajo la administración provisional del Fondo Nacional de Atención Integral para la Población Desplazada, están dirigidos a la financiación de programas de apoyo a los desplazados por la violencia”
. Adicionalmente los recursos provienen de una partida que entrega el Estado y otro tanto de Organizaciones Internacionales. Sin embargo, continúan siendo insuficientes frente al incremento del problema.

Se debe reconocer que el Estado presenta deficiencias en el sistema de información porque las características del fenómeno hace que no sea fácil registrarlo en su totalidad, por factores que van desde la impunidad, la amenaza o el miedo de la población afectada, a la cual no le interesa dar a conocer su situación, como tampoco su identidad, o simplemente por desconocimiento de la atención que el Estado ofrece. Motivo por el cual se presentan diferencias de cifras entre las distintas entidades dedicadas al estudio del fenómeno del desplazamiento: “Mientras la Conferencia Episcopal Colombiana estima que en el periodo comprendido entre enero de 1.998 y septiembre de 2.000 cerca de 47 mil personas se encontraron en situación de desplazamiento, en ocho jurisdicciones eclesiásticas del país, la Consultoría para los Derecho Humanos y el Desplazamiento, CODHES, estimó en más de dos millones el número de personas desplazadas durante el periodo 1.995-2.000. Entre Tanto el CONPES 3057 de 1.999, estimó que, entre septiembre de 1.995 y noviembre de 1.999, 400 mil personas se vieron obligadas a desplazarse por hechos vinculados al conflicto armado”
 y por otro lado, el Registro Nacional de Población Desplazada de la Red de Solidaridad Social Reportó, que entre septiembre de 1.995 y diciembre de 2.000, 42.854 hogares fueron registrado como desplazados. Diferencias que reconocen abiertamente las entidades estatales.

Los mecanismos teóricos y prácticos que tienen tanto los entes encargados del Estado, como las organizaciones privadas u organizaciones no gubernamentales para dar trato al problema, provienen de diferentes ópticas, que impiden a su vez que los desplazados reciban la ayuda que el Estado está dispuesto a brindar. Consciente de esta problemática, el Estado ha realizado esfuerzos por lograr un mejor sistema de información. A partir de 1.999 la Red de Solidaridad Social, es la entidad encargada del coordinar el Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada (SNAIPD
). La Red realiza la estimación de acuerdo a la cantidad de personas que se identifican como desplazados, consignando la información en un formato único de Registro (SUR), el sistema cuenta con una ficha base en la cual se consignan los principales datos del desplazado, así como las causas que provocaron el desplazamiento y los presuntos autores del mismo, el desplazado debe dirigirse ante el Ministerio Público o ante un despacho judicial para rendir declaración sobre los hechos que ocasionaron el desplazamiento. La política del gobierno presenta problemas que hacen que la atención a desplazados continué siendo ineficaz y precaria. Las restricciones en la financiación de programas, por la dependencia de recursos externos, ausencia de fuentes permanentes de financiación, entre otros problemas presupuéstales como institucionales, han impedido el desarrollo de una política progresiva y continua, pues por falta de un esquema definido para la atención de desplazados, esta política se ha convertido en un proceso dependiente de la administración de turno. Se mantiene la característica general del Estado colombiano de no desarrollar políticas de estado sino planes de gobierno.

CAPÍTULO VI

PROYECTOS DE DESARROLLO EN VIGENCIA

El Estado Colombiano nos ha provisto siempre de confusas estadísticas que ciegan a los colombianos sobre la realidad de un tema específico, este es el caso del agro, se dan estadísticas contrarias a fin de favorecer las políticas de los gobiernos de turno.

El análisis de las tendencias del sector agrario colombiano, a menudo se ensombrece con pronósticos de corto plazo, o refleja el estudio de cultivos individuales, en donde, los usos alternativos de tierra, están determinados por factores de mercado (Precios, Importaciones, disponibilidad de crédito, etc.), que muestran bruscas fluctuaciones, seguidas por diagnósticos desalentadores. Generalmente se afirma, que el sector agrícola está en retroceso. Sin embargo, el estudio de especies, de estadísticas por periodos prolongados índica, exactamente, lo contrario.

El crecimiento del sector agrícola y ganadero durante las últimas cuatro décadas (3,5% promedio anual)
 que fue menor que el crecimiento total que el del PIB (4,7%)
, no obstante, esta es la segunda fuente de crecimiento global de la economía (17,7% del crecimiento del PIB total frente al 22,7% de la industria)
. Esto es posible, dice el DANE, debido al proceso acelerado de modernización de la economía y al aumento de la productividad de los pequeños agricultores. Entre 1,955 y 1.985, el área cultivada con medios modernos casi se triplicó, elevándose de 11,9% a 41% del total cultivado
.

En el largo plazo, las dos magnitudes principales del sector son la producción total y la relación entre el número de habitantes que vive en las áreas rurales y la población urbana; es decir, la relación entre productores y consumidores.

En 1,975, cuando la población total de Colombia, alcanzaba 24 millones, el PIB que se originaba en el sector agrícola ascendió a $93 mil millones de pesos a precios corrientes. En esa época el 36% de la población vivía en zonas rurales. 15 años más tarde, la producción agrícola total llegaba a 152 mil millones de pesos a precios de 1,975, un aumento del 63% en términos reales. La población rural se mantuvo prácticamente estable, en tanto que el número de consumidores urbanos aumentó en más de cuatro millones
. Esta evidencia comprueba el dinamismo vigoroso del sector agrícola colombiano como un todo.

En términos de porcentajes, el sector agrícola y ganadero, generó 55% del PIB y empleó 70% de la población en 1.925. Hacia finales de la decana de los años 80, su participación, descendió al 22% del PIB y el 35% de la fuerza laboral. Esta caída en el porcentaje del producto total aportado por el sector agrícola generalmente se interpreta como un signo de depresión. No obstante, en la realidad se está produciendo mucho más, hoy día con menos mano de obra. Aunque todavía hay importaciones de productos agrícolas, el volumen es relativamente menor, lo que puede atribuirse a una ausencia de ventajas comparativas para ciertos cultivos como el trigo y el maíz
.

Durante este periodo, los cambios radicales en la estructura productiva del país coincidieron con la introducción de una serie de políticas intervensionistas del Estado basadas en las ideas proteccionistas prevalecientes. Generalmente se creía que la mejor forma para acelerar el índice de desarrollo económico era el apoyo a la industria naciente  la protección a un sector agrícola, sin ventajas comparativas evidentes. Como consecuencia de esta línea de pensamiento y debido a la presión de los grupos de interés y al consenso político entre los partidos tradicionales, se apoyaron políticas que trataban de mejorar la oferta interna aumentando la producción nacional, y, en consecuencia, facilitar la obtención del equilibrio en la balanza comercial.

Para el gobierno la recuperación del crecimiento económico es un factor fundamental para la solución de los problemas de empleo y pobreza
, para garantizar la viabilidad de las reformas emprendidas en la década pasada y para avanzar hacia una sociedad más equitativa. La recuperación del crecimiento necesita un ambiente macroeconómico y social más estable y seguro. Sin seguridad en el campo y en las vías de comunicación, sin certidumbre sobre las reglas de juego y sin convicción sobre la viabilidad financiera de la Nación, será muy difícil retomar la senda del crecimiento económico. Por ello, para el Estado se requiere, ante todo, recuperar la seguridad física, restaurar la seguridad jurídica y ajustar las finanzas del Estado.

Pero esto no es suficiente. La reactivación económica en el corto plazo necesita esfuerzos focalizados y la recuperación del crecimiento en el mediano plazo exige ajustes regulatorios en los sectores de infraestructura y servicios públicos, inversiones en capital humano y ciencia y tecnología, y una política comercial coherente que conduzca a la inserción ordenada de la economía nacional en la economía mundial.

El Gobierno planeó centrar la recuperación económica en el sector de la vivienda y la construcción. Para ello ha diseñado una estrategia comprensiva que incluye un impulso denodado a la vivienda de interés social y un paquete de estímulos tendientes a reactivar el crédito hipotecario y, por esta vía, la construcción de vivienda para estratos medios y altos. 

Estas medidas, aunadas a la presencia de una tasa de cambio competitiva, una tasa de interés excepcionalmente baja y la entrada en vigencia de las preferencias comerciales para los países andinos, contribuirían a jalonar el crecimiento económico en el corto plazo.

Para hacer sostenible el crecimiento en el largo plazo, el Gobierno planeó llevar a cabo una serie de cambios normativos, regulatorios e institucionales orientados a propiciar la participación privada en los sectores de infraestructura, minería y servicios públicos. Estos cambios no sólo atraerían mayores inversiones (nacionales y extranjeras), sino que permitirían superar los rezagos en infraestructura estratégica que, hoy en día, constituyen un obstáculo para el crecimiento económico. 
Así mismo, el Gobierno sentó algunas bases, buenas y malas, para una inserción ordenada de la economía nacional en la economía mundial y da impulso a la formación de capital humano en todos los niveles. Dadas las restricciones fiscales, el énfasis de la política de crecimiento descansa en medio estimular la participación privada en sectores estratégicos, aumentando el impacto de las inversiones públicas y eliminando trabas burocráticas, como lo hace la Ley 962 de 2005
 y otros impedimentos a la iniciativa privada.

Mencionaremos algunos de los puntos neurálgicos del Plan de Desarrollo, del gobierno actual, (2002 a 2006), denominado “hacia un Estado comunitario”
, para el efecto desconoceremos, para el presente estudio, el Plan de Seguridad Democrática, y lo centraremos en el impulso del crecimiento económico sostenible y la generación de empleo.

IMPULSO A LA VIVIENDA Y A LA CONSTRUCCIÓN:

En las actuales circunstancias, la política de vivienda y construcción es un elemento clave para la reactivación económica. La construcción no sólo tiene la capacidad de jalonar otros sectores de la economía, sino que contribuye a la generación de empleo productivo, que no es más sino aquel que genere una remuneración que le permita al trabajador tener una vida digna.

En vista de lo anterior, el Gobierno pretende poner en marcha una estrategia integral para el sector de la construcción que incluye un impulso decidido a la vivienda de interés social, la implementación de un seguro de inflación para créditos hipotecarios, que hasta la fecha ha sido inoperante y su única función es aumentar el valor de la cuota, y un plan de titularización de cartera hipotecaria, que se esta logrando con el Leasing. De esta manera el Gobierno ofrecería programas de impulso a la vivienda y a la construcción por grupos poblacionales vulnerables. Para aquellos de menores ingresos, se otorgarían 50.000 subsidios familiares de vivienda (SFV) entre diciembre de 2002 y julio de 2003, lo cual se realizó parcialmente. 

Para los hogares de estrato medio, se crearía, con la legislación complementaria de la Ley 546 de 2.000, un mecanismo de protección contra la inflación en créditos en Unidades de Valor Real (UVR), lo cual no se ha cumplido por parte del gobierno, sin embargo la Corte Constitucional, a través de sentencias, y las propias entidades bancarias, le han salido al paso al gobierno y han creado nuevas formas de crédito de vivienda, calculados en pesos o escalonados. Sí uno hace el mero ejercicio matemático podrá ver los beneficios de las opciones y deja sin importancia la intervención del ejecutivo. Y para los hogares de estrato alto, se dará continuidad al beneficio tributario de las cuentas AFC.

El objetivo de esta política es devolver la confianza de los agentes económicos con el fin último de valorizar los activos inmobiliarios. Dado que la vivienda constituye el principal activo de las familias colombianas -el acervo de vivienda urbana se estima en $203,8 billones
- su valorización tendría, para el gobierno, un efecto positivo en el balance de los hogares, lo que aumentaría las garantías para acceder a créditos, e incentivaría el consumo y el crecimiento de la economía, pero la realidad se aparta de este presupuesto ya que una mayor valorización se refleja directamente en el pago de impuestos y en la improbabilidad de cambio o compra de vivienda.

El ejecutivo piensa que para dar cumplimiento efectivo a lo anterior deben seguirse unos pasos bien demarcados, los cuales mencionaremos así:

IMPULSO A LA EXPLORACIÓN Y EXPLOTACIÓN DE HIDROCARBUROS Y MINERÍA:

Durante el periodo 1997-2001, la participación de los sectores de hidrocarburos y minería en el PIB se mantuvo entre 4% y 5%. En el mismo periodo, las exportaciones de petróleo y carbón y sus derivados representaron más de 30% del valor de las exportaciones totales del país. En los próximos años el peso específico de estos sectores podría disminuir por una serie de factores, entre los que se destacan: a) la reducción en las reservas y la disminución en la exploración de hidrocarburos; b) las distorsiones en los precios de los derivados de petróleo y sus sustitutos; c) las limitaciones en la oferta de gas licuado de petróleo; d) el estancamiento en el desarrollo de la actividad minera, y e) los ataques contra la infraestructura de transporte.

La disminución gradual de las reservas de los campos en producción amenaza la autosuficiencia petrolera del país. Estas pasaron de 2.577 a 1.840 millones de barriles entre 1997 y 2001. La producción nacional es suficiente para abastecer el consumo interno de combustibles sólo hasta el año 2005
.

Escenario de producción de crudo 
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Propiedad de la producción de crudo
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La ausencia de nuevos hallazgos se explica por la disminución de la actividad exploratoria, que pasó de 73 pozos en 1988 a 14 en el año 2001 (Gráfico 5)
. Existen múltiples causas que han motivado este descenso, entre las que se destacan la pérdida de competitividad del esquema contractual y fiscal imperante, los ataques permanentes a la infraestructura de transporte y a la actividad exploratoria misma y la inestabilidad del marco legal.

Exploración de crudo
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La posibilidad de perder la condición de país exportador de petróleo es paradójica teniendo en cuenta que el potencial estimado de reservas de hidrocarburos es de 47.000 millones de barriles. Para continuar como exportador, el país tendrá que encontrar nuevas reservas antes de mediados del año 2004, puesto que el proceso para su desarrollo y comercialización puede tomar entre cuatro y seis años.

La situación opuesta ocurre con relación a la oferta de gas natural, donde las reservas probadas permitirían abastecer la demanda por 30 años. Sin embargo, la comercialización está limitada por la falta de incentivos de precio derivados de la regulación actual y la concentración de la producción. Este problema limita las posibilidades de masificación del gas como solución económica a fuentes de energía.

De otro lado, el sector minero ha visto limitada su expansión como resultado del lento avance en el conocimiento del subsuelo y de la ineficiencia para tramitar y contratar nuevas concesiones mineras
.

El sector registra una enorme ilegalidad propiciada por la ausencia de concesiones, lo que a su vez, ha llevado a una relativa debilidad en los procesos de fiscalización y control, recaudo de regalías, promoción de prospectos mineros, y a un bajo nivel de la atracción de inversión privada.

INFRAESTRUCTURA ESTRATÉGICA EN TRANSPORTE:

El ejecutivo, equivocadamente, piensa que el gran problema de la producción, almacenamiento, distribución y costos de los derivados del petróleo, puede solucionarse fortaleciendo la infraestructura de transporte masivo urbano
, por eso tocaremos someramente el tema, pero no lo profundizaremos por ser más un movimiento político a una política de Estado.

El sector transporte representa un 5,5% del PIB
 y tiene un gran valor estratégico ya que vincula actividades productivas, comerciales y sociales. Los principales objetivos gubernamentales son: a) disminuir la participación de los costos del transporte en el precio final de las mercancías; b) integrar las zonas aisladas con los centros de consumo y distribución para mejorar los niveles de productividad, potenciar la explotación agrícola y mejorar el nivel de vida en las regiones; c) implementar mecanismos auto sostenibles de administración regional y transferir la infraestructura de la red de transporte de interés departamental y municipal; y d) disminuir los índices de accidentalidad, así como los eventos de piratería, secuestros y demás delitos cometidos en las vías.

Para el logro de estos objetivos el Gobierno puso en marcha una estrategia que incluye inversiones, cambios institucionales y modificaciones a la regulación existente. Con ella se espera, en última instancia, el fortalecimiento institucional y la consolidación de los esquemas de participación privada.

Pese a las buenas intenciones, el ejecutivo ha olvidado en su Plan Nacional de Desarrollo el fortalecimiento del agro, omitió la creación de la agro industria, se olvido del sector privado y no tocó lo concerniente a impuestos, factores que son pilar fundamental para el desarrollo de un pueblo con las características del colombiano.

Así las cosas, se observa con mediana claridad que existe un vacío en los planes del gobierno, olvido que debe subsanarse a la brevedad posible, fomentando la creación de empresas, que se desarrollen en el seno de la comunidad, bajo el presupuesto de colaboración y trabajo compartido, fomentando el auto empleo y mejorando los sistemas de producción a fin de hacerlos viables y autosostenibles.

CAPÍTULO VII

COOPERATIVAS DE TRABAJO ASOCIADO
La humanidad busca de manera permanente la superación cualitativa de las formas de organizar y distribuir el trabajo y se esfuerza por lograr mejores, justas y más dignas relaciones de trabajo. 

En la actualidad, los seres humanos realizan sus actividades laborales bajo tres modalidades básicas: a) de manera independiente, quedando en este caso determinados por sus propias capacidades y auto-regulación; b) en forma dependiente asalariada, bajo la continuada subordinación a un empleador que se limita a reconocerle una remuneración producto de negociaciones individuales o colectivas; o c) bajo una tercera forma, la del trabajo asociado, donde el trabajo y la gestión se realizan conjuntamente, sin las limitaciones propias del trabajo individual ni exclusivamente bajo las reglas del trabajo asalariado dependiente.

Daremos un mayor alcance a la noción de trabajo solidario o comunitario, donde se trabaja por todos y para todos, evolucionando en el concepto de economía solidaria y distribuyéndose en diferentes tipos de los cuales sólo observaremos dos, los que se vinculan directamente con la extinción de los extremos procésales en una litis laboral, trabajador y empleador, siendo estas la cooperativa de trabajo asociado y la empresa asociativa de trabajo
.

El sistema cooperativo surgió simultáneamente con una profunda transformación de los contextos europeos durante el Siglo XVIII. La revolución francesa buscaba un cambio en la estructura social de aquella época  y tuvo una fuerte influencia en diversos países como Gran Bretaña. De hecho “los primeros movimientos cooperativos datan de 1799 en los talleres establecidos por el escocés Robert Owen (1771 – 1858), quien impulsó el trabajo colectivo que combinaba las actividades laborales y un ambiente familiar de los trabajadores fuera de los talleres” 
. Tomando a Flores Crespo, él comenta que posterior a este periodo, las cooperativas empezaron  a formular  sus principios desde la visión del francés Felipe Buchez
. La elección de representantes, la inclusión de nuevos miembros y los métodos para el reparto de utilidades son los principales postulados que regirían al esquema cooperativo en el futuro.  

El desempeño del esquema cooperativo y la influencia que el entorno cultural ejerce sobre las cooperativas y viceversa se puede observar mediante análisis a nivel local y por tipo de empresa; los exámenes de nivel macro pueden dejar de lado los factores culturales que en su esencia son significativos para el desarrollo de una economía.  

Con el capitalismo industrial en el siglo XIX, se propició el surgimiento del modelo cooperativo, como se enunció anteriormente. Igualmente, en Europa y en Norte América, fueron designadas con el vocablo economía social las cooperativas y las asociaciones mutualistas; en épocas resientes, las prácticas desarrolladas para asegurar servicios personales, que aún responden a las nuevas necesidades relacionadas con la transformación de las economías y del estado de bienestar, son calificadas más bien de economía solidaria o de nueva economía social.

En América Latina las prácticas de economía solidaria se inscriben primero en una lógica de subsistencia, así como de la economía del trabajo,  que contrasta con la economía del capital, que pone de relieve los esfuerzos individuales o colectivos de creación de actividades que generan ingresos o que contribuyen a bajar el coste de los bienes y los servicios prácticos, tales como en alimentos, vivienda, etc.

La Economía Social es un concepto que, según los expertos de la Unión Europea, es a la vez antiguo y nuevo ya que se encuentra citado en Francia hace más de un siglo “para definir las tentativas de agrupación de las antiguas sociedades cooperativas de producción y consumo, así como las sociedades de crédito agrario y de crédito mutuo urbano”
. Este término, olvidado desde principios del siglo pasado, fue recuperado hace solo unos quince años. Entre sus posibles definiciones, el profesor Barea Tejeiro ha elegido ésta: la Economía Social es “un tercer  sector  intermedio entre el sector público administrativo y el sector privado capitalista”
.  La expresión Economía Solidaria es seguramente la más acertada porque toda la economía es social y la invocación a la solidaridad añade un elemento de apoyo mutuo, de cierto altruismo, de menor interés egoísta, que es el matiz que siempre ha predominado en el cooperativismo.

En sentido amplio las organizaciones de la economía solidaria son todas aquellas que han sido creadas para la solidaridad y el apoyo entre personas o grupos de personas frente a necesidades básicas habituales y frente a necesidades o calamidades imprevistas; o aquellas conformadas específicamente como grupos cooperativos, asociativos de trabajo, comunitarios y otros. Uno de los principios filosófico-político que las orienta es la ausencia de ánimo de lucro individual, de ganancias individuales como resultado de la actividad emprendida. Pero simultáneamente deben ser organizaciones de carácter social, con espíritu de servicio, de ayuda mutua, de cooperación.

 Ahora bien, de acuerdo con los estudiosos el término “economía social” es utilizado para señalar aquel sector de la economía mundial que comprende las empresas cooperativas, las mutualidades y las asociaciones que cumplen alguna actividad económica. Existen distintos enfoques sobre lo que se entiende por “economía social”
 y hasta algunos dicen que resulta redundante dado que toda economía en sentido estricto es social. Sin embargo, resulta relevante el pronunciamiento del Primer Congreso Español de la Economía Social celebrado en Madrid en diciembre de 1993, cuando la caracteriza como “toda actividad económica, basada en la asociación de personas en entidades de tipo democrático y participativo, con primacía de las aportaciones personales y de trabajo sobre el capital”.

Las cooperativas y las mutualidades más duraderas se encuentran además en el seno de un movimiento social, o son llevadas por éste, cuya identidad social o cultural es o era muy fuerte. Por ejemplo, los Kibutz, las Cajas Raiffeisen, las Cooperativas Vascas de Mondragón, las mutualidades Belgas, el movimiento cooperativo Desjardin, el movimiento cooperativo agrario cubano, el movimiento cooperativo de vivienda en Uruguay, el modelo de cooperativas abiertas de ahorro y crédito del Instituto Movilizador de Fondos de Argentina, la cooperativa agroindustrial Colanta en Colombia y otras experiencias exitosas. 

Si se pretende fomentar la economía social y establecer el papel propio de cada agente, es importante tener siempre en cuenta estas dos condiciones. No se trata de plantear que lo cooperativo o asociativo son la “panacea” para todos los males, pero si se puede afirmar que estas empresas constituyen una poderosa herramienta de cambio en un mundo en transición.

No es casualidad que en la vieja y docta Europa, cuna de la economía social en el mundo, se esté viviendo un proceso que podemos calificar de “verdadero retorno a las fuentes”, donde se revalorizan los esfuerzos de desarrollo de las experiencias comprendidas en este sector de la economía.  
Y no es casualidad por lo dicho antes en cuanto a que las mutuales, cooperativas o experiencias asociativas son “hijas de la necesidad” y los tiempos que vivimos convocan a la búsqueda de alternativas productivas, financieras y de servicios que resalta de algún modo la importancia de aquellos instrumentos y su idoneidad para coadyuvar a resolver los problemas concretos de la gente. Y no es casualidad, también, por el grado de “cohesión social” que exigen estas soluciones y que se ve reflejado en el proceso creciente de afirmación de la identidad cooperativa, a través del mundo. No es, tampoco, casualidad el crecimiento acelerado de la economía social en otros continentes como Asia, África y nuestra América que aún se debaten en la afirmación democrática y en la obtención de niveles de desarrollo compatibles con la dignidad humana.

En la historia de Colombia y específicamente en el caso de nuestros pobladores observamos que en las comunidades indígenas manejaban el trabajo comunitario.

El cooperativismo en Colombia nació a comienzos del siglo XX con la transformación de una sociedad agrícola en una semi–industrializada. En los años 30, del mismo siglo, con el comienzo de las primeras industrias y el apoyo al cooperativismo se profirió la primera Ley cooperativa, la cual permitió formalmente dar el primer paso a las cooperativas en Colombia.     

Durante el gobierno de Enrique Olaya Herrera se logró formalmente, el nacimiento del movimiento cooperativo en Colombia. La historia legislativa cooperativa colombiana se ha dividido en tres grandes etapas de conformidad con la vigencia de las diferentes normatividades que han regulado la materia, a saber: a) Ley 134 de 1931, b) Decreto-Ley 1598 de 1963 y c) Ley 79 de 1988. 

De acuerdo con las investigaciones realizadas por la Universidad Javeriana en colaboración con UNISANGIL
, se establece la siguiente génesis de las organizaciones del sector cooperativo empezando por la Ley 134 de 1931, aparecieron las primeras sociedades cooperativas en el país, sin mucha fuerza social ni exigencias doctrinarias dada la ignorancia total que existía sobre la materia. En el año de 1933 nacieron con vida legal las primeras cooperativas entre las cuales aparecen las siguientes: 1) Cooperativa de Empleados de Bogotá (hoy Cooperativa Ciudad Jardín), autorizada por Resolución Ejecutiva N° 0032 del 26 de mayo de 1933 del Ministerio de Industrias y registrada por escritura pública N° 1134 del 26 de mayo del mismo año; 2) Cooperativa de Buses de Santa Fe Ltda., aprobada por Resolución del 27 de mayo de 1933 y suspendida por Resolución del 10 de abril de  1934; 3) Cooperativa Cundinamarquesa de Miel y Panela, que tenía por objeto la explotación de estos productos con destino a las Rentas Departamentales; 4) Cooperativa de Consumo de Empleados y Obreros de la Fábrica de Cementos Diamante, autorizada por Resolución Ejecutiva del 22 de octubre de 1933.

La estadística cooperativa colombiana del año 1933 señala el funcionamiento de cuatro cooperativas con 1087 socios y un capital de $46.392.51 pesos
.

Una de las primeras cooperativas que existió en el país fue la Cooperativa Bananera de Magdalena, fundada el 14 de febrero de 1933, con participación de ciudadanos colombianos, holandeses, estadounidenses, belgas y españoles, y con el patrocinio de la Caja Agraria, el Ministerio de Industrias y la Superintendencia de Cooperativas. Esta cooperativa vino a solucionar las necesidades de compra de insumos, capital de trabajo, recursos de subsistencia y asistencia en general a los dueños de las tierras donde se cultivaba el banano.  Dicha cooperativa existió hasta el año 1945 cuando la Segunda Guerra Mundial hizo imposible el transporte del banano, lo que conllevó a que entrara en inactividad, transformándose luego en la Cooperativa Agrícola del Magdalena dedicada al cultivo de productos agrícolas como el maní y el arroz, transformación que una vez terminada la guerra llevó al fracaso definitivo de ésta, por el pasivo ocasionado por las perdidas presentadas debido al desconocimiento en el manejo de estos productos.

La Cooperativa Algodonera de la Costa Atlántica, fundada en 1935 y aprobada por Resolución 81 del 8 de noviembre del mismo año, llegó a ser una de las más importantes cooperativas del país. Su radio de acción cubría toda la Costa Atlántica, es decir los departamentos de Atlántico, Bolívar y Magdalena de ese entonces. Circunstancias de carácter administrativo y dificultades y conflictos internos afectaron su estabilidad llevándola a su disolución en el año de 1962. Es de resaltar que las primeras cooperativas se orientaron al ahorro y crédito de tipo cerrado, surgiendo luego otras de carácter multiactivo, que en su mayoría establecían secciones de ahorro y crédito
.

Se puede observar que la evolución del sector cooperativo en Colombia fue lenta en sus comienzos. Entre los años 1930 a 1960, el desconocimiento de las bondades del modelo cooperativo en la población, a pesar de los esfuerzos del Estado y la Iglesia Católica, hizo que su apropiación fuera tardía.  Al comienzo el crecimiento en número de cooperativas y de asociados fue pequeño especialmente hasta el año 1960. Entre los años  1960 a 1965 el número de entidades cooperativas  se multiplicó por cuatro, manteniéndose en esa tónica a lo largo de la segunda mitad del siglo XX y en lo que va el siglo XXI.

El desarrollo histórico de las formas asociativas solidarias  en Colombia, como se expresó antes, se da de acuerdo con la aparición de las primeras industrias, es decir durante los años treinta.   En referencia al marco normativo, este de dividió  en tres grandes etapas de conformidad con la vigencia de las diferentes normatividades que han regulado la materia, a saber: a) Ley 134 de 1931, b) Decreto-Ley 1598 de 1963 y c) Ley 79 de 1988, sin embargo en ninguna de estas legislaciones, se empleó por el legislador el término “Economía Solidaria”. 

Al expedirse la nueva Constitución Política de 1991, tampoco se hizo uso de dicha expresión, pero en algunos artículos el constituyente se refirió, por ejemplo, a las “organizaciones solidarias” (artículo 60) o a las “formas asociativas y solidarias de propiedad” (artículo 58 inciso 3°)
.

Es conveniente aclarar que desde antes de la llegada de los españoles a América, con nuestros primeros pobladores, existía la propiedad colectiva de la tierra, el trabajo colectivo, entre otros, pero no se puede decir del surgimiento del cooperativismo, pues, los indígenas no tenían la noción de la propiedad privada.

Dentro de las modalidades de empresas de la economía solidaria se encuentran principalmente las cooperativas, de las cuales a su vez salen subcategorías por su destinación, es decir su objeto, y otras por su forma de constitución. 

De aquellas últimas se desprenden dos grupos, las que se conforman con aportes de capital y otras con aporte de trabajo. En las de aporte exclusivo de trabajo humano, conocidas como cooperativas de trabajo asociado, los asociados cooperativos son quienes desarrollan el objeto social de la cooperativa, y entre ellos se distribuirán las ganancias que esta produzca por el desarrollo de aquel objeto.

Dentro de las empresas solidarias de trabajo asociado, el organizado por intermedio de las cooperativas es el que más desarrollo e importancia alcanza, actualmente, a nivel mundial y se encuentra estructurado en base a los principios, valores y métodos de operación que tienen las cooperativas a nivel universal y que están consagrados en la Declaración sobre Identidad Cooperativa
, acordados en el marco de la Alianza Cooperativa Internacional (ACI), e incluidos en la Recomendación 193/2002 de la OIT sobre la Promoción de las Cooperativas.

Las cooperativas de trabajo asociado tienen el compromiso de regirse por la Declaración sobre Identidad Cooperativa antes indicada. Además, se hace necesario definir en el ámbito mundial unos caracteres básicos y reglas de funcionamiento interno que resultan exclusivos y propios de este tipo de cooperativas, teniendo en cuenta que estas tienen fines y propósitos específicos que son diferentes de los de las cooperativas de otras categorías. Esta definición permitirá una coherencia e identidad universal del cooperativismo de trabajo asociado, estimulará su desarrollo y producirá un reconocimiento mundial de la función social y económica que realiza en la generación de trabajo digno y sustentable, evitando también que se presenten desviaciones o indebidas utilizaciones. 

A pesar de esto aún es necesario un pronunciamiento universal sobre la importancia del cooperativismo de trabajo asociado, la promoción de las cooperativas de trabajo asociado y sus relaciones con las cooperativas de otras categorías así como con el Estado, las organizaciones internacionales, el mundo empresarial y los sindicatos. Este es necesario para garantizar el desarrollo y la promoción de las cooperativas de trabajo asociado, así como el pleno reconocimiento de su rol como actores en la solución de los problemas de desempleo y de exclusión social, y proponentes de una de las formas más avanzadas, justas y dignas de relaciones de trabajo, de generación y distribución de riqueza, y de democratización de la propiedad y de la economía. 

Esta tarea ha quedado en manos de algunos estamentos y organizaciones que aún no han concretado preceptos y conceptos sobre este tipo de cooperativas.

Un ejemplo de ello es CICOPA, (Organización Internacional de Cooperativas de Producción Industrial, Artesanal y de Servicios). CICOPA es una organización sectorial de la Alianza Cooperativa Internacional (ICA), que también integra cooperativas de artesanos individuales y otras formas empresariales cooperativas que atienden a los conceptos centrales de trabajo y producción, que han efectuado declaraciones que dejan vacíos conceptuales.

Para tratar de aclarar, entonces, un poco diremos que a partir de la definición de cooperativa, de sus valores y sus principios contenidos en la Declaración de Identidad Cooperativa (Manchester, 1995), refrendada por la recomendación 193 del 2002 de la OIT sobre la Promoción de las Cooperativas, donde se dice que una cooperativa es una “asociación autónoma de personas que se han unido de forma voluntaria para satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales en común mediante una empresa de propiedad conjunta y de gestión democrática
”, definiremos cooperativa asociativa de trabajo como  una empresa de la Economía Solidaria, que vincula el trabajo personal de sus asociados y sus aportes económicos, para la producción de bienes, ejecución de obras y prestación de servicios en forma autogestionaria. Se rige por los principios, los valores y las reglas de la Economía Solidaria, y maneja sus propios regímenes en el aspecto laboral.

La Cooperativa de Trabajo Asociado, en desarrollo de un acuerdo cooperativo, integra voluntariamente a sus asociados con el objetivo principal de generar fuentes de trabajo, mediante la prestación de diferentes servicios que contribuyan al mejoramiento de la calidad de vida de sus asociados, acogiendo en su integridad la filosofía y principios que inspiran al cooperativismo en general, y al cooperativismo de trabajo asociado, en particular. Es decir, es “una asociación autónoma de trabajadores que se han asociado de forma voluntaria para satisfacer necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales comunes, mediante una empresa de gestión democrática donde el aporte de cada de uno de los socios es exclusivamente en trabajo destinado al desarrollo del objeto social de la cooperativa, siendo regida por los principios generales del cooperativismo”
.

Los principios cooperativos son: “adhesión voluntaria y abierta; gestión democrática por parte de los socios; participación económica de los socios; autonomía e independencia; educación, formación e información; cooperación entre cooperativas, e interés por la comunidad
". Los valores cooperativos son: “autoayuda, responsabilidad personal, democracia, igualdad, equidad y solidaridad, y una ética fundada en la honestidad, transparencia, responsabilidad social e interés por los demás
”. Además nos dice CICOPA
 que las cooperativas de trabajo asociado acogen los siguientes caracteres básicos: 1) Tienen como objetivo crear y mantener puestos de trabajo sustentables, generando riqueza, para mejorar la calidad de vida de los socios trabajadores, dignificar el trabajo humano, permitir la autogestión democrática de los trabajadores y promover el desarrollo comunitario y local; 2) La adhesión libre y voluntaria de sus socios, para aportar su trabajo personal y recursos económicos, está condicionada a la existencia de puestos de trabajo; 3) Por regla general, el trabajo estará cargo de sus socios. Implica que la mayoría de los trabajadores de una empresa cooperativa de trabajo asociado son socios trabajadores y viceversa; 4) La relación del socio trabajador con su cooperativa debe ser considerada como distinta a la del trabajo asalariado dependiente convencional y a la del trabajo individual autónomo; 5) Su regulación interna se concreta formalmente por medio de regímenes concertados democráticamente y aceptados por los socios trabajadores; 6) Deben ser autónomas e independientes, ante el Estado y terceros, en sus relaciones de trabajo y de gestión, y en la disposición y manejo de los medios de producción. 

Y además, según el mismo organismo, se declaró que debían cumplir las siguientes reglas de funcionamiento interno: 1) Compensar equitativamente el trabajo de sus socios, tomando en consideración: la función, la responsabilidad, la complejidad y la especialidad exigidas para los cargos, la productividad y la capacidad económica de la empresa, procurando reducir la diferencia entre las mayores y las menores compensaciones; 2) Contribuir al incremento patrimonial y al adecuado crecimiento de las reservas y fondos indivisibles; 3) Dotar los puestos de trabajo de aspectos físicos y técnicos para lograr un adecuado desempeño y buen clima organizacional; 4) Proteger a los socios trabajadores con adecuados sistemas de previsión, seguridad social, salud ocupacional y respetar las normas de protección en vigor en las áreas de la maternidad, del cuidado de los niños y de los menores trabajadores; 5) Practicar la democracia en las instancias decisorias de la organización y en todas las etapas del proceso administrativo; 6) Asegurar la educación, formación y capacitación permanente de los socios e información a los mismos, para garantizar el conocimiento profesional y el desarrollo del modelo cooperativo de trabajo asociado, y para impulsar la innovación y la buena gestión, entre otras. 

La cooperativa organiza directamente las actividades de Trabajo Asociado de sus asociados, con autonomía administrativa, asumiendo los riesgos en su realización. Igualmente, conserva su autonomía administrativa cuando se contrate con terceros la ejecución de los diferentes trabajos de acuerdo al objeto social de la Cooperativa.

Frente a estas Cooperativas el control concurrente fue otorgado por mandato legal
 a La Superintendencia de Economía Solidaria, la Inspección y vigilancia sobre todas las actividades de la Cooperativa de Trabajo Asociado; y al Ministerio de la Protección Social, la inspección y vigilancia, igualmente, sobre actividad de trabajo asociado (El Ministerio atiende reclamaciones sobre obligaciones en virtud del trabajo y podrá actuar como conciliador).

En esta clase de cooperativas, los aportantes de capital son al mismo tiempo trabajadores y gestores de la empresa
. El trabajo en las cooperativas estará a cargo de los asociados. Sólo como excepción podrán vincular trabajadores no asociados y se aplica el CST. en cuanto a trabajadores ocasionales o accidentales, deben, obligatoriamente ser distintas a las actividades normales y permanentes del objeto social de la cooperativa. O pueden contratarse por incremento transitorio de las actividades de la cooperativa o reemplazo temporal de asociados suspendidos. O cuando se requiera personal técnico que no exista entre asociados y que no desee vincularse
. 

En general el sistema cooperativo asociativo de trabajo, es una primera fuente de creación de trabajo, pues se desarrolla con el fin principal de satisfacer las necesidades de los asociados, entendemos en forma extensiva, que se refiere a la satisfacción de la necesidad de producir un ingreso económico, a través del trabajo propio para satisfacer todas las demás necesidades económicas del asociado; sin embargo, ha servido esta figura para ocultar en un oscuro trasfondo empresas y sociedades capitalistas, antidemocráticas, a lo que algunos congresistas han dado importancia y presentaron el llamado “Proyecto de Ley 125 de 2.005”, proyecto que ha pasado desapercibido frente a leyes (al parecer más importantes) como la Ley de Reelección presidencial y la de garantías electorales. Sin la aprobación del proyecto de Ley 125 que busca principalmente llenar vacíos normativos y desarrollar jurídicamente la figura
. 

Además busca eliminar indebidos usos que afectan negativamente a los trabajadores asociados; y diferenciar el trabajo asalariado dependiente del independiente del autogestionario, autónomo y del autogobierno de las Cooperativas de Trabajo Asociado, se seguirá usando la figura estudiada como escudo a quienes ocultan relaciones laborales, casi esclavistas, evitando cargas fiscales y para fiscales, ocultando en su trasfondo empresas de servicio temporal o prestamistas que viven del anatocismo ocultándolo como una ayuda para estudiar en una universidad del mismo sector cooperativo
.

CAPÍTULO VIII

EMPRESAS DE TRABAJO ASOCIADO

Las Empresas Asociativas de Trabajo se crean bajo los parámetros de la Ley 10 de 1.991 y el Decreto 1100, del mismo año, son promovidas y vigiladas por el Ministerio de Protección y Seguridad Social, no se rigen ni por los principios y valores de la Economía Solidaria, ni son vigiladas por la SES (Superintendencia de la Economía Solidaria).

Es una organización económica productiva, cuyos asociados aportan su capacidad laboral, por tiempo indefinido y algunos además entregan al servicio de la organización una tecnología o destreza u otros activos necesarios para el cumplimiento de los objetivos de la empresa. Las empresas asociativas de trabajo tienen como objetivo la producción, comercialización y distribución de bienes básicos de consumo familiar o la prestación de servicios individuales o conjuntos de sus miembros.

Se dice, en breve, que estas son empresas asociativas con ánimo de lucro cuyo aporte principal es el trabajo personal de sus asociados quienes pueden hacer aportes económicos o tecnológicos para desarrollar su objeto social, el cual es la producción de bienes, la ejecución de obras o la prestación de servicios
. 

Una empresa asociativa de trabajo se puede constituir: por acta de constitución junto con los estatutos, por escritura pública, o por documento privado.

Por acta de constitución el trámite es el siguiente: De la reunión donde se decida crear la empresa asociativa de trabajo, se elaborará un acta que se denomina “acta de la asamblea de constitución”, que debe contener: los estatutos que van a regir la entidad, con los requisitos que más adelante se señalan, pueden estar insertos en el acta o en documento anexo. los nombramientos de los órganos de administración. firma de las personas que actuaron como presidente y secretario de la reunión. Una de estas firmas debe ser reconocida ante juez o notario, o con presentación ante el funcionario autorizado por la cámara de comercio.

Cuando la empresa se constituye por documento privado, todos los asociados o fundadores deben firmar el documento de constitución, que debe contener los estatutos con los requisitos que más adelante se señalan. Este documento debe ser reconocido ante juez o notario, o con presentación personal ante el funcionario autorizado de la cámara de comercio, por todas las personas que firmen como asociados o fundadores.

Cuando la empresa se constituye por escritura pública, todos los asociados o fundadores deben comparecer a la notaría, en forma personal o mediante apoderado a otorgar el instrumento público que debe contener los estatutos con los requisitos que más adelante señalan.

El documento de constitución debe contener, entre otros: Nombre y apellidos, identificación y domicilio de los asociados. Denominación o razón social, seguido de la expresión “empresa asociativa de trabajo” o “EAT”. Domicilio principal: ciudad o municipio escogido para desarrollar la actividad de la empresa asociativa de trabajo. Si en el acto de constitución se establecen sucursales se debe indicar el municipio donde estarán ubicadas. Objeto social: una enunciación clara y completa de las actividades principales. Vigencia o término de duración: indicar la fecha exacta de terminación de la empresa asociativa de trabajo. Aportes: Es el monto total que se aporta y la forma en que están distribuidos individualmente. Los aportes pueden ser: – aporte laboral – aporte laboral adicional – aporte en dinero, bienes, etc. Hay que Tener en cuenta que en las empresas asociativas de trabajo siempre debe existir un aporte laboral de cada asociado. La forma de administración: establecer en forma clara y precisa la forma de administración de los negocios sociales, con indicación de las atribuciones y facultades de los representantes legales. La ley señala que el representante legal será el director ejecutivo. Causales de disolución: enunciar las causales de disolución anticipada de la empresa asociativa de trabajo. • Época y forma de convocar a la asamblea de asociados a sesiones ordinarias y extraordinarias. (Indicar con cuántos días se citará o convocará a la reunión, medio que va a ser utilizado para citar a reuniones, es decir, carta, telegrama, llamadas telefónicas, etc., y la persona u órgano que debe realizar la convocatoria, por ejemplo el director ejecutivo, el revisor fiscal, si lo hubiere). Nombramientos: el nombre y apellidos, e identificación de los representantes legales. Además sí se quiere, lo que es una desventaja para la parte económicamente débil, una cláusula compromisoria.

No sobra decir que estas no han tenido incentivos por parte del Gobierno Nacional para aumentar en número significativo dejando en una laguna jurídica algunas de las disposiciones y reglamentos, lo cual han sorteado las Cámaras de Comercio, en especial la de Bogotá, asemejándolas (o complementándolas por analogía) con una empresa unipersonal, sin tener en cuenta que en esta no existe ánimo de lucro y en la otra no hay “Animus societatis”.

CAPÍTULO IX

GRANJAS AUTOSUFICIENTES

La producción de alimentos y maderables para satisfacer las necesidades de la gran industria y el mercado, situación que ha forzado el desarrollo de prácticas agrícolas, ganaderas, pesqueras y silvícola con fines exclusivamente lucrativos y no para el desarrollo integral de los seres humanos.

Los planos de desarrollo basados en la explotación de los recursos naturales ha resultado irresponsable y no restrictiva de los bienes humanos, suelo, tierra, agua, bosque y otros recursos, a través de un proceso de industrialización y modernización durante los últimos siglos, creando niveles inaceptables de daños a largo plazo. En este proceso la tecnología parece ser la esencia.

Los especialistas en la materia aseguran que la tecnología actual es ambientalmente no sustentable, culturalmente insensitiva y no incorpora la creatividad de la población.

Además, esta tecnología es cara y no accesible dentro de las condiciones políticas, económicas y culturales de la mayoría de la población. La tecnología tiene también otras características no aceptables, tales como los requerimientos de altos niveles de energía y el problema del manejo de sus desechos.
Tales prácticas productivas y de consumo, han desembocado en la trasformación y desaparición de importantes ecosistemas locales y regionales; en otras palabras han provocado el agotamiento de los suelos húmedos y fértiles, la desaparición de miles de hectáreas de bosques y afectación de lagunas, lagos, ríos y manantiales con efectos terribles para la sobrevivencia de plantas, animales silvestres y domésticos
 y con impactos sociales profundos.

El incremento de las temperaturas, la desertificación de amplios territorios, las erráticas lluvias, la salinización de los suelos y la reaparición de enfermedades que se habían declarado controladas o extinguidas, son algunos efectos de la aplicación de visiones del desarrollo inapropiadas. La tierra y quienes la habitan se enferman cada día más.

Algunos aseguran que el verdadero problema de la crisis social y ambiental no es proteger el ambiente en sí mismo, sino de llevar a cabo un manejo de recursos de manera sustentable para lograr el desarrollo social, económico y físico de las sociedades humanas; esto incluye lograr relaciones equitativas entre géneros, religiones y razas en todos los niveles de la organización humana, autosuficiencia, respeto por la diversidad biológica y cultural, democracia participativa, integridad cultural y política y, acceso a la educación y a la información, que lleven a una cooperación activa entre los pueblos
.
La mayoría de los esfuerzos en la actualidad, en lo que respecta a la producción pecuaria, están enfocados a sistemas productivos altamente tecnificados. Sin embargo, se ha observado que esto sólo puede beneficiar a un grupo muy reducido de la sociedad. En la búsqueda de soluciones encontramos en la experiencia de varios grupos, etnias, congregaciones religiosas
 una respuesta, las Granjas autosuficientes, también llamadas integradas, autosostenibles, etc.

 Desde el punto de vista socioeconómico, las granjas integradas están dirigidas a la   satisfacción de las necesidades de autoconsumo de comunidades campesinas y en especial de poblaciones marginadas que de una u otra manera no alcanzan a competir en un sistema de mercado capitalista.  Por otra parte, no se descarta que cuando se alcancen altos niveles de eficiencia e integración dentro de la organización de la producción, la granja permita generar excedentes para la comercialización.  Es importante hacer notar  que hasta la fecha, en América Latina no se ha logrado consolidar en la práctica la viabilidad técnica y económica de estos sistemas integrales o "granjas autosuficientes".  La principal causa de esto es precisamente la falta de integración entre unidades de producción primaria tanto agrícola como pecuaria.

La granja integral autosuficiente es un proyecto de vida para las familias asentadas en el campo, que además de asegurar una alimentación abundante y rica en proteínas, vitaminas y minerales (provenientes de la leche, carne, huevos, hortalizas, frutales, cereales), le enseña a cada uno de sus integrantes a vivir con armonía con la naturaleza, preservando y disfrutando el medio que lo rodea, respirando aire puro, evitando la tala de bosques, conservando los nacimientos de agua y propiciando el mejoramiento de las tierras y de los cultivos.

 Adicionalmente la granja integral autosuficiente, estimula el uso de tecnologías apropiadas a bajo costo, como el empleo de la energía eólica, energía solar y producción de gas metano que, manejadas de forma adecuada contribuyen al bienestar de la familia rural, lo cual facilita en corto tiempo alcanzar los niveles de autosuficiencia y sostenibilidad deseados.

Sus características son: 1) Promover una agricultura sana, sin uso de fertilizantes, plaguicidas, herbicidas y cualquier tipo de producto químico; 2) No utilizar costosos concentrados para alimentación animal. Por el contrario, un fundamento del sistema es el reciclaje de todos los elementos de la granja en una cadena de transformación constante; 3) Producir alimentos suficientes que hasta ahora se compraban en los mercados a costos muy altos.

Con la granja integral se busca diversificar e integrar la producción agraria para aumentar las fuentes de ingreso y no depender exclusivamente de un producto. Así, al dañarse una cosecha o caer el precio en el mercado puede recurrirse a otro producto de la granja; esto es un seguro contra los imprevistos tan comunes en el sector agropecuario. Otro aspecto positivo es aumentar la variedad de productos, lo cual contribuye al mejoramiento de la vida campesina, a una mejor alimentación y no es necesario comprar aquello que puede producirse en la granja.

Para obtener los resultados esperados en la granja integral es conveniente seguir algunas recomendaciones técnicas que enunciamos, pero no profundizaremos: 1) Enriquecer el suelo con humus que resulta de la descomposición de la materia orgánica, lo que le da mayor grado de fertilidad y un aumento en la capacidad de retención de humedad; 2) Conservar y mejorar las fuentes de agua y el bosque nativo. 3) Controlar las plagas mediante el aprovechamiento de las propiedades insecticidas y repelentes de las mismas plantas (Alelopatía); 4) Reciclar todos los desperdicios de la granja; 5) Abonar las plantas con el abono orgánico.

 La granja debe verse como un todo, como un conjunto de elementos en el que se integran la familia campesina, el agua, el suelo, la producción vegetal y animal, respetando la naturaleza. Las labores se deben llevar a cabo con la mano de obra que genera la familia campesina y de la organización, empeño y perseverancia que aquella ponga en la granja dependerá el éxito de la misma.

El primer paso para montar la granja integral autosuficiente es determinar el área para la instalación de cada una de las zonas de la granja, teniendo en cuenta que cuando los suelos son fértiles es posible utilizar menores extensiones de tierra; y cuando éstos no lo son, se requiere un área mayor.

El paso siguiente es construir la vivienda para la familia. Esta debe ser cómoda e higiénica (fabricada con materiales de la región) y con buena disponibilidad de agua, luz natural y rodeada de un ambiente agradable. Es conveniente la construcción de una letrina seca para los excrementos humanos, los cuales son una sencilla fuente de abono orgánico para los pastos y frutales.

 Hay que resaltar dos factores prioritarios en el momento de planificar la granja: las condiciones agro ecológicas, es decir, que líneas de producción agrícola y pecuaria, son las adecuadas de acuerdo con las condiciones del suelo, agua, clima y factores disponibles en la región; y las condiciones de mercado, es decir, que productos de la finca tienen demanda en el mercado y ofrecen márgenes de rentabilidad económica al productor.

 Es recomendable ubicar las fuentes de agua para la granja; además en necesario establecer si faltan reservas de agua, si hay que construir un pozo y si se cuenta con manantiales.

 También hay que elaborar un mapa del terreno indicando la pendiente y las características físicas de los suelos; se deben tomar muestras del suelo de toda la granja y llevarlas al laboratorio para realizar su correspondiente análisis fisicoquímico.

En el mapa hay que comenzar a distribuir las áreas destinadas para frutales, hortalizas, pastos de corte, etc.

Una vez definidas las líneas de producción de la granja y su demanda en el mercado, se instalarán en la granja renglones productivos, como: vacas de ordeño que pueden constituir una buena fuente de ingresos; y pastos de corte y forrajes. Con media hectárea de pasto se pueden alimentar entre dos y cuatro vacas lecheras. También se pueden sembrar hortalizas, plantas aromáticas, algunas especies ornamentales entre otras, y criar animales como gallinas, codornices, conejos, cerdos, ovejas, peces, etc.

 Se pueden sembrar frutales de los que se producen en la región y se comercializan fácilmente.

Con el pasto de corte y leguminosas se alimentan las vacas que a su vez, proveerán estiércol y orín para obtener suficiente abono orgánico para los cultivos. Dependiendo del clima y de los cultivos propios de la región; puede instalarse un apiario. Estas abejas ayudarán a polinizar los frutales y darán una producción de miel, cera y otros productos.

La familia campesina es el centro y el motor de la granja. Cualquiera de los adultos de la familia puede liderar y organizar todos los trabajos.

Lejos de la parte meramente legal o técnica, el trabajar en familia, llevar a cabo un proyecto fortalece los lazos familiares y con el ejemplo de los padres, se va a formar el sentido de responsabilidad y constancia en los hijos, ahora sí esto se lleva a toda una comunidad, el multiplicador de beneficios será inmenso. A fin de desarrollar el Estado Social de Derecho a través de proyectos productivos es importante tanto la habilidad y la destreza que se posean en el manejo de los recursos; como en el distribuir trabajo y labores de acuerdo con las capacidades de cada uno de los miembros de la comunidad.

Un programa de granjas autosuficientes en todo el territorio nacional es impensable, puesto que los recursos necesarios para desarrollar tan sólo una granja son altos, empezando por la distribución de la tierra. Sin embargo, empezando por la población más vulnerable, los desplazados por la violencia, se podrían iniciar estos programas en los terrenos que tiene bajo su custodia Estupefacientes, bajo una figura llamada comodato, que al parecer al Estado se le ha olvidado.

Ante tal panorama, está de más argumentar la importancia de una buena alimentación, pues Al aplicar la filosofía de la Granja Integral Autosuficiente y los conceptos técnicos, ecológicos y económicos que conducen a una producción agropecuaria, se estimula la creatividad y los valores humanos del agricultor para el desarrollo de su granja. El trabajo del campo proporciona productos en cantidad y calidad suficientes para proveer la seguridad alimentaria, la sostenibilidad ecológica y la rentabilidad del agricultor y su comunidad. Consiguiendo recursos que permiten la satisfacción de las necesidades básicas de las que ahora padecen.

Al enfoque de la diversificación productiva que se propone llevar a la practica lo denominamos "producción local de alimentos", su estrategia más importante se basa en el impulso, integración, capacitación y seguimiento de redes de técnicos a nivel microregional y municipal.

La construcción de redes de técnicos en producción local de alimentos, es una estrategia necesaria e inaplazable para aportar a la conquista de la seguridad alimentaria y proteger la reproducción social de la comunidad. 

Hace catorce años organizaciones civiles de todo el mundo en el Tratado sobre Seguridad Alimentaria
, establecieron que la alimentación es un derecho humano básico. Señala que cada persona debe tener asegurado el acceso a comida sana y de alta calidad. Para asegurar este derecho de las personas a alimentarse a sí mismas, la seguridad alimentaria debe estar basada tanto como sea posible en la autosuficiencia local. La seguridad alimentaria está garantizada cuando la producción, transporte y consumo de los alimentos locales son una prioridad y cuando la dependencia de importación de alimentos se reduce tanto como es posible, reconociendo que la importación de alimentos puede ser necesaria para complementar la oferta local.

En la búsqueda de alternativa sostenible al desarrollo destructivo típico dado en el mundo moderno, el sistema teórico-práctico más global, integrado y útil, que hemos encontrado es la "permacultura". Permacultura es un sistema de diseño ecológico para crear ambientes humanos sostenibles y restaurar y extender ecosistemas naturales.

La palabra permacultura, proviene de cultura o agricultura unida con permanente, porque una cultura no puede sobrevivir a largo plazo sin un uso ético de la tierra y una base agrícola perdurable. El profesor Jefferson Mechan nos trae el acuñamiento del término según Bill Mollison y David Holmgren, diciendo: "un sistema integral que se desarrolla a sí mismo, constituido mayormente por plantas perennes y autoperpetuantes de utilidad múltiple, por animales útiles para el hombre y para el propio sistema, y por el habitáculo humano; en suma, un ecosistema estable, autorregulado y completo, modelado sobre la base de ejemplos existentes naturales y tradicionales"
.

En muchas partes del mundo ha existido y existe gente que practica la permacultura sin siquiera conocer tal nombre. Lo que hicieron Mollison y Holmgren fue unir los principios basados en estas experiencias con su propio acervo del conocimiento, con un entendimiento profundo de la ecología, en una forma sistemática, coherente y útil. Así, ellos nos proponen un sistema práctico que casi cualquier persona puede aprender e implementar. La permacultura es un sistema diseñado por el mismo humano que lo habilita para que le sirva, basado en el manejo consciente de los recursos humanos y naturales, con el fin de mejorar la calidad de los ecosistemas y con una visión de larga duración.

Entonces, puede sostenerse que la Permacultura no es una ideología, ni un sistema dogmático rígido basado en un contexto cultural específico. Más bien es un conjunto de conceptos útiles para diseñar sistemas sostenibles en cualquier contexto biofísico, socioeconómico y cultural, siempre basado en un entendimiento del ecosistema y la cultura local unida a la sabiduría antigua e indígena de la propia zona.

Por ejemplo, una pequeña granja integral familiar o comunitaria con frutales, tierras de cultivo, casa, gallinas, invernadero, un estanque y con una planificación adecuada tiene energía excedente, mientras cada uno de estos componentes por separado consume energía siempre. Esta es una de las ideas en que se fundamenta la permacultura.

A fin de alcanzar el grado de permacultura es necesario que en la planificación se utilicen los conocimientos de la agricultura, la hidráulica, la arquitectura bioclimática, la economía energética y de recursos, la ecología, etc., y todos los aspectos de la vida están reunidos de tal forma que cada uno cumple más de una función, complementa a otros, los apoya y favorece a la vez.

En estos tiempos de explosión demográfica y de espacios cada vez más pequeños para cada familia, la meta es conseguir en la menor superficie posible la mayor autarquía en el consumo y la producción. Ello da como resultado que la suma de los rendimientos de los diferentes cultivos sea mayor que en monocultivos separados para superficies iguales.

Dado el enfoque holista-interdependiente de la permacultura, en esta se basa y combina la cerealicultura, horticultura, silvicultura, fruticultura, viticultura, etc., pero sobre todo, se emplean diversos árboles y arbustos plurianuales más productivos y menos necesitados de trabajo, maquinaria y energía. Los rendimientos aumentan también porque se plantan especies de diferentes alturas.

El principio fundamental que dice que cada elemento apoya a muchos otros, está en clara contraposición con las planificaciones de hoy, donde los aspectos agrícolas, forestales, ganaderos, urbanísticos, etc., se hacen de forma independiente. Sin embargo, en casi cualquier planificación se pueden evitar estos errores, fruto de un pensamiento lineal. Bill Mollison opina que los libros de agricultura sólo enseñan la técnica, lo unidimensional o lineal. La secuencia de cultivos ocupa la segunda dimensión: la superficie. La tercera dimensión, es el volumen dado por los cultivos de diferentes alturas. Y la cuarta es el tiempo, representado por la planificación. Cualquier solución ha de tener en cuenta estos cuatro aspectos si queremos provocar procesos productivos de larga duración.

La permacultura vuelve a conceder importancia a plantas olvidadas como fuente de alimentos para los animales y el hombre, así como fuente de energía. Los vegetales plurianuales tienen generalmente las funciones más variadas, sobre todo en los árboles, que actúan de radiadores, reflectores y cortavientos. Bajo su protección se crean microclimas que permiten cultivos más delicados o que normalmente sólo pueden darse en climas más cálidos. La presencia de animales restablece el equilibrio y hace desaparecer las plagas, además de proporcionar abono y energía. El principio de la diversificación, es decir el empleo de muchas especies distintas de plantas y animales, evita las enfermedades y permite la suficiencia alimentaria y el equilibrio ecológico.

La permacultura por tanto, no significa volver atrás sino que es un gran paso hacia adelante basado en la ética de cuidar la tierra. Con los conocimientos actuales sobre lo que ocurre en la naturaleza y nuestra enorme posibilidad de elección en cuanto a variedades de planta y razas de animales, técnicas arquitectónicas (como la de adobe y tapia) e ingeniería a escala humana. Estamos en el momento adecuado para descubrir y aplicar combinaciones totalmente nuevas. Y así sin explotar a nadie incluida la tierra- podremos llenar de sentido nuestra vida.

Dado que nuestro trabajo está dirigido a zonas rurales e indígenas, es necesario señalar que por siglos, los pueblos indígenas han tenido una relación íntima con la naturaleza basada en el respeto, interdependencia y equilibrio, por ese motivo esos pueblos han desarrollado modelos económicos, sociales y culturales que respetan a la naturaleza y no la destruyen. Estos modelos prevén un manejo y apropiación colectiva de los recursos naturales, basados en lo comunitario y en la solidaridad
.

En las comunidades rurales e indígenas, persisten rasgos y prácticas culturales que podríamos ubicar dentro de lo que llamamos el acervo del saber. En particular encontramos que muchas familias producen alimentos en traspatio. Lo que más abunda son los frutales, las plantas medicinales, las gallinas y cerdos. Sin embargo, en la mayoría de los casos, estos esfuerzos familiares no conciben la producción de manera integral y mucho menos en relación con la casa habitación, por lo que hay fugas de energía, en lugar de generar un proceso de reutilización e incorporación.

Algunos de los problemas detectados y que entorpecen la producción local de alimentos son: la insuficiente organización familiar y comunitaria, escasez de agua, carencia de tierra, falta de capacitación técnica y la indiferencia de las personas a participar en programas de autosuficiencia alimentaria.

Todo esfuerzo para producir tendrá que estar precedido de un proceso de organización social que conlleve al reconocimiento de las principales necesidades de abasto y consumo de alimentos, de la capacidad real de producirlos y de una estricta planificación para cada espacio que será utilizado. En torno a la falta de agua, ésta se puede subsanar construyendo tanques para captarla del servicio de la casa, de algún manantial o de la propia lluvia. En caso de no poder captar el suficiente líquido pueden cultivarse plantas que vivan todo el año con el agua del temporal de lluvia, combinados con no frutales, pero que convivan sin problema con las primeras
.

Es oportuno señalar que existen técnicas para el uso eficiente del agua, una de ellas es el riego por goteo que ahorra el gasto del líquido y se logra tener humedad permanente en la zona radicular. 

A falta de grandes extensiones de tierra, los espacios deben aprovecharse al máximo. Las aves de corral pueden vivir bajo los árboles y convivir fácilmente con los conejos, si éstos últimos tienen sus nidos protegidos. Se pueden criar cerdos en chiquero y el estiércol, descompuesto y tratado, se va incorporando al pie de las plantas. Con el apoyo de un estanque o bordo, pueden sobrevivir un buen número de patos. Además de utilizar el estanque también para la producción de peces y aprovechar el agua para el riego por goteo de hortaliza, si existe en cantidad suficiente se puede utilizar para que el ganado mayor abreve
.

Para establecer una convivencia armónica entre las partes se pueden hacer con facilidad divisiones internas en el terreno con cactus, piedras, agaves, etc. Cuando se trate de climas extremosos se recomienda cultivar en túnel o en invernaderos rústicos. Los animales bien pueden vivir bajo un techo de guadua, hojas de palma, carrizos o ramas, su propio estiércol sirve para calentar el ambiente y como principal fertilizante de las plantas. Cuando haya depredadores de las plantas y animales, no está por demás contar con gatos y perros, así como con las protecciones necesarias del terreno y la vivienda para evitarlo. En cualquier intento de practicar la permacultura es necesario considerar las necesidades de las personas que integran la familia.
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Gráfica Nro. 8

CAPÍTULO X

DESARROLLO AUTOSOSTENIBLE EN EL SISTEMA DE LA ECONOMÍA SOLIDARIA

La economía solidaria está conformada de esperanza y estructurada de futuro, siendo capaz de influir enormemente en la sociedad, aunque sabemos que no es la salvadora de la crisis que actualmente afronta el país; pero le reconocemos que ella hace parte de la gran fórmula política y dinámica de la economía y la cultura, para integrarla en el conjunto nacional de convivencia y participación, cuyo propósito no se limita simplemente a una empresa (en su sentido lato), sino que se desarrolla como un movimiento generador de oportunidades de participación democrática, y formas viables económicas y sociales, convirtiéndose por su naturaleza y principios en una fuente de democracia en cuanto a su capacidad de unión de la sociedad civil y la democratización de los medios de producción, de distribución y comercialización de bienes y servicios.

El modelo económico de la economía solidaria cada día obtiene más simpatizantes y adeptos. Por otra parte, el derrumbe del sistema restrictivo del mercado, el naciente imperio económico asiático, sumado a la competencia comercial y laboral de los países socialistas, ha mostrado al mundo que es necesario la participación de las personas en el sistema, así como también la creación de una producción dinámica autogestionada dentro de cada grupo social, en busca del mejoramiento del nivel de vida de los integrantes de una nación, pueblo o comunidad.

El cooperativismo, dentro de una economía solidaria, es un ente conciliador, un mecanismo de redistribución de la riqueza y de los medio de producción, cuyo fin es el permitir la satisfacción de necesidades y creación de oportunidades de desarrollo en la medida en que la evolución socioeconómica, política y cultural lo permita, para alcanzar niveles más altos de vida en cada nación o comunidad
.

Ante esta situación, es el modelo de economía solidaria el que nos enseña que se debe administrar unos recursos económicos, que sí bien son escasos, su buen manejo autogestionario, con el espíritu de la ayuda mutua, da resultado y excedentes positivos garantizando la ya mencionada vida digna y el crecimiento económico adecuado para el desarrollo social y cultural.

La combinación de los resultados sociales con los resultados económicos en forma adecuada, son los índices que miden las posibles utilidades para encontrar un equilibrio equitativo que recompense el trabajo y fortalezca la sociedad y la ayuda mutua.

Para alcanzar el equilibrio social se toman los principios del cooperativismo en términos de bienestar social
, para ser aplicados a las relaciones contractuales, desapareciendo el fantasma de la mala utilización del esquema solidario y el ocultamiento de relaciones obrero patronales, de verdad dando la propiedad de los medios de producción al trabajador.

Para alcanzar el equilibrio económico se requiere la participación del capital o dinero que debe provenir, en primera instancia, no de los ahorros de los asociados, sino de recursos otorgados por el Estado o por organismos internacionales. El buen manejo de esos recursos dará la oportunidad a la empresa solidaria de realizar inversiones para el aumento de su capital. Este aumento de capital se traducirá en la satisfacción de la necesidad de empleo, seguido por la satisfacción de educación, tecnificación, alimentación, además de los beneficios que la tranquilidad económica produce en el ser humano. A partir de lo anterior podemos afirmar que la economía solidaria es una forma de desarrollo social, tal vez la más antigua de la humanidad.

Existe actualmente la base social para la transición a una alternativa común: el cooperativismo, que provee los principios y la estructura organizativa que facilita empezar a tener algunos objetivos comunes y, como consecuencia, algunos beneficios comunes.

A partir del proceso consciente de asumir que todos los objetivos sean comunes y, por tanto, todos los beneficios sean comunes, se realiza un proceso social alternativo integral que permite usar, satisfacer y compartir
, el cual conduce al cubrimiento total de las necesidades de todos los integrantes de la comunidad.

El sector de la economía solidaria requiere de un sistema jurídico que regule las relaciones que se producen en su interior, en consonancia con sus propios valores, principios e instituciones. Este sistema debería regular, además, las relaciones que se establezcan entre el sector de economía solidaria y los otros sectores de la economía nacional: el público, el mixto y el privado.
Por ello, ponemos de manifiesto que es necesario hacer del proyecto de Ley 125 una realidad normativa en nuestro ordenamiento jurídico
.

Con la promulgación de una ley no es suficiente, de todos modos hay que dar a la economía solidaria el valor que se merece, importancia definida muy acertadamente por Luis Francisco Verano Páez, secretario general de la Confederación Latinoamericana de Cooperativas de Trabajadores (COLACOT), refiriéndose a la economía solidaria como una alternativa económica, “Es preciso recordar que el desarrollo económico en Latinoamérica en sus inicios se fundamentó en las formas asociativas sociales y solidarias de los aborígenes y más recientemente en el mutualismo, el cooperativismo y otras empresas asociativas que han contribuido y contribuyen significativamente al desarrollo económico y social de la región”
. 

Si a lo anterior se agrega que la economía rural primitiva, la familiar, la economía informal, la pequeña empresa, que son factores dinámicos y fundamentales de la economía en general, pertenecen al sector de la economía solidaria, pudiendo afirmar que este sector es una realidad y que sólo falta su articulación normativa para que su participación sea estimada y valorada de acuerdo con su naturaleza, fines y objetivos, y con su contribución a la conformación del producto interno bruto de las economías nacionales.

Para el mundo del trabajo aceptar y acatar el mercado en la concepción neoliberal, es renunciar a la razón de ser del Estado Social de Derecho y aceptar la imposición del materialismo Ricardiano en que el mercado es quien regula las relaciones productivas es robarse su propia dignidad como ser humano.

Si observamos con cuidado veremos que en el campo se pagan aproximadamente, a dinero de hoy, siete mil pesos diarios por una labor de cultivo, cuidado, cosecha y demás; labores que comienzan a las 4:30 de la mañana con el ordeño del ganado y termina con la preparación de las tierras para el cultivo a las 6:30 de la tarde
. Sí se hacen cálculos diremos que están trabajando catorce horas diarias, es decir completan las 48 en cuatro días, o mejor, al trabajar los siete días de la semana y los treinta días del mes diremos que mientras un trabajador formal recibe por 192 horas de trabajo mensual, un salario mínimo ($381.500 m.l.v.(omitiendo contar el subsidio de transporte)), mientras que un trabajador asalariado del campo recibe por las 420 horas que trabaja en el mes el 55,0458% del salario mínimo (aproximadamente $210.000 m.l.v. el cual no incluye subsidio de transporte), es decir, un trabajador formal recibe por trabajar ocho horas diarias, seis días a la semana 1,816 veces lo que un trabajador asalariado del campo que trabaja 2,18 veces más.

La economía solidaria como alternativa social es respuesta correcta a esta evidente desigualdad. Es necesario comprender que las leyes universales del equilibrio natural, la armonía social y la evolución humana pueden construir una alternativa, basada en la solidaridad, que no genere las actuales enfermedades sociales y que, por el contrario, guíe la convivencia de las leyes que la rigen.

En el marco conceptual de la economía solidaria es aceptado el mercado por su antigüedad y su validez como instrumento económico que ha existido y avanzado conforme al desarrollo de la humanidad, pero de ninguna manera como el regulador de las relaciones humanas, el desarrollo personal, social y económico de la sociedad y el Estado.

En este sentido, la economía solidaria orienta su actividad hacia la rentabilidad de sus actividades económicas, pero en función de la rentabilidad social, es decir, al desarrollo integral de las personas que conforman este sector y el desarrollo general de la sociedad, pues la acumulación económica que en el mismo se da, pertenece a todos sus asociados y su provecho debe revertir al bien general de la familia, la sociedad y el Estado.

Así las cosas, diremos, que se han despertado movimientos sociales que parecían extintos con la década de los setentas, creando conceptos nuevos, y formas latentes pero igualmente revolucionarias, tal es el caso de “La economía popular solidaria”
, que busca organizar a la sociedad en grupos con similares condiciones y necesidades, quienes, en conjunto, buscarán la forma de sobrellevar un problema económico inmediato.

Para lograr todo lo anterior se pueden crear “formas asociativas de economía solidaria”, como cooperativas, empresas comunitarias, asociaciones de vecinos, granjas experimentales, etc.

Entonces, queda resolver ahora la quimera perfecta para llevar por buena lid estas ideas, generándose diferentes inconvenientes que trataremos de sobrellevar uno a uno, el primero, que se desarrolla en el presente capítulo, es el encontrar la vía para superar la crisis y como organizar a la comunidad para afrontarla; el segundo y que será cuestión de estudio en el capítulo siguiente será la reubicación geo poblacional y la distribución de tierras; a tenor seguido, el tercer inconveniente será el financiamiento, para lo cual debemos involucrar al Estado y a la Comunidad Internacional.

En este orden de ideas, es menester entender la condición propia del pueblo colombiano para poder brindarle soluciones específicas, diciendo así inicialmente que Colombia es un pueblo agro productor, su fuerte económico siempre ha sido el sector primario de producción y que por ello pensar en hacer cohetes que viajen por el espacio no es una solución coherente y acorde a la necesidad expuesta. Nuestra propuesta apunta a ello, a desarrollar procesos productivos en forma de agro industria desde el punto de vista de la economía solidaria en forma de granjas autosuficientes.

Las figuras que principalmente podrían, en nuestro concepto, proporcionar solución a tan grandes dilemas son las Cooperativas de Trabajo Asociado y las Empresas Asociativas de Trabajo que son organizaciones económicas populares solidarias; sin menoscabar que forman parte de este peculiar proceso diferentes organizaciones campesinas de subsistencia y otras formas de economía de comunidades; formas cooperativas y autogestionarias en distintos ámbitos de la producción y de los servicios; experiencias comunitarias o asociativas de recuperación y desarrollo de artesanos y otras unidades de trabajos familiares y grupos de recicladores; iniciativas de socialización de formas tecnológicas alternativas y socialmente apropiadas; promoción y organización de grupos, organizaciones y comunidades de base de vivienda, medio ambiente, salud e higiene ambiental y, en general, variadas iniciativas surgidas de actividades de educación popular, capacitación técnica y organizativa, desarrollo local y de comunidades, que se traducen en organizaciones que tienen un componente de actividad económica que suele hacerse permanente y creciente dada la gravedad y urgencia de los problemas de subsistencia y crisis económica actuales. 
Quedando, entonces, planteado el cuestionamiento de si ¿la economía solidaria es una alternativa para salir de la crisis actual que afronta nuestro país?. Para nosotros si, más su aplicación debe hacerse a través de la forma de organización de las llamadas granjas autosuficientes, con explotación permacultural del suelo, las cuales ya estudiamos en anteriores capítulos, proponiendo la fusión entre estas formas de producción, generando así empresas del sector agrario solidario destinadas a acabar con las relaciones jurídicas obrero patronales en los campos colombianos, redistribuyendo los medios de producción, las cadenas comercializadoras y la riqueza, acabando con flagelos como la miseria, la pobreza, la violencia, el desplazamiento forzado, entre otros.
Nuestra propuesta y el cómo podría ser viable en la practica este tipo de desarrollo en forma de Granjas Autosuficientes dirigidas y organizadas en medios de producción solidaria, conlleva en sí misma una modificación estructural a la Ley 79 de 1.988
 en lo referente a algunas disposiciones generales y a algunas especiales sobre Cooperativas de Trabajo Asociado, creando un nuevo tipo de cooperativa, las de Trabajo Asociado de Producción Agropecuaria en Unidades Agrícolas Familiares con Explotación permacultural del suelo.

La norma positiva trae un adefesio, las cooperativas agropecuarias, agroindustriales, piscícolas y mineras que al dejar abierta la posibilidad de sean conformadas por trabajadores o propietarios, contraria lo dispuesto en el artículo 2 de la misma
, pues el objeto de la ley era crear con las organizaciones y asociaciones de economía solidaria un sistema eficaz para, entre otros alcanzar una equitativa distribución de la propiedad y del ingreso (riqueza), y a la racionalización de todas las actividades económicas en favor de, en especial, las clases populares, mientras que esta clases de cooperativas fortalece al propietario de los medios de producción quien es aquel que tiene la primera posibilidad económica y académica de crear una asociación, dejando como simple trabajador no asociado al campesino quien presta la herramienta más importante en el proceso de transformación de la tierra con su trabajo.

Ese insulto legislativo al labriego colombiano, no hace sino crear relaciones jurídicas obrero – patronales, que de por sí son injustas, en relaciones de siervo – señor feudal, desamparando al trabajador de los beneficios de la asociación solidaria y, además, lo excluye del sistema general de seguridad social al no crear contratos laborales regulados por las normas generales sobre la materia envolviéndolo en una confusión contractual que deberá ser dirimida en procesos judiciales ordinarios laborales que son tan poco expeditos como ocultos tras montañas de papel y complicados procedimientos. De allí la necesidad de reformar estos artículos o de crear nuevas formas libres de vicios que puedan poner en peligro la escasa estabilidad económica de la población campesina.

Y al imponerle los requisitos del artículo 71 de la misma Ley 79 de 1988, se niega el acceso a los labriegos, pues estos se encuentran con sus mismos muy esporádicamente gracias a la  extensión del terreno que deben labrar y las interminables jornadas de trabajo, por ello proponemos que para la creación de estas cooperativas se tenga como requisito de mínimo de asociados, el mismo necesario para acceder a una Unidad Agrícola Familiar, no diez como plantea la norma. En lo referente a los órganos de control y vigilancia que este artículo dice debe adecuarse en cooperativas de menos de veinte asociados, debe quedar suspendido al no existir la real necesidad de tenerlos, las asociaciones solidarias como quiera que sean, cooperativas, fondos de empleados, mutuales, u otra, deberían no tener una gran cantidad de requisitos, ni una gran cantidad de normas sobre la toma de decisiones en asamblea, o como se elegirá a las juntas directivas, sino deben ser simples, deben estar dirigidas a quien realmente están dirigidas, al campesino colombiano.

Volvemos al problema inicial, las relaciones jurídico laborales inoperantes, inequitativas e injustas, las cuales tratamos de erradicar, pero no podríamos entenderlo a plenitud sin hacer mención a una encuesta realizada, por nosotros, en zona rural colombiana
, donde se demuestra que no existe una compensación justa por el trabajo del campesino, mismo que ha realizado durante años, tal vez más de los que un citadino llegue a vivir, aún en donde se han intentado asociaciones solidarias de pequeños ganaderos.

Podría cualquiera decir que el colapso del sector solidario en el año de 1.998 fue suficiente para demostrar la fragilidad del sistema, y que no puede entenderse una propuesta enfocada desde el derecho solidario como una solución a los problemas tratados en los primeros capítulos de este trabajo; sin embargo, existen ejemplos bastante claros sobre lo que una cooperativa pecuaria o ganadera de trabajo asociado, bien manejada, puede llegar a ser, demostrando que son prosperas y generan una ganancia constante en cada ejercicio financiero, el cual tiende en forma positiva como el caso de COLANTA
, anteriormente constituida con el nombre de COOLECHERA, la segunda cooperativa más grande del país después de COOMEVA
. Esta cooperativa agropecuaria, hoy multiactiva, nace en 1964, al norte del departamento de Antioquia. Cuando la situación de los pequeños productores de leche era caótica, y la explotación minera acabó con los suelos y la subsistencia de aquel entonces se estimaba en una producción de 20 litros diarios por familia. 
Su punto de distribución primario era la ciudad de Medellín donde la alcaldía prohibió la venta de leche cruda, la pasterización la realizaba un oligopolio que controlaba el 95% del mercado. Eso sin contar que solo se vendía día de por medio y máximo 2 litros por persona al no haber suficiente oferta. Fue allí donde sesenta y cuatro campesinos, con el apoyo de la Secretaría de Agricultura, fundan en Don Matías, el 24 de junio de 1964 a lo que entonces se llamó COOLECHERA. Tres veces fue declarada en quiebra legal durante sus primeros 10 años de trabajo, el gobierno ordenó su liquidación.

Hoy en día la Cooperativa es patrimonio nacional, sus dueños son más de doce mil campesinos de Antioquia, Boyacá, Cundinamarca, Córdoba, Viejo Caldas, Atlántico y Nariño, y más de 3600 trabajadores asociados. Los asociados cada año se reúnen en la Asamblea General, para estudiar el balance contable y financiero. Y Cada dos años nombran un nuevo Consejo de Administración, Junta de Vigilancia y Revisor Fiscal. Cabe anotar que desde el año 1.973 el representante legal es el Dr. Jenaro Pérez Gutiérrez, y que ahora expandieron su portafolio de productos con líneas de Lácteos, Quesos frescos y madurados, Postres, Cárnicos, Granos, refrescos e insumos agropecuarios, sales de fósforo, fertilizantes, cultivos de papa, tomate de árbol, café, Vinos, cereales, refrescos, granos, entre muchos más.

Lastimosamente, al intentar ingresar a otros mercados haciendo ‘Donping’ la cooperativa tuvo en el año 2005 un ejercicio financiero negativo reportando una perdida de algo más de Dieciocho Mil Millones de pesos, lo cual es una inversión a mediano plazo, por lo menos hasta que la marca se posicione en los mercados invadidos como Venezuela y Estados Unidos, que a futuro representaran el ingreso más fuerte de capital.

Estos movimientos muestran el poderío económico de la unión de esfuerzos, trabajo, inversión y dirección mutualista.

Discernimos, al escudriñar la estructura de lo planteado, que debemos utilizar el mayor número de herramientas vigentes en materia de legislación laboral solidaria y por ello recrearemos un estadio donde observemos desde la clasificación de este tipo de cooperativa en lo ya establecido normativamente, a fin de poder entenderla mejor, hasta las modificaciones y excepciones que, consideramos, deben hacerse al sistema normativo regulador de las relaciones solidarias vigente y una propuesta de estatutos de una de estas asociaciones solidarias, que no pretende sino ser una guía que oriente al lector a no limitar su percepción de las formas de asociación solidaria y lo lleven a un ejercicio de reflexión.

Dentro de la clasificación general de las cooperativas contenidas en el Capítulo VII de la Ley 79 de 1.988, observamos que este tipo de cooperativas serían especializadas
, toda vez que se organizarían para atender una necesidad específica, correspondiente a una sola rama de actividad económica como lo es la producción agropecuaria industrializada. 

Teniendo en cuenta la calidad de los asociados cooperativos propuestos para esta clase de cooperativas, campesinos y labriegos, debe permitirse a estas un régimen especial de administración y vigilancia, que por su propia condición educativa les sería más beneficioso ejercer administración y representación legal compartida dejando únicamente vigente para estas el artículo 27 de la Ley 79, otorgando facultades de administración a la Asamblea General obviando el requisito de asociados mínimo sabiendo que se propone muchas pequeñas cooperativas familiares. 
Para ello cuando la cooperativa planteada tenga un número inferior al exigido para las demás cooperativas (Veinte, 20) podrían obviarse, en la ley, algunos organismos de control como el Consejo de Administración, el revisor fiscal, abrogando sus funciones a la Asamblea General de Asociados Cooperativos en el primero y las funciones del revisor fiscal y de contador las debería asumir un órganos de mayor nivel.

Dándose aplicación plena a la ley vigente para los otras cooperativas y empresas del sector solidario cuando se aplique la figura de Escisión y/o Fusión ya sean de creación o de incorporación.

A fin de hacer el ejercicio más didáctico y comprensible al lector nos permitimos presentar unos posibles estatutos de una cooperativa de trabajo asociado de producción agropecuaria en UAF que funcionen como Granjas Autosostenibles.

PROPUESTA DE ESTATUTOS DE LA 

COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADO

DE PRODUCCIÓN AGROPECUARIA

UAF – GRANJA AUTOSOSTENIBLE SOLIDARIA

“COOPROSPERIDAD”

​​​​​​​​​​​​​​​​​CAPITULO I

DISPOSICIONES Y PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 1.  Naturaleza jurídica y denominación social.   De conformidad con el presente acuerdo cooperativo se constituye la cooperativa de trabajo asociado bajo la denominación social “COOPROSPERIDAD”, como una empresa asociativa, sin ánimo de lucro, de derecho privado, de responsabilidad limitada y con un número de asociados y patrimonio variables e ilimitados.

Artículo 2.  Domicilio y ámbito territorial.  El domicilio principal de la cooperativa es el corregimiento de “El Hatillo”, municipio de Albania, Departamento de Santander del Sur, República de Colombia, siendo el ámbito de sus actividades el territorio rural del municipio de Albania, sin perjuicio de poder crear seccionales y agencias en el futuro.

Artículo 3.  Duración de la cooperativa.  La duración de la cooperativa  será indefinida.  Sin embargo, podrá disolverse en cualquier momento, siempre y cuando se obre de conformidad con la Ley y los presentes Estatutos.

Artículo 4. Principios cooperativos y solidarios.  Las actividades sociales y económicas de la cooperativa se inspiran siempre en los principios universales del Cooperativismo aprobados por la Alianza Cooperativa Internacional y por los consagrados en las disposiciones legales vigentes.

CAPITULO II

OBJETIVOS Y ACTIVIDADES DE LA COOPERATIVA

Artículo 5.  Objetivo fundamental del acuerdo cooperativo.  El objetivo fundamental del presente acuerdo cooperativo es el de buscar y promover fuentes de trabajo para sus asociados, bajo la modalidad del trabajo asociado agropecuario, vinculando para ello el trabajo personal de sus asociados y sus aportes económicos mediante la producción de bienes y servicios dentro del sector agropecuario industrial, ejecución de obras de infraestructura agraria o la prestación de servicios en forma autogestionaria de sector primigenio de la economía a través de Granjas Autosuficientes. En desarrollo del presente acuerdo cooperativo, la cooperativa buscará:

a. Mejorar las condiciones de vida de sus asociados, en lo económico, social, educativo, cultural y recreativo.

b. Fomentar entre sus asociados los principios de la autogestión, la ayuda mutua, la cooperación y la solidaridad.

Artículo 6.  Secciones de la cooperativa.  Para el cumplimiento de sus objetivos sociales la cooperativa podrá desarrollar diferentes actividades y servicios, que serán establecidos y reglamentados por la Asamblea General, de acuerdo a la filosofía de los presentes  Estatutos y las normas legales.

CAPITULO III

DE LOS ASOCIADOS

Artículo 7.  Calidad de asociado.  Tienen carácter de asociado todos los trabajadores del sector agropecuario del corregimiento de “El Hatillo”, municipio de Albania, departamento de Santander del Sur, que al momento de aprobarse los presentes estatutos figuren como tal y los que la asamblea, previo cumplimiento de los requisitos exigidos por esta, sean admitidos como tal. 

Artículo 8.  Pueden asociarse a la cooperativa COOPROSPERIDAD:

a. Las personas naturales legalmente capaces, que se desempeñen como trabajadores del sector primario de la economía.

b. Las unidades económicas cuando prevalezca el trabajo familiar o asociado en procesos agroindustriales o pecuario industriales.

Artículo 9.  Derechos de los asociados.  Los asociados tienen, además de los derechos consagrados en las normas legales, los siguientes derechos fundamentales:

1. Utilizar los servicios de la cooperativa y realizar con ella las operaciones propias de su objeto social.

2. Participar en las actividades de la cooperativa y en su administración, mediante el desempeño de cargos sociales.

3. Ser informado de la gestión de la cooperativa de acuerdo con las prescripciones estatutarias.

4. Ejercer actos de decisión y elección en las Asambleas Generales de tal forma que a cada asociado corresponda un voto.

5. Fiscalizar la gestión administrativa, económica y financiera de la cooperativa, para lo cual podrá examinar los libros, archivos, inventarios y balances en la forma que los Estatutos y los reglamentos lo prescriban.

6. Retirarse voluntariamente de la cooperativa, mientras ésta no se haya disuelto.

7. Presentar a la Asamblea General proyectos o iniciativas que tenga por objeto el mejoramiento de la cooperativa.

8. Presentar a la Asamblea General las quejas que consideren pertinentes en relación al comportamiento de los demás asociados de la cooperativa en el ejercicio de sus funciones.

9. Beneficiarse de los programas educativos, recreativos, de salud y culturales que realice o promueva la cooperativa.

10. Recibir las compensaciones correspondientes a su trabajo, de acuerdo al Régimen de Compensaciones que establezca la Asamblea General.

11. Los demás derechos que se deduzcan de los presentes Estatutos y la Ley.

Artículo 10.  Deberes de los asociados.  Son deberes de los asociados:

1. Conocer y cumplir los principios básicos del Cooperativismo y la Economía Solidaria, los Estatutos, reglamentos y resoluciones de la cooperativa.

2. Cumplir las obligaciones inherentes a su condición de asociado.

3. Aceptar y cumplir las resoluciones de los órganos de administración y vigilancia ajustadas a la Ley, los Estatutos y los reglamentos.

4. Comportarse solidariamente tanto en sus relaciones con la Cooperativa como con los miembros de la misma.

5. Abstenerse de ejecutar hechos o incurrir en omisiones que afecten o puedan afectar la  estabilidad económica y financiera o el prestigio social de la Cooperativa.

6. Utilizar los servicios, participar en los programas que la cooperativa organice y  contribuir efectivamente a su progreso y desarrollo.

7. Suministrar los informes y documentos que la cooperativa le solicite para el buen desenvolvimiento de sus relaciones con ella e informar cualquier cambio de domicilio.

8.Cumplir con los demás deberes de acuerdo con la Ley, los Estatutos y los reglamentos.  

Artículo 11. Pérdida de la calidad de asociado.  La calidad de asociado  a la cooperativa se pierde:

1. Retiro voluntario 

2. Exclusión

3. Fallecimiento 

Artículo 12.   Retiro Voluntario.  La Asamblea General de la Cooperativa aceptará el retiro voluntario de sus asociados, que deberán hacerla por escrito, decisión que será notificada al asociado por escrito.

Artículo 13.  Exclusión.  La Asamblea General de la Cooperativa podrá decretar la exclusión de los asociados por uno de las siguientes causales:

1. Por infracciones graves a la disciplina social que puedan desviar los fines de la cooperativa.

2. Por ejercer dentro de la cooperativa actividades discriminatorias por razón del sexo, tendencia política, raza o creencia religiosa, capacidad económica, académica, u otra.

3. Por realizar actividades contrarias a los ideales del Cooperativismo.

4. Por servirse de la cooperativa en beneficio propio o provecho de terceros en detrimento del acuerdo cooperativo.

5. Por falsedad o reticencia en los documentos que la cooperativa requiera.

6. Por efectuar operaciones ficticias en perjuicio de la cooperativa, de los asociados o terceros a nombre de la cooperativa.  

7. Por negarse sin causa justificada, a cumplir las comisiones o encargos de utilidad general o conferidos por la cooperativa.

8. Por abstenerse de recibir capacitación cooperativa o impedir que los demás asociados la reciban.

Artículo 14. Aprobación de la exclusión. La aprobación de la exclusión deberá ser aprobada por mayoría simple de los miembros de la Asamblea General mediante resolución motivada y será notificada al asociado personalmente, para lo cual se seguirá el siguiente procedimiento
:

a)
Auto de apertura de investigación.

b)
Pliego de cargos al investigado donde debe señalarse las normas presuntamente violadas.

c)
Notificación del pliego de cargos.

d)
Descargos del investigado.

e)
Práctica de pruebas.

f)
Traslado, con sus recomendaciones, al órgano de administración competente para aplicar las sanciones. 

g)
Notificación de la sanción por parte del órgano competente.

h)
Posibilidad de presentación de los recursos a que haya lugar.

i)
Resolución, por parte las instancias competentes, de los recursos interpuestos

Artículo 15. Recurso contra la exclusión. Contra la resolución de exclusión procede el recurso de reposición ante la Asamblea General de Asociados. El término para resolver será de quince (15) días hábiles contados a partir del día siguiente a la fecha de la presentación.

Artículo  16. Ejecutoriedad de la decisión. Resuelto el recurso, quedará en firme no admitiendo recurso alguno.

Artículo 17.  Consecuencias de la exclusión. A partir de la ejecutoriedad de la resolución de exclusión, al asociado se le suspenderán todos los derechos en la cooperativa. Las personas que hayan perdido su calidad de asociado, por cualquier motivo o los herederos del asociado fallecido, tendrán derecho a que la cooperativa les reembolse el valor de sus aportes y los excedentes cooperativos ya liquidados. Antes de efectuar el reembolso, la Consejo de Administración deducirá cualquier deuda u obligación que el asociado  tenga en la cooperativa. En cuanto a los excedentes cooperativos no liquidados, quedarán supeditados a lo que sobre el particular resuelva la siguiente Asamblea General de Asociados.

Artículo 18.   Retiro forzoso.  La Asamblea general de Asociados reglamentará todo lo pertinente con el retiro forzoso, que se relacionen con la incapacidad permanente del asociado que le impida desempeñar sus obligaciones laborales.

Artículo 19.  Muerte del asociado.  En caso de muerte de un asociado, los aportes sociales que le corresponden pasarán a sus herederos, quienes se subrogarán en los derechos y obligaciones patrimoniales de aquel, de conformidad con las disposiciones legales.

Artículo 20. Régimen de sanciones.  La Asamblea General podrá imponer a sus asociados las siguientes sanciones, por las causales contempladas en el artículo 13 y siguientes de estos Estatutos, cuando la falta no amerite la exclusión.

1. Llamada de atención por escrito.

2. Suspensión de los derechos hasta por un (01) mes.

Artículo 21.  Procedimiento sancionatorio. Para la aplicación de las sanciones enumeradas en el artículo anterior, se seguirá el mismo procedimiento consagrado para la exclusión, salvo cuando se trate de la llamada de atención, caso en el tan sólo procede la presentación de descargos por escritos, de los cuales la Asamblea decidirá y frente a su decisión no procede recurso alguno. En todo caso se deberá garantizar el derecho a la defensa.

DEVOLUCIÓN DE APORTES

Artículo 22. Procedimiento para la devolución de aportes. Aceptado el retiro o decretada la exclusión del asociado, la Cooperativa dispondrá de un plazo de treinta (30) días para proceder a la devolución de los aportes cooperativos. La Asamblea General deberá expedir el reglamento en que se fije el procedimiento para satisfacer las obligaciones sin que se sobrepase el término establecido anteriormente.

Artículo 23. Retención por pérdida financiera. Sí en la fecha de desvinculación del asociado, la cooperativa presenta estado financiero y balance negativo, la Consejo de Administración podrá ordenar la retención de los aportes en forma proporcional a la pérdida registrada, de conformidad con lo dispuesto en la legislación vigente.

Artículo 24. Pago de deuda por ejercicio negativo. Sí dentro de los dos (2) años siguientes a la fecha del balance en que se reflejaron las pérdidas, la cooperativa no demuestra recuperación económica que permita la devolución de los aportes retenidos a los asociados retirados, la Asamblea deberá resolver sobre la liquidación de la cooperativa para la cancelación de las obligaciones insolutas, previo concepto favorable de la Superintendencia de la Economía Solidaria.

Artículo 25. Interés por mora. Si vencido el término fijado para la devolución de los aportes al tenor del artículo 22, la cooperativa no ha procedido de conformidad, el valor de los correspondientes aportes empezará a devengar un interés de mora del tres por ciento (3%) efectivo mensual.

CAPITULO IV

DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN

Artículo 26. Órganos de Dirección y Administración. La dirección y administración de la Cooperativa estarán a cargo de:

1.
La Asamblea general de asociados cooperativos

2.
La Consejo de Administración

 3.
Gerente

LA ASAMBLEA GENERAL

Artículo 27. De la Asamblea General. La Asamblea General es la suprema autoridad de la cooperativa, cuyas decisiones o acuerdos obligan a todos los asociados, siempre que se hayan adoptado de conformidad con las normas legales, estatutarias y reglamentarias. La Asamblea general la constituye la reunión de los asociados hábiles o de los delegados elegidos por éstos.

Artículo 28.  Asociados hábiles. Son asociados hábiles aquellos que tengan capacidad civil, se encuentren debidamente afiliados e inscritos en el registro social; que no tengan suspendidos sus derechos y que se encuentren al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones para con la cooperativa, de conformidad con el reglamento que sobre el particular expida la Consejo de Administración. Para los efectos legales del presente artículo, el Gerente, verificará la lista de asociados hábiles e inhábiles, la cual publicará y notificará para el conocimiento de los afectados.

Artículo 29. Clases de Asamblea General. La Asamblea General puede ser Ordinaria o Extraordinaria.  La Ordinaria se celebrará cada tres (03) meses para el cumplimiento de sus funciones regulares. La Extraordinaria podrá reunirse en cualquier época, con el objeto específico de tratar asuntos imprevistos o de urgencia que no puedan postergarse hasta la siguiente Asamblea ordinaria, y en ella sólo podrán tratarse los asuntos para los cuales fue convocada y los que se deriven estrictamente de éstos.

Artículo 30. Convocatoria.  La convocatoria de una Asamblea General, bien sea ordinaria o extraordinaria, se hará por el la Consejo de Administración, para la fecha, hora y lugar determinado. La notificación de la convocatoria se efectuará con una anticipación no inferior a diez (10) días hábiles a la fecha de la celebración de la Asamblea, mediante comunicación escrita que será enviada a todos los asociados cooperativos hábiles y mediante avisos visibles en las oficinas de  la cooperativa.

Artículo 31. Convocatoria no regular. Si el la Consejo de Administración no hiciere la convocatoria de Asamblea General ordinaria, procederá a hacerlo, el Revisor Fiscal, el Gerente o el quince por ciento (15%) como mínimo de los asociados hábiles. 

Artículo 32. Solicitud de Convocatoria. El Revisor Fiscal, el Gerente o el Quince por ciento (15%) de los asociados hábiles podrán solicitarle a la Consejo de Administración que convoque a Asamblea General extraordinaria sustentando tal petición.  La Consejo de Administración tiene tres (03) días para realizar la convocatoria, en caso de que no lo hiciese, ésta podrá ser realizada directamente por quien presentó la solicitud.

Artículo 33. Voto de los Asociados. En las Asambleas generales corresponde a cada asociado un solo voto y su representación no puede ser delegada.

Artículo 34. Quórum.  La concurrencia de la mitad de los delegados hábiles constituirá quórum para deliberar y adoptar decisiones válidas. Sí dentro de la hora siguiente no se hubiera integrado el quórum requerido, se levantará un acta  en que conste tal circunstancia y el número, y de ser posible los nombres de los asistentes a la Asamblea, suscrita por los miembros de la Consejo de Administración. Cumplida esta formalidad, la Asamblea podrá deliberar y adoptar las decisiones válidas con un número de asociados hábiles que no sea inferior al diez por ciento (10%) del total de los Asociados hábiles. Con el quórum deliberativo y decisorio, se podrá deliberar y  adoptar decisiones válidas en una sola sesión o en distintas sesiones, según el caso, hasta su clausura con este quórum, aún cuando haya aumentado con posterioridad la concurrencia de los asociados hábiles.

Artículo 35. Decisiones en Asamblea. Por regla general, las decisiones de la Asamblea General se tomarán por mayoría absoluta de los votos de los asociados asistentes. Para la reforma de Estatutos, la fijación de aportes extraordinarios, la amortización de aportes, la transformación, la fusión, la incorporación y la disolución para liquidación, requerirán siempre el voto favorable de las dos terceras partes de los delegados presentes.  

Artículo 36. Dirección de la Asamblea.  La Asamblea estará presidida por el Gerente y, a falta de éste por un miembro de la Consejo de Administración siguiendo el orden alfabético de sus apellidos. 

Artículo 37. Secretario de la Asamblea. Como secretario de la Asamblea actuará un asociado escogido al azar entre los asistentes.

Artículo 38.  Informes a la Asamblea. La Consejo de Administración pondrá a disposición de los asociados los informes a rendirse en la Asamblea, por lo menos con diez (10) días calendario de anticipación en las oficinas de la cooperativa.

Artículo 39. De la citación. Toda citación para reunión extraordinaria deberá indicar los asuntos que se tratarán en ella.  No podrá ocuparse de otros diferentes sin el voto favorable de la mitad más uno de los asociados que se encuentren en la reunión.

Artículo 40.  Funciones de la Asamblea general.  Son funciones de la Asamblea General ordinaria:

1. Establecer políticas y directrices generales de la cooperativa para el cumplimiento del objeto social.

2. Reformar los Estatutos.

3. Examinar, aprobar o improbar los informes de los órganos de administración y vigilancia.

4. Aprobar o improbar los estados financieros de fin de ejercicio.

5. Destinar los excedentes del ejercicio económico conforme a lo provisto en la Ley en los Estatutos.

6. Fijar aportes extraordinarios.

7. Elegir los miembros de la Consejo de Administración y determinar sus honorarios, cuando se considere pertinente.

8. Elegir el Revisor Fiscal  y su suplente y fijar su remuneración.

9. Conocer y decidir sobre los conflictos y la responsabilidad de los asociados, de los miembros de la Consejo de Administración, para efectos de sanciones.

10. Acordar la fusión o incorporación a otras entidades o la transformación en una nueva entidad de naturaleza similar, así como la disolución y liquidación de la cooperativa.

11. Aprobar su propio reglamento.

12. Decidir sobre ingresos y retiros de asociados

13. Las demás que señale la Ley.

Artículo  41. De la Elección.  Si no existiere unanimidad para la elección de la Consejo de Administración, del Revisor Fiscal, se hará por el sistema de listas o planchas conjuntas, con la utilización del cuociente electoral, pero teniendo en cuenta las siguientes normas:

1. Sí solo se presentaran dos planchas o listas, se entenderá elegido el Revisor Fiscal correspondiente a la lista o plancha minoritaria.

2. Si se presentaren más de dos planchas, se entenderá elegido el Revisor Fiscal propuesto en la lista minoritaria que haya obtenido la mayoría de votos.

Artículo 42. Acta de la Asamblea General. De las deliberaciones y acuerdos de la Asamblea General se dejará constancia en el libro de actas, debidamente firmadas por el Presidente y el Secretario de la Asamblea. El estudio y aprobación de las actas estará a cargo de una comisión integrada por dos (02) asociados escogidos por el Presidente de la Asamblea de entre los asistentes, quienes rendirán informe en la Asamblea siguiente.

CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN

Artículo 43. De la Consejo de Administración. El consejo de administración, el cual es el órgano permanente de administración de la cooperativa, subordinado a las directrices y políticas de la Asamblea General y de los Estatutos. Está integrado por tres (03) miembros elegidos por la  Asamblea General ordinaria, con cinco (03) suplentes numéricos para un período de dos (02) años pudiendo ser reelegidos. 

Artículo 44. Reuniones de la Consejo de Administración. La Consejo de Administración se reunirá por lo menos una vez al mes y en forma extraordinaria cuantas veces sea necesario. La convocatoria a sesiones ordinarias de la Consejo de Administración se hará por el Gerente, y a sesiones extraordinarias por el Gerente, o a petición del Revisor Fiscal, indicando en cada una de ellas hora, fecha y sitio de la reunión. 

Artículo 45. Dimisión Presunta. Será considerado como dimitente todo miembro de la Consejo de Administración que habiendo sido convocado faltare tres (03) veces consecutivas a las sesiones sin justa causa. En el caso de ocurrir alguna vacante a la Consejo de Administración, los miembros restantes citarán al suplente numérico que corresponda.

Artículo 46. Funciones de la Consejo de Administración. Son funciones de la Consejo de Administración:

1. Nombrar de su seno a presidente y vicepresidente.

2. Expedir su propio reglamento.

3. Nombrar, suspender o remover al Gerente, al tesorero y al contador.

4. Crear y suprimir los cargos o empleos necesarios para el buen funcionamiento de la Cooperativa, señalándoles sus funciones y fijándoles remuneración.

5. Aprobar los presupuestos de gastos y rentas para cada ejercicio contable y autorizar los traslados y adiciones necesarios.

6. Nombrar los miembros de Comités Especiales, para que asesoren al Gerente en determinados programas.

7. Reglamentar los comités asesores de la Consejo de Administración y nombrar los miembros de estos.

8. Autorizar los gastos extraordinarios que ocurrieren en el curso de cada ejercicio.

9. Aprobar los reglamentos de las distintas dependencias y organizar sus funciones.

10. Presentar informes de su gestión a la Asamblea General.

11. Examinar y aprobar el plan de contabilidad.

12. Examinar y aprobar en primera instancia, las cuentas, balances, y proyectos que han de presentarse a la Asamblea por parte del Gerente.

13. Autorizar al Gerente para celebrar operaciones en las cuantías que determine la Consejo de Administración.

14. Resolver sobre las dudas que se presenten en la interpretación de los Estatutos ajustándose a su espíritu, la equidad y los principios generales del derecho solidario.

16. Autorizar la adquisición de bienes muebles o inmuebles, su enajenación o gravamen y la constitución de garantías reales sobre ellos.

17. Autorizar al Gerente para recibir dinero en mutuo o a cualquier otro título, con garantías reales, prendarias, hipotecarias y personales.

18. Decidir sobre el ejercicio de acciones judiciales y transigir o conciliar cualquier litigio que tenga la Cooperativa.

19. Delegar en el Gerente funciones para casos determinados.  La delegación no exonera a la Consejo de Administración de la responsabilidad de los actos que ejecute el delegado.

20. Crear y fortalecer las reservas y fondos que estime necesarios para salvaguardar las cuentas de activo y asegurar la estabilidad económica de la entidad.

21. Fijar la nómina de empleados y aprobar asignaciones mediante normas de carácter general, para los empleados de la administración y la revisoría.  En este último caso, será necesario el concepto previo del revisor.

22. Aprobar o improbar los reglamentos  sometidos a su consideración.

23. Fijar los aportes extraordinarios.

24. Todas las demás funciones acordes con los presentes Estatutos y normas legales.

Artículo 47. Requisitos para ser miembro de la Consejo de Administración. Para ser elegido y nominado como miembro de la Consejo de Administración, se requieren las siguientes condiciones:

1. Ser asociado  hábil de la cooperativa.

2. Tener una antigüedad como asociado de por lo menos un año.

3. No haber sido sancionado con pérdida de sus derechos sociales.

Artículo 48. Remoción de Miembros de la Consejo de Administración. Son causales para la remoción de miembros de la Consejo de Administración por parte de la Asamblea:

1. El incumplimiento de cualquiera de sus deberes como gerente o como asociado.

2. Por graves infracciones ocasionadas con motivo del ejercicio de su cargo de miembro de la Consejo de Administración.

3. Por incurrir en una cualquiera de las causales de exclusión de la Cooperativa, establecidas en este estatuto.

4. Dejar de asistir a tres (03)  sesiones consecutivas, sin causa justificada.

Parágrafo: El miembro de la Consejo de Administración que llegaré a ser removido en los términos del artículo anterior, quedará impedido por dos (02) períodos, contados a partir de la remoción para ser elegido nuevamente miembro de este organismo o de cualquier otro organismo de Dirección o de control de la cooperativa.

Artículo  49. Designación del Gerente. Para la designación del Gerente, la Consejo de Administración tendrá en cuenta las siguientes pautas:

1. Honorabilidad y corrección, particularmente en el manejo de los fondos y bienes de cooperativas.

2. Condiciones de aptitud e idoneidad, singularmente en los aspectos relacionados con el objeto social de la cooperativa.

3. Condiciones de capacitación en cuestiones cooperativas.

EL GERENTE

Artículo 50.  Representación Legal. Gerente es el Representante Legal de la cooperativa, el ejecutor de las decisiones de la Asamblea General y de la Consejo de Administración y es nombrado por períodos de un (01) año, sin perjuicio de que pueda ser reelegido o removido libremente en cualquier tiempo por la Consejo de Administración.

Artículo 51. Requisitos. Para entrar a ejercer el cargo de Gerente  se requiere cumplir con los siguientes requisitos:

1. Ser asociado  hábil de la cooperativa.

2. Tener una antigüedad como asociado de por lo menos un año.

3. No haber sido sancionado con pérdida de sus derechos sociales.

4. Nombramiento hecho por el Consejo de Administración de la cooperativa.

2. Prestación de las fianzas fijadas por la Consejo de Administración.

3. Aceptación escrita.

4. Posesión ante la Consejo de Administración.

5. Reconocimiento y registro por la Superintendencia de la Economía Solidaria.

FUNCIONES DEL GERENTE

Artículo 52.  Funciones. Las funciones del Gerente son:

1. Ejecutar los acuerdos y funciones asignadas por la Asamblea General y por la Consejo de Administración.

2. Actuar como representante legal de la Cooperativa. 

3. Representar judicial y extrajudicialmente a la Cooperativa, función que podrá delegar, mediante poder especial legalmente conferido, para actuaciones judiciales, extrajudiciales y administrativas, aún, en otras ciudades diferentes a la del domicilio principal de la cooperativa.

4. Informar mensualmente a la Consejo de Administración el estado económico financiero de la Cooperativa.

5. Rendir los informes que le solicite la Consejo de Administración y los diferentes comités.

6. Responsabilizarse de la Contabilidad y de la información financiera a fin de ser llevadas en forma legal, correcta, veraz y oportuna.

7. Nombrar y dar por terminados los contratos o convenios de asociación del personal de la Cooperativa.

8. Recibir y dar dinero en mutuo dentro del objeto social de la cooperativa.

9. Responsabilizarse de enviar oportunamente los informes a las autoridades respectivas.

10. Celebrar contratos o convenios de acuerdo a las cuantías establecidas por la Consejo de Administración.

11. Promover la realización de contratos o convenios con los sectores público y privado que permitan el mejor desarrollo y cumplimiento de su objeto social.

12. Realizar las funciones que le hayan sido señaladas por la Asamblea General, la Consejo de Administración, por los Estatutos y los reglamentos.

13. Las demás que se deduzcan de  los presentes Estatutos y las normas legales.

ARTICULO 53. Facultad para Contratar. La Cooperativa podrá disponer del personal necesario para gerenciar o administrar seccionales, agencias, filiales o dependencias a quienes se les aplicará lo pertinente en el artículo anterior, de acuerdo a la reglamentación expedida por la Consejo de Administración. 

CAPITULO V

VIGILANCIA, FISCALIZACIÓN Y CONTROL

Artículo 54. Órganos de vigilancia y control.  La vigilancia, fiscalización y control permanente de la cooperativa estarán a cargo de la Revisoría Fiscal y de cada uno de los asociados cooperativos.

Artículo 55.  La Revisoría  Fiscal.  La Cooperativa tendrá un Revisor fiscal con su suplente personal, elegidos por la Asamblea General para períodos de dos (02) años, sin perjuicio de que puedan ser reelegidos o removidos. Deberán ser contadores públicos con matrícula vigente y no podrán ser asociados a la cooperativa mientras dure el ejercicio de su cargo. Para el desempeño de la Revisoría fiscal, la cooperativa podrá contratar los servicios de organismos cooperativos de segundo grado o instituciones auxiliares del cooperativismo o de cooperativas de trabajo asociado que contemplan dentro de su objeto social la prestación de este servicio a través de Contador público con matrícula vigente.

Artículo  56. Funciones del Revisor Fiscal.   Son funciones del revisor fiscal:

1. Presentar a la Asamblea general de asociados estados financieros acompañados de un examen financiero con análisis de cuentas.

2. Cerciorarse de que las operaciones que se celebren por parte de la cooperativa se cumplan, se ajusten a las prescripciones de los Estatutos, a las decisiones de la Asamblea y de la Consejo de Administración. 

3. Dar cuenta por escrito al Gerente, a la Consejo de Administración y a la Asamblea, según los casos, de irregularidades que ocurran en el funcionamiento de la cooperativa en el desarrollo de sus actividades.

4. Velar porque se lleve correctamente y en forma actualizada, la contabilidad de la cooperativa y se conserven adecuadamente los archivos de comprobantes de las cuentas impartiendo las instrucciones necesarias para tales fines.

5. Inspeccionar asiduamente los bienes de la cooperativa y procurar que se tomen oportunamente las medidas de conservación o seguridad de los mismos y de los que ella tenga a cualquier  título.

6. Efectuar el arqueo de los fondos de la cooperativa cada vez que lo estime conveniente y velar porque todos los libros se lleven conforme a las normas contables que sobre la materia tracen las disposiciones legales vigentes.

7. Cooperar con la Superintendencia de la Economía Solidaria y rendir los informes a que haya lugar o le sean solicitados.

8. Firmar, verificando su exactitud, todos los balances y las cuentas que deben rendirse tanto a la Consejo de Administración, como a la Asamblea General o a  la Superintendencia de la Economía Solidaria.

9. Asistir a las reuniones de la Consejo de Administración con derecho a voz pero sin voto. 

10. Las demás que le señale la Ley, los Estatutos y las que siendo compatibles con su cargo, le encomiende la Asamblea General.

Parágrafo. Las causales de remoción del Revisor Fiscal serán por el incumplimiento de las funciones anteriores o por los estipulados en la Ley.

CAPITULO VI

RÉGIMEN ECONÓMICO Y PATRIMONIAL

Artículo 57. Patrimonio. El patrimonio de la cooperativa está constituido por:

1. Los aportes sociales individuales y amortizados.

2. Los fondos y reservas de carácter permanente.

3. Las donaciones y auxilios que reciba con destino al incremento patrimonial.

Artículo 58.  Patrimonio mínimo no reducible.  El patrimonio mínimo estará constituido por los aportes pagados, no reducibles de la cooperativa será el equivalente a treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 59. Aporte mínimo por asociado. El aporte mínimo que cada asociado debe suscribir y pagar en la cooperativa será el equivalente al 5%  (cinco por ciento) del salario mínimo legal mensual vigente al momento de ser aceptado como asociado de la cooperativa.

Artículo 60. Incremento de los aportes sociales individuales.  Los aportes sociales individuales de los asociados a COOPROSPERIDAD se incrementará a través de:

1.Los aportes extraordinarios que decrete la Asamblea general.

2. Los aportes que voluntariamente suscriban los asociados.

3. Con el uno por ciento (1%) del salario mínimo legal mensual vigente deducido directamente al trabajador asociado  en el reconocimiento de las compensaciones originadas en el presente acuerdo cooperativo.

Artículo 61.  Afectación de los aportes. Los aportes que los asociados tienen incorporados, quedan directamente afectados desde su origen en favor de la cooperativa como garantía de las obligaciones que contraigan con ella. Tales aportes no pueden ser gravados por sus titulares en favor de terceros.  Son inembargables y solo pueden cederse a otros asociados siempre y cuando no tengan deudas pendientes con la cooperativa y siempre que la operación sea aprobada por la Consejo de Administración.

La cooperativa acreditará a los asociados el monto total de los aportes sociales que posea mediante certificaciones o constancias a través de su estado de cuenta.  Estas constancias no tienen el carácter de títulos valores.

Artículo 62.  Mérito ejecutivo de certificados. Prestará mérito ejecutivo ante la jurisdicción ordinaria, para el cobro de los aportes ordinarios o extraordinarios que los asociados adeuden a la cooperativa, la certificación que expida ésta en que conste la causa y la liquidación de la deuda, con la constancia de su notificación en la forma prescrita en los reglamentos de la Cooperativa. 

Artículo 63. Periodo Contable. El ejercicio económico de la cooperativa será anual y se cerrará el 31 de Diciembre. Al término de cada ejercicio se cortarán las cuentas y se elaborarán el Balance General consolidado y los demás estados financieros serán sometidos a la aprobación de la Asamblea General de asociados.

Artículo 64. La no repartibilidad de las reservas.  Las reservas serán de carácter permanente. Tanto éstas como los auxilios y donaciones no podrán ser repartidos entre los asociados ni acrecentar los aportes. En caso de disolución o liquidación de la cooperativa estos hacen parte del fondo irrepartible.  Tal disposición se mantendrá durante toda la vida de la cooperativa  y aun en el evento de liquidación.

Artículo 65. Fondo de amortización de aportes. La cooperativa podrá amortizar una parte o la totalidad de los aportes de los asociados, mediante constitución de un fondo especial con tal fin, creado y acrecentado del remanente anual, el cual se aplicará en igualdad de condiciones para todos los asociados, cuando a juicio de la Asamblea general sea posible y conveniente.

Artículo 66. Los fondos y sus fines específicos. Tanto los fondos creados por la Ley, como los establecidos por la cooperativa, no se podrán destinar a fines diferentes para los cuales fueron creados. En todo caso deberá existir un fondo de educación, un fondo de solidaridad, un fondo de previsión y seguridad social, un fondo de compensaciones y un fondo de retorno cooperativo.

Artículo 67. Fondo de Educación. Tendrá por objeto habilitar a la cooperativa con medios económicos que le permitan realizar de modo permanente, actividades que tienden a la formación de sus asociados trabajadores, en los principios, métodos y características del Cooperativismo, como también capacitar a los administradores en la gestión empresarial propia de la cooperativa y estará conformado por el porcentaje de los excedentes señalados por la Ley, con los remanentes de los excedentes anuales aprobados por la Asamblea General, con las cuotas que los asociados paguen para dicho fin y con  el incremento propio de la gestión financiera en casos especiales. Se podrá utilizar para dar capacitación cooperativa o solidaria a los familiares de los asociados. Los dineros de este fondo son irrepartibles entre los asociados.

Artículo 68. El fondo de solidaridad. Tendrá por objeto habilitar a la cooperativa con medios económicos para dar apoyo a programas de asistencia social de sus asociados y estará conformado por el porcentaje de los excedentes señalados por la Ley, con los remanentes de los excedentes anuales aprobados por la Asamblea General, con las cuotas que los asociados paguen para dicho fin y con el incremento propio de la gestión financiera en  casos especiales.  Los dineros de este fondo son irrepartibles entre los asociados.

Artículo 69. Fondo de previsión y seguridad social. Este fondo tendrá por objeto habilitar a la cooperativa con medios económicos que le permitan realizar de modo permanente, actividades que protejan los riesgos o contingencias de enfermedad en general o maternidad, accidente de trabajo, enfermedad profesional, invalidez, vejez y muerte que se presenta durante el tiempo en que esté vigente la relación de trabajo asociado. Serán amparados por la cooperativa mediante afiliación de cada asociado a una entidad responsable de las prestaciones sociales económicas y asistenciales establecidas.

Artículo 70. Fondo de Cultura, Recreación y Deporte.  La cooperativa contará con un fondo para promover las actividades culturales, recreativas y deportivas de sus asociados, de acuerdo a las posibilidades económicas de la misma.

Artículo 71. Otros fondos. La cooperativa por decisión de la Asamblea General podrá crear otros fondos con fines determinados y la utilización de éstos se hará con base en la reglamentación que para el efecto adopte la Consejo de Administración y con cargo al respectivo presupuesto.  Igualmente la cooperativa podrá prever en sus presupuestos y registrar en su contabilidad incrementos progresivos en sus fondos. 

Artículo 72. Distribución de Excedentes. Los excedentes resultantes del ejercicio se deben aplicar de la siguiente forma:  

1. Un veinte por ciento (20%) como mínimo para crear y mantener una reserva de protección a los aportes.

2. Un veinte por ciento (20%) como mínimo para el fondo de educación.

3. Un diez por ciento (10%) como mínimo para el fondo de solidaridad.

Artículo 73. Distribución del Remanente de los Excedentes. El remanente de los excedentes puede distribuirse en todo o en parte según lo determine la Asamblea General en la siguiente forma.

1. Destinándolo a la revalorización de aportes, teniendo en cuenta las variaciones en su valor real. 

2. Destinándolo a servicios comunes y a seguridad social.

3. Retornándolo a los asociados en relación con el uso de los servicios o la participación en el trabajo.

4. Destinándolo a un fondo para amortización de aportes de los asociados. 

5. Creando o incrementando otras reservas y fondos con fines determinados.

Artículo 74. Disposición Especial. No obstante lo previsto en el artículo anterior, el excedente de la cooperativa se aplicará en primer término a compensar pérdidas, del ejercicio anterior. Si del ejercicio resultaren excedentes, estos se aplicarán de la siguiente forma: Un veinte por ciento (20%) como mínimo para crear y mantener una reserva de protección de los aportes sociales; un veinte por ciento (20%) como mínimo para el Fondo de educación y un diez por ciento (10%) mínimo para un Fondo de solidaridad. El remanente podrá aplicarse, en todo o parte, según lo determinen los estatutos o la asamblea general, en la siguiente forma: 

1. Destinándolo a la revalorización de aportes, teniendo en cuenta las alteraciones en su valor real.

2. Destinándolo a servicios comunes y seguridad social.

3. Retornándolo a los asociados en relación con el uso de los servicios o la participación en el trabajo.

4. Destinándolo a un Fondo para amortización de aportes de los asociados.

CAPITULO VII

LA EDUCACIÓN COOPERATIVA

Artículo 75. Compromiso Cooperativo. La cooperativa COOPROSPERIDAD garantiza el ejercicio permanente de la educación cooperativa a sus asociados, directivos y empleados. Para el cabal cumplimiento de esta norma contará con los programas de cooperativismo necesarios para el desarrollo social y empresarial de la cooperativa.

COMITÉ DE EDUCACIÓN

Artículo 76.
Conformación. El Comité de Educación estará integrado por tres (03) miembros designados por la Consejo de Administración para períodos de un año, sin perjuicio de que sean reelegidos o renovados libremente por el mismo. Dicho Comité deberá contar por lo menos un miembro de la Consejo de Administración.

Artículo 77.
Ejercicio de Funciones. El Comité ejercerá sus funciones de acuerdo con las normas que le haya trazado el Consejo y tendrá especialmente las siguientes atribuciones:

1. Organizar y desarrollar programas de Educación Cooperativa.

2. Promover otras actividades educativas de interés para sus asociados y para la comunidad, donde la Cooperativa se encuentre establecida.

3. Disponer de los fondos que se le hayan asignado, previa aprobación de la Consejo de Administración. 

4. Promover entre sus asociados  la investigación y elaboración de obras relacionadas con el Cooperativismo y la Economía Solidaria.

5. Elaborar anualmente un informe al Consejo de Administración, dando cuenta de las labores realizadas y de la forma como se han utilizado sus fondos.

CAPITULO VIII

RESPONSABILIDAD DE LA COOPERATIVA,

DE LOS DIRECTIVOS Y DE LOS ASOCIADOS

Artículo 78. Responsabilidad. La cooperativa se hace acreedora ante terceros y ante sus asociados por las operaciones que efectúe la Consejo de Administración o el Gerente dentro de la órbita de sus respectivas atribuciones.

Artículo 79. De los Directivos. Los miembros de la Consejo de Administración y el Gerente de la cooperativa serán responsables por violación de la Ley, los Estatutos o los reglamentos. Los miembros de la Consejo de Administración serán eximidos de responsabilidad mediante la prueba de no haber participado en la reunión o de haber salvado expresamente su voto. 

Artículo 80. De los conflictos. Las diferencias que surjan entre la cooperativa y sus asociados o entre éstos por causa o con ocasión de las actividades propias de las mismas, se someterán a arbitramento conforme a lo previsto en el título XXXIII del Código del Procedimiento Civil.

Artículo 81. De los Asociados. La responsabilidad de los asociados para con la Cooperativa y para con los acreedores de ésta, se limita hasta la concurrencia de sus aportes sociales pagados o que estén obligados a cancelar.

Artículo 82. De la Cooperativa. La responsabilidad de la Cooperativa para con sus asociados y con terceros compromete la totalidad del patrimonio social.

Artículo 83. De los Asociados Desvinculados. Los asociados que se desvinculen de la Cooperativa por los casos establecidos en el artículo 11 de estos Estatutos, responderán con sus aportes, cuando a ello haya lugar. Tal responsabilidad no será exigible sino dentro de un término máximo de los dos (02) años siguientes a la fecha de su desvinculación.

CAPITULO IX

SOLUCIÓN DE CONFLICTOS INTERNOS

Artículo 84.  La Junta de amigables componedores.  Las diferencias y conflictos que surjan entre la cooperativa y sus asociados, o entre éstos, por causa o con ocasión de actividades propias de la misma, y que sean susceptibles de transacción, se llevarán a una Junta de Amigables Componedores. La Junta de Amigables Componedores tendrá carácter eventual y sus miembros serán elegidos para cada caso a iniciativa del asociado y mediante convocatoria de la Consejo de Administración, así:

1. Sí se trata de diferencias entre la cooperativa y uno o más asociados, éstos elegirán un amigable componedor y la Consejo de Administración otro, los dos, en común acuerdo, designarán el tercero.  Si dentro de los tres (03) días siguientes a la elección no hubiese acuerdo, el tercer amigable componedor será nombrado por un número plural de Asociados no inferior al cinco por ciento (5%).

2. Si se trata de diferencias entre asociados, cada asociado o grupo de ellos, elegirá un amigable componedor. Estos dos designarán el tercero. Si en el término antes mencionado no hubiere acuerdo, el tercer amigable componedor será nombrado por la Consejo de Administración.

Los amigables componedores deben ser personas idóneas, honestas y de reconocida responsabilidad, deben ser asociados de la cooperativa, no podrán tener parentesco entre sí, ni con las personas en conflicto. Al solicitar la amigable composición, mediante comunicación dirigida a la Consejo de Administración, las partes indicarán el nombre del amigable componedor acordado y el asunto, causa u ocasión de la diferencia o conflictos a que se someterán al arreglo. Los componedores deberán manifestar dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes al aviso de su designación, la aceptación o rechazo del encargo. En caso de rechazo la parte respectiva procederá en forma inmediata a nombrar el reemplazo. Aceptado el cargo, los componedores empezarán a actuar dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes a su aceptación y deberán culminar su gestión dentro de un término máximo de diez (10) días contados a partir de la fecha en que se inicia su gestión, salvo que se prorrogue dicho término por acuerdo unánime de las partes, por razones plenamente justificadas y dejando constancia escrita de lo anterior con las firmas correspondientes de cada uno de ellos. El dictamen de los amigables componedores obliga a las partes a su aceptación. Sí por la amigable composición no se concluye en acuerdo, el conflicto puede ser llevado a la justicia ordinaria, según lo estipulado en el artículo 80 de los presentes Estatutos.

CAPITULO X

FUSIÓN, INCORPORACIÓN E INTEGRACIÓN

Artículo 85. De la Decisión. La Cooperativa podrá incorporarse a otra de la misma naturaleza y ésta determinación será tomada por la Asamblea General mediante el voto favorable de por lo menos las dos terceras (2/3) partes de los asociados hábiles que constituyen el quórum reglamentario

Artículo 86. De la Fusión. Sí la cooperativa es incorporante podrá aceptar la incorporación por decisión de la Asamblea.

Artículo 87. Fusión por creación. La cooperativa también podrá fusionarse con otra u otras cooperativas de la misma naturaleza o de naturaleza distinta, constituyendo una nueva cooperativa. Esta determinación será tomada por la Asamblea General mediante el voto favorable de por lo menos las dos terceras (2/3) partes de los asociados que constituyen el quórum reglamentario.

Artículo 88. De la cooperativa fusionada. La cooperativa que se constituye con las cooperativas fusionadas, celebrará asamblea general de constitución, en la cual se aprobarán los nuevos Estatutos, se nombrará un Consejo de Administración Consejo de Administración, una Junta de Vigilancia y el Revisor Fiscal.

Artículo 89. Personería Jurídica de la cooperativa fusionada. Para el reconocimiento de personería jurídica, se tendrán en cuenta los requisitos exigidos por la Ley. 

Artículo 90. Afiliación a Organismos de Grado Superior. También podrá la cooperativa sin cambiar de nombre, ni personería jurídica, afiliarse a Organismos de grado superior y establecimientos bancarios cooperativos, y cooperativas de seguros, obrando de acuerdo con la facultad concedida por la Ley.

CAPITULO XI

DISOLUCIÓN  Y  LIQUIDACIÓN

Artículo 91. De la Disolución. La cooperativa se disolverá y liquidará en los siguientes casos:

1. Por resolución debidamente adoptada por la Asamblea.

2. Por fusión o incorporación con otras cooperativas.

3. Por incapacidad económica para cumplir sus obligaciones.

4. Porque los medios que emplea para el cumplimiento de sus fines o porque las actividades que desarrolla sean contrarios a la Ley, a las buenas costumbres y al espíritu cooperativo.    

5. Por haberse iniciado contra ella concurso de acreedores.

Artículo 92. Casos especiales. En los casos contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo anterior, la disolución será decretada y ordenada la liquidación por la Asamblea General de asociados, dentro de los sesenta (60) días siguientes a la ocurrencia del hecho determinante de la disolución. Si así no se hiciere, el respectivo órgano oficial de control decretará la disolución y nombrará liquidador o liquidadores.

Artículo 93. Nombramiento de los liquidadores. Cuando la disolución haya sido acordada por la Asamblea General, ésta designará uno con su respectivo suplente.  Si la Asamblea General  no lo hiciese en el acto que decrete la disolución o dentro de los treinta (30) días siguientes, lo hará el respectivo órgano oficial de control.

Artículo 94. Plazo de la Liquidación. En el acta de designación se señalará al liquidador ó liquidadores el plazo para cumplir el mandato. 

Artículo 95. Reunión de Asambleas. Mientras dure la liquidación la Asamblea de Asociados se reunirá cada vez que sea necesario, para conocer el estado de la misma o para prever las medidas más convenientes al buen resultado de la gestión.

Artículo 96. Restricción. Disuelta la cooperativa se procederá a su liquidación, en consecuencia no podrá iniciar nuevas operaciones en desarrollo de su objeto social y conservará  su  capacidad  jurídica únicamente para los actos necesarios a la inmediata liquidación.  Deberá adicionarse a su razón social la expresión "en liquidación".

Artículo 97. Los liquidadores actuarán de común acuerdo. Las discrepancias que se presenten entre ellos serán resueltas por los asociados. El liquidador o liquidadores tendrán la representación legal de la cooperativa.

Artículo 98. Nombramiento Especial. Cuando sea nombrado liquidador una persona que administre bienes de la cooperativa, no podrá ejercer el cargo sin que previamente se aprueben las cuentas de su gestión por la Superintendencia de la Economía Solidaria. Si transcurridos treinta (30) días desde la fecha de su designación, no se hubieran aprobado dichas cuentas, se procederá a nombrar nuevo liquidador. 

Artículo 99. Información de la Liquidación. El liquidador o liquidadores deberán informar a los acreedores y a los asociados, del estado de liquidación en que se encuentra la cooperativa.

Artículo 100. Reunión de los Asociados. Los asociados podrán reunirse cuando lo estimen necesario para conocer el estado de liquidación y dirimir las discrepancias que se presenten entre los liquidadores.

Artículo 101. Convocatoria para la Disolución. La convocatoria se hará por un número de asociados superior al veinte por ciento (20%) de los asociados de la cooperativa al momento de la disolución. 

Artículo 102. Prohibición de enajenar. A partir del momento en que se ordene la liquidación, las obligaciones a término, a cargo de la cooperativa se hacen exigibles, pero sus bienes no podrán ser enajenados sin autorización previa de la Asamblea General. 

Artículo 103. Deberes del Liquidador. Son deberes del liquidador o liquidadores: 

1. Concluir las operaciones pendientes al tiempo de la disolución.

2. Formar inventario de los activos patrimoniales, de los pasivos de cualquier naturaleza, de los libros y de los documentos y papeles.

3. Exigir cuenta de su administración a las personas que hayan manejado bienes de la cooperativa y no hayan obtenido el finiquito correspondiente.

4. Liquidar y cancelar las cuentas de la cooperativa con terceros y con cada uno de los asociados.

5. Cobrar los créditos, percibir su importe y otorgar los correspondientes finiquitos.

6. Enajenar los bienes de la cooperativa, con la restricción del artículo anterior.

7. Presentar el estado de liquidación cuando los asociados lo soliciten.

8. Rendir cuentas periódicas de su mandato y al final de la liquidación, obtener de la Superintendencia de la Economía Solidaria su finiquito.

9. Las demás que se deriven de la naturaleza de la liquidación y del propio mandato.

Artículo 104.
Honorarios del Liquidador. Los honorarios del liquidador o liquidadores serán fijados y regulados por la Asamblea General y en el mismo acto de su nombramiento.  Cuando el nombramiento del liquidador o liquidadores corresponda a la Superintendencia de la Economía Solidaria, los honorarios se fijarán de acuerdo con la reglamentación que para tal efecto expida la mencionada entidad.

Artículo 105. Prioridad Crediticia. En la liquidación de la cooperativa se procederá así con el siguiente orden de prioridades:

1. Gastos de liquidación.

2. Compensaciones y demás derechos de los trabajadores asociados ciertos y ya causados al  momento de la disolución.

3. Obligaciones fiscales.

4. Créditos hipotecarios y prendarios.

5. Obligaciones con terceros.

6. Aportes de los asociados.

Artículo 106. De los Remanentes. Los remanentes de la liquidación serán transferidos a la entidad cooperativa que designe la Asamblea General que decidió la liquidación; a falta de disposición estatutaria, a un fondo para la investigación cooperativa, administrado por un organismo cooperativo de tercer grado. El gobierno reglamentará lo referente a este último beneficiario cuando haya varios organismos en la misma situación.

CAPITULO XII

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 107. Facultades Especiales. Facúltese a la Consejo de Administración para crear la reglamentación del trabajo asociado. Se faculta a la Consejo de Administración para aprobar los reglamentos que tengan que ver con el trabajo asociado, especialmente: El régimen de trabajo asociado, el régimen de compensaciones  y el régimen de previsión y seguridad social de acuerdo a lo señalado por la legislación para el trabajo asociado. 

Estos reglamentos comenzarán a regir una vez sean aprobados por la Subdirección de Trabajo Asociativo Informal de la Protección Social y sean presentados al Organismo Gubernamental Competente.

Artículo 108. Reforma estatutaria. La reforma de Estatutos de la cooperativa sólo podrá hacerse en Asamblea general extraordinaria, con el voto favorable de por lo menos las dos terceras (2/3) partes de los asistentes, previa convocatoria para tal fin.  

El proyecto respectivo deberá ser preparado y enviado a los delegados,  por lo menos con diez (10) días de anticipación de la Asamblea.

Artículo 109. Casos no previstos, dudas o vacíos. Los casos no previstos en los presentes Estatutos se resolverán conforme a la Ley Laboral Solidaria en concordancia con la doctrina y los principios cooperativos generalmente aceptados. 

Toda duda o vacío que se presente en la aplicación de los Estatutos o reglamentos, será  resuelta mediante concepto de obligatoria aceptación emitido por e la Consejo de Administración en forma directa o con el previo concepto de personas o entidades especializadas en los campos, jurídico, técnico o económico del sector cooperativo o del Organismo Gubernamental competente.

CAPÍTULO XI

REUBICACIÓN DE LA GEOGRAFÍA POBLACIONAL COLOMBIANA

Para hacer efectivo el desarrollo rural y a la vez atender el desplazamiento forzoso y la pobreza en las grandes urbes, es necesario reubicar la población colombiana en una nueva colonización del campo colombiano.

Ha sido un tema de difícil trato, los latifundios se encuentran en manos de unos pocos, y estos hacen prevalecer su dominio sobre la tierra a sangre, un ejemplo claro es la protesta de los indígenas del Cauca quienes a través de la ocupación de tierras ajenas reclaman al gobierno departamental su cumplimiento en los compromisos de entrega de tierras para la producción agraria; protesta que se ha visto empañada por la utilización de la fuerza por parte de los organismos del Estado y por la utilización de grupos paramilitares para sacar a los aborígenes de las tierras ocupadas.

Así las cosas, nos es menester encontrar formas y figuras jurídicas que eviten un conflicto que podría degenerar en los desordenes armados por lo que ya hemos pasado; y es aquí donde nos remontamos a la legislación civil y daremos preponderancia al contrato de arrendamiento de tierras para su explotación agropecuaria, una clase de censo, pero no censo en su forma lata y tradicional, la cual dejó de usarse hace décadas, sino haciendo algunas disposiciones diferentes, las cuales enunciaremos más adelante, a fin de hacer de este desueto contrato civil una salida benéfica al agro colombiano.

La reubicación geo poblacional es tarea del Estado, como respuesta política al aumento de cinturones de miseria en las ciudades, que son los asentamientos humanos en sectores no normalizados al derredor de las grandes urbes. Inicialmente hay que hacer un análisis de la densidad poblacional y un análisis de la explotación agro minera pecuaria de los territorios nacionales, como génesis de los procesos reconstructivos de la sociedad colombiana.

Entonces surge el planteamiento que esta reubicación deberá hacerse en regiones donde los terrenos sean aptos para la explotación, ya sea esta pecuaria
, agraria o minera. Teniendo en cuenta que la mayoría de los territorios fértiles se encuentran mal explotados, en manos de pocos o simplemente sin explotación por falta de vías de acceso. 

De allí proponemos que los primeros asentamientos de nuestras granjas integrales autosuficientes trabajadas a través de cooperativas de trabajo asociado, deben hacerse en los inmuebles que se han sometido a extinción del dominio, como en su época se trató de hacer con la Hacienda Nápoles, alguna vez propiedad del extinto Pablo Escobar, y que hasta ahora, casi quince años después se está repartiendo en Unidades Agrarias Familiares, UAF, a beneplácito y capricho de la Dirección de Antinarcóticos, de la Fiscalia General de la Nación.

Pero sí logramos tomar algunas UAF unirlas en explotación colectiva a través de EAT y de autosuficiencia integral, podemos dar alguna luz de esperanza al campesino colombiano.

Empezando, entonces, por los bienes extintos, seguiremos con la aplicación de lo expuesto en el capítulo IV, De la Reforma Agraria, donde estimamos conveniente devolverle la vida jurídica, pero en una forma diferente, al contrato de censo
, manteniendo el rédito o canon anual, sometiendo el inmueble a un gravamen, que no impide la enajenación del bien, pero que soporta el abuso del derecho de propiedad, constituyéndose únicamente en negocio entre vivos, que al igual que el arrendamiento permita ejercer el derecho de acción pronta y eficaz al censualista en contra del censatario incumplido, modificando, también el valor máximo del canon el cual deberá ajustarse al establecido para los contratos de arrendamiento de predio rural y permitiendo que la constitución de este contrato continué siendo solemne a fin de poder grabar el inmueble.

En un principio es el Estado el que debe pagar el primer año al censualista y dar una manutención al censatario a fin de hacer viable el proyecto, esperando la primera cosecha o salida de ganado de la granja integral autosuficiente, así por vía de la explotación adecuada a los predios, el censualista, propietario o latifundista, verá que no ha perdido su dominio sobre el inmueble y sí lo hace más valioso comercialmente.

CAPÍTULO XII
PAPEL DE LA COMUNIDAD EXTRANJERA

En un mundo cada vez más pequeño, unido por los adelantos tecnológicos, las comunicaciones y la similitud de necesidades, nos es fundamental el estudiar el tema del papel de la comunidad internacional en la aplicación de propuestas contra la pobreza y el desempleo en el proceso de reestructuración social en Colombia.

Desde la concepción de los clásicos de la economía liberal
, el mundo se convirtió en una aldea global, los problemas del un país tienen la capacidad de afectar a otros así como los de un vecino de barrio a otro. Y es precisamente esta percepción de las necesidades globales lo que ha llevado a que las naciones se unan, se organicen en instituciones con influencia mundial a fin de regular las relaciones plurilaterales, buscando equilibrios económicos, sociales y culturales para la humanidad.

Ha sido así como nacieron organizaciones como la Organización de Naciones Unidas, ONU, la Organización de Naciones Tras Atlánticas, OTAN, la Organización de Estados Americanos, OEA, la Organización de Países Productores de Petróleo, OPEP, la Unión Económica Europea, UEE, la Organización Mundial del Comercio, OMC, la Organización Mundial del Trabajo, OIT, entre muchas otras.

Unas nacieron de la necesidad de unir fuerzas en contra de un enemigo bélico, mientras otras como respuesta a necesidades sociales latentes; realmente hoy día, no es importante el cómo o porqué fueron fundadas, sino que responden al interrogante para qué, siendo aquí donde debemos detenernos y examinar que en conjunto todas buscan equilibrio, equidad, libertad, igualdad, justicia social y prosperidad colectiva. Todos pendones del vanaglorio de ser considerado un Ser Humano, son la expresión máxima de lo que el hombre puede y debe llegar a ser.

Sin embargo, su labor se ha visto muy poco en este sentido, pues o los programas son poco publicitados, o poco eficientes, o irrelevantes, o simplemente no llegan a los que, subjetivamente pensamos, deben llegar. A diferencia de nuestros poliárquicos gobiernos de turno, la colectividad mundial se ha mantenido alerta de las necesidades de los pueblos, lastimosamente son más importantes las víctimas de un tsunami en Indonesia que las víctimas del mismo fenómeno en las costas del litoral pacífico Colombiano, como ocurrió con Bahía Cupíca, en el departamento de Chocó.

No todo es negativo, dentro lo poco que se está haciendo podemos destacar que en un Informe de las Naciones Unidas de fecha 2005
, este organismo se comprometió a ayudar y financiar programas de desarrollo, igualmente, el llamado “Invirtiendo en el Desarrollo”, o “Plan del Milenio”
, con el que se busca nivelar las economías mundiales, de los cuales extractaremos algunos aportes eventualmente, pero que por ahora compararemos a dos planes diagonalmente opuestos con los anteriores, el “Plan Colombia” y los tratados de libre comercio del “ALCA” y del “TLC”, con los que las tiranías modernas se han desprovisto de todo principio que rige a las organizaciones antes mencionadas y tratan de empeorar la situación de quien ya de por sí se encuentra maltrecho.

Ya hemos determinado que el mundo se hace más chico y por ende debe ser más unido, las fronteras comerciales, al igual que en los tiempos del ocaso del feudalismo, abren las fronteras de los países, las naciones disfrutan y se entretienen con la cultura de otras que se ven en televisión en Internet, se oyen en radio, se viven y se palpan en la innumerable mercancía que les llega y que los publicistas les hacen necesitar.

Por ello, se ha propuesto como esquema de la aldea global, el abrir fronteras a través de tratado de liberación de aranceles, algunas veces de nivelaciones sociales y apertura total de fronteras, queriendo igualar también la legislación, caso de la Unión Europea que empezó con ocho, pasó a quince y ya son veintitrés los países miembros, que han creado un bloque para poder competir mundialmente, donde cada uno de los integrantes especializa su producción agraria, industrial e institucional a fin de satisfacer, cada uno, las necesidades derivadas de todos los miembros y las propias, fenómeno que hace circular la riqueza con cierta facilidad dentro de sus territorios.

Para los países latinoamericanos éste proceso ha sido un poco diferente, pues se reduce a una lista de productos y la apertura de fronteras es parcial; en los tratados que afectan a  Colombia, como lo son el MERCONORTE, la Comunidad Andina de Naciones, entre otras, han dejado de un lado la cooperación multilateral para convertirse en un circo de dádivas a los dirigentes de turno. Su influencia ha sido recortada por las necesidades  de cada asociado, situación que degenera la unión en un mercado de pulgas al por mayor.

Sin embargo, Colombia ha conseguido importantes concesiones dentro y fuera de estos tratados de comercio y cooperación, específicamente con Europa, donde los productos agrícolas ingresan con arancel preferencial; igualmente con algunos productos, también agrícolas, que entran fácilmente al mercado de Estados Unidos y Canadá. Estos beneficios permitirían que la economía colombiana se sostuviera durante la bonanza cafetera de los ochenta, la bonanza de flores en los noventas y la de frutas a principios del nuevo siglo, desafortunadamente, esto tenía que terminar.

Y es así como ahora la Comunidad Económica Europea, los Socios Andinos, Estados Unidos, Canadá y nuestros demás compradores, nos están cerrando sus fronteras comerciales de manera unilateral. Venezuela nos cierra el paso de alimentos y de gas propano, Ecuador el de arroz y papa, Brasil el de legumbres aves y ganado, por mencionar algunos. 

En especial tenemos que nuestro principal socio comercial, Estados Unidos, se ha provisto de excusas para crear instrumentos que únicamente le favorecen a ese Estado, por recordar diremos que el famoso Plan Colombia, promovido en la dirección del presidente Clinton el Estado norte americano, en el cual se hizo un préstamo in pagable a Colombia a través de la figura de ayuda para la lucha contra el narcotráfico, que buscaba acabar con la producción de drogas ilícitas en Colombia, utilizando para ello la compra de material bélico para armar a algunos colombianos para que mataran a otros compatriotas, la fumigación de cultivos para acabar con los cultivos ilícitos, las selvas, los bosques, la salud de los campesinos y el sustento de muchos, pero tenía la noble intención de incluir la figura de sustitución de cultivos a fin de que la erradicación de las plantaciones ilícitas se hiciera manualmente, un excelente método sí a eso se le sumara la comercialización del nuevo producto cultivado, más eso se les olvido. Es irónico, pensar que las geniales mentes que dirigen los destinos del mundo, que planean guerras, que controlan la política mundial, que salen de escándalos sexuales, se olvidan de una cosa tan importante como la comercialización del producto, y de desarrollar planes de autosuficiencia e integralidad en las parcelas del campesinado si la idea es que sobrevivan, y que al no comercializar el nuevo producto cultivado los campesinos nuevamente plantaran droga o morirán de hambre.

La propuesta en la que nosotros involucrar a la comunidad internacional es extremadamente sencilla, sí quieren que en Colombia dejen de plantarse y producirse drogas, hay que fortalecer el agro, comprarle al campesino, a precio justo, su producto, hay que proveerle de estudio, salud, vivienda y posibilidades de progreso y pensión para que este no éste tentado a sucumbir ante el dinero relativamente sucio del narcotráfico.

Por ello proponemos en concreto que se de aplicación de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), propuesto y aceptado por las Naciones Unidas en el informe titulado “Invirtiendo en el Desarrollo. Un plan estratégico para conseguir los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Proyecto Milenio de las Naciones Unidas”. Dirigido por el señor Jeffrey D. Sachs quien vehementemente ha elevado las banderas y los pendones de la evolución humana al humanismo, esta se realizó en la Cumbre del Milenio
, la mayor reunión de dirigentes mundiales que se haya dado en la historia adoptó la Declaración del Milenio de las Naciones Unidas, comprometiendo sus naciones a una alianza global encaminada a reducir la pobreza, mejorar la salud, y promover la paz, los derechos humanos y la sostenibilidad ambiental. 
Poco después, los dirigentes mundiales se reunieron de nuevo en marzo de 2002 en la Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo, que tuvo lugar en Monterrey (México) y que estableció un marco de ámbito mundial de alianza global para el desarrollo en la que los países desarrollados y los países en desarrollo convinieron en adoptar y ejecutar medidas conjuntas para reducir la pobreza. 

Más tarde, ese mismo año, los Estados Miembros de las Naciones Unidas se reunieron en la Cumbre Mundial del Desarrollo Sostenible en Johannesburgo (Sudáfrica), donde reafirmaron los ODM como metas cronológicas mundiales de desarrollo y dicen como parte de la justificación de sus compromisos que:

“Para más de 1000 millones de personas que viven todavía en condiciones de pobreza extrema, los ODM representan una cuestión de vida o muerte. La pobreza extrema se puede definir como “pobreza que mata”, pues priva a las personas de los medios necesarios para seguir viviendo frente al hambre, la enfermedad y los riesgos ambientales. Cuando una persona vive en la pobreza extrema y carece de los escasos ingresos necesarios, aunque no sea más que para sufragar las necesidades básicas, el sencillo episodio de una enfermedad, o una inundación, o una plaga que destruye una cosecha, puede representar la diferencia que hay entre vivir y morir. En hogares que adolecen de una pobreza extrema, la esperanza de vida es a menudo la mitad que en el mundo de ingresos altos: cuarenta años en vez de ochenta. Es cosa corriente que de cada mil niños nacidos, más de cien perezcan antes de su quinto cumpleaños, en comparación con menos de 10 en el mundo de ingresos altos. Un niño que nazca hoy en el África subsahariana sólo tiene un tercio de posibilidades de llegar hasta los 65 años de edad
”.

Para la ONU son cuatro los problemas generadores de pobreza: (1) La falta de Gobernanza o lo que conocemos como corrupción en el poder; (2) Las trampas de la pobreza, que a saber de ellos se dan el los países que son bien gobernados pero no han podido diseñar programas viables
; (3) Algunas condiciones geográficas y geo poblacionales que hacen más probable el surgimiento de trampas de pobreza; y (4) La existencia de focos de pobreza.

Ya identificados los problemas, la ONU hace sendas recomendaciones de cómo debe hacerse un programa de desarrollo, mas al día de hoy no ha aprobado alguno, pues sus normas y sus técnicos son las imposibles y escépticos que impiden el nacimiento de una idea de desarrollo por país.

Para nosotros, la materialización de los ODM se realizaría, para Colombia, a través de la fusión de ideas como la comunidad de la economía solidaria, la protección especial del derecho laboral, la autosuficiencia de las granjas integrales y, por supuesto, la financiación y apertura de fronteras por parte de la comunidad internacional a los productos y servicios que bajo este plan se puedan crear o prestar.

Pues como ya dijimos que en vano son los esfuerzos que apuntan a la erradicación de la pobreza y del narcotráfico sí la colectividad, en este caso global, no está dispuesta a asumir su cuota de responsabilidad, la que entendemos como financiación, apertura de fronteras y una observación – control eficaz de las propuestas y programas puestos a funcionar.

Nuestra propuesta no es más que la sumatoria de los capítulos VII, VIII, IX, X, XI y XII de nuestro trabajo de grado a fin de encontrar, por medio de sistemas de producción agro industrial con modelos solidarios y de autosuficiencia con apoyo y financiamiento internacional, una alternativa productiva promotora del bienestar social.

Pero aún con esta propuesta no podemos desconocer que la responsabilidad primaria sigue siendo del Estado Colombiano, quien debe dejar de pensar en comprar armamento, tanques de guerra, aviones de guerra, material de intendencia, que lo único que hace es despilfarrar recursos importantes y crear espacios de corrupción.

CONCLUSIONES

1. Observamos diferentes conflictos presentados en las relaciones Obrero – Patronales en el actual sistema Laboral, encontrando desigualdad entre el trabajador y el empleador; entre el desempleado y el empleado. Acentuándose este fenómeno negativo en el valor del trabajo, el cual obedece a las leyes de oferta y demanda, las cuales sostienen que a menor oferta de trabajo mayor número de desempleados, y al aumentar el número de desempleados el valor del trabajo es proporcionalmente menor; al ser el valor del trabajo menor, la capacidad de compra disminuye, al igual que la posibilidad de satisfacer las necesidades de la familia que depende del trabajador, creándose desempleo, hambre, falta de educación, desplazamiento, pobreza generalizada, pobreza absoluta e indigencia.

2. Discernimos el evidente abandono de medios de producción agrarios por falta de comercialización de los productos agropecuarios y por factores de violencia política, produciendo efectos como lo son el desempleo, el desplazamiento forzado, el éxodo del campesino a las grandes urbes, el engrosé de los cinturones de miseria, la perdida del valor real del trabajo y la pobreza generalizada. 

3. El desempleo es el principal generador de pobreza, acentuándose más este fenómeno negativo en el sector rural, agro productor colombiano, que es a la vez el más vulnerable en las relaciones comerciales y contractuales.

4. Las múltiples transformaciones socioeconómicas han generado en las actividades agropecuarias deterioro y riesgo, al no haberse hecho una debida planificación y previsión en el desarrollo de la distribución de los centros poblados, corregimientos, caseríos y demás asentamientos humanos.

5. Ponemos en conocimiento general que un país como Colombia cuenta con los recursos naturales y humanos necesarios para emprender estrategias enfocadas en la reducción de la pobreza, intentándose por parte de organizaciones privadas, sin ánimo de lucro, implementarse programas de mejoramiento de la calidad de vida a través del trabajo humano bien remunerado. Guardando estrecha relación con los proyectos encaminados a buscar una adecuada normatividad, entrelazando las políticas adoptadas por los diferentes organismos y entes administrativos encaminadas a suplir las necesidades de empleo e industrialización que se presenten en los campos y en las urbes.

6. Aislamos los generadores de conflictos entre empleador y trabajador del campo, para eliminarlos creando empresas del sector solidario fortaleciendo la industria agraria.

7. Entendemos que lo necesario es una política eficaz en el área de aprovechamiento de los recursos, tanto el humano, como los naturales; además de desarrollar programas focalizados en reducción de la pobreza urbana con el reordenamiento geopoblacional migratorio en reversa, es decir, de las urbes a los campos, aplicando un programa de auto manutención y fortalecimiento del agro con procesos solidarios de producción, los cuales ya existen en muchas comunidades al derredor del globo, como los Kibutz en el medio oriente.

8. Planteamos como posible alternativa laboral agraria, procesos agroindustriales auto sostenibles mediante la implementación de técnicas productivas solidarios, como las Cooperativas de Trabajo Asociado o en Empresas Asociativas de Trabajo, en Granjas Autosuficientes con apoyo y financiación de la comunidad internacional y aprovechamiento de tratados de comercio internacional vigentes, ratificados por el Estado Colombiano, como lo son el ALCA y el TLC.

9. Entendemos que una adecuada forma de fomentar nuestra propuesta es la de establecer alternativas de exención de cargas tributarias que permitan al sector cooperativo agrario propiciar el progreso social y la presión política a la comunidad internacional para que financien el proyecto a fin de sustituir cultivos ilícitos por granjas autosuficientes productoras de cultivos nativos en forma solidaria, pudiendo comercializar sus productos con extrema facilidad en los mercados internacionales, acabando así con el narcotráfico, la violencia, el desempleo y la pobreza.

10. A nuestro entender, en la medida en que se de aplicación a nuevas formas de vinculación laboral y redistribución de los medios de producción, se podrá satisfacer la necesidad general de empleo y vida digna. Formas que han venido evolucionando desde la explotación del hombre por el hombre hasta transformarse en vinculaciones solidarias en todos los focos productivos, que pueden aplicarse desde la más primaria producción agrícola hasta la más avanzada forma de transformación industrial.

11. Es importante restablecer la relación simbiótica entre el ecosistema y el ser humano a fin de garantizar la subsistencia de la especie. Conservando los recursos naturales, renovables o no, dándoles una adecuada explotación y reforzando la renovación de los mismos. Entendemos la importancia de proteger y salvaguardar el medio ambiente, como único medio para sobrevivir, y poderlo hacer en forma digna.

12. Lo perseguido con los cambios normativos planteados en el cuerpo de este trabajo, es poder desarrollar en vida práctica la economía solidaria a través de las cooperativas de trabajo asociado del sector agroproductor organizadas en granjas autosufientes, que permitirían una saludable relación entre el ser humano, el mundo normativo
 y los medios de explotación y desarrollo económico.

GLOSARIO

1. ABIÓTICOS: Se dice del medio en que no es posible la vida. 

2. ABORÍGENES: Sing. formado a partir del pl. lat. aborigĭnes). adj. Originario del suelo en que vive. Tribu, animal, planta aborigen. || 2. Se dice del primitivo morador de un país, por contraposición a los establecidos posteriormente en él. U. m. c. s. pl. 

3. ADJUDICACIÓN: contrato de transferencia de Dominio de un lote o finca en forma individua o comunitaria que hace el INCORA. 

4. ADQUISICIÓN DE TIERRAS: Programa de compra de predios o mejoras por el INCORA cedido o permutado para fines de reforma agraria

5. ARRENDAMIENTO: Contrato en el que las partes se obligan recíprocamente, la una a conceder el goce de una cosa, o a ejecutar una obra, o a prestar un servicio y la otra a pagar por este goce, obra o servicio un precio determinado. 

6. ANIMUS SOCIETATIS: Ánimo que le asiste a las partes para asociarse.

7. APARCERÍA: Contrato mediante el cual, una parte que se denomina propietario acuerda con otra que se llama aparcero, explotar en mutua colaboración un fundo Rural o un porción de este, con el fin de repartirse entre si los frutos o utilidades que se resulten de la explotación.

8. ASENTAMIENTO DE UNIDAD AGRÍCOLA FAMILIAR (UAF): Unidad de explotación rural donde la familia con recursos necesarios, labora y genera ingresos para su subsistencia y el cumplimiento de obligaciones. 

9. AGRARIO: Relativo al agro al campo, a la agricultura

10. AGRO ECOSISTEMAS: Campo, tierra de labranza. || 2. En lo antiguo, territorio jurisdiccional de ciertas ciudades. Comunidad de los seres vivos cuyos procesos vitales se relacionan entre sí y se desarrollan en función de los factores físicos de un mismo ambiente. 

11. AGRO INDUSTRIALIZACIÓN: Dicho de un producto agrícola: Que ha sufrido tratamientos industriales.

12. ALCA: Área de Libre Comercio de las Américas.
13. ALELOPATÍA: Controlar las plagas mediante el aprovechamiento de las propiedades insecticidas y repelentes de las mismas plantas
14. ANAPO: Alianza Nacional Popular

15. ALTERNATIVA: Acción o derecho que tiene cualquier persona o comunidad para ejecutar algo o gozar de ello alternando con otra. 

16. ASOCIACIÓN MUTUAL: Conjunto de los asociados para un mismo fin y, en su caso, persona jurídica por ellos formada.

17. AUTO SOSTENIBLE: Dicho de un proceso: Que puede mantenerse por sí mismo, como lo hace, p. ej., un desarrollo económico sin ayuda exterior ni merma de los recursos existentes. 

18. AUC: Autodefensas Unidas de Colombia.

19. AUTODEFENSAS: Defensa propia, individual o colectiva. Grupo de campesinos armados que se agrupan para prestarse auto protección como oposición a la guerrilla. 

20. ANTINARCÓTICOS: Entidad creada para contrarrestar el flagelo del tráfico de narcóticos.

21. BIÓTICOS: Característico de los seres vivos o que se refiere a ellos. Conjunto de la fauna y la flora de una región. 

22. BIPARTIDISTA: Sistema político con predominio de dos partidos que compiten por el poder o se turnan en él.

23. CAMPESINO: Persona cuya subsistencia depende del trabajo agrícola o pecuario, sin patrimonio propio y con bajos ingresos, que no le permiten satisfacer las necesidades básicas de la familia.

24. CAPITAL: Cantidad de dinero que se presta, se impone o se deja a censo sobre una o varias fincas, sobre todo cuando es de alguna importancia.  Econ. Factor de producción constituido por inmuebles, maquinaria o instalaciones de cualquier género, que, en colaboración con otros factores, principalmente el trabajo, se destina a la producción de bienes. Población que destaca en algún aspecto o actividad.

25. CAPITAL HUMANO: Factor de producción constituido por inmuebles, maquinaria o instalaciones de cualquier género, que, en colaboración con otros factores, principalmente el trabajo, se destina a la producción de bienes. || 9. f. Población que destaca en algún aspecto o actividad.

26. CEMENTERAS: Fundación en la que ciertos bienes quedan sujetos al cumplimiento de misas y otras cargas pías. || ~ colativa. f. La que el ordinario erige en beneficio, reservando para sí la colación. || ~ laical. f. Aquella en que no intervenía la autoridad eclesiástica.

27. CLOACAS: Conducto por donde van las aguas sucias o las inmundicias de las poblaciones. 

28. COBERTURA BOSCOSA: Hace referencia a extensión de flora, característica de regiones boscosas.

29. COLACOT: Confederación Latinoamericana de Cooperativas de Trabajadores.
30. COMODATO: es un contrato en que una de las partes entrega a la otra gratuitamente una especie mueble o raíz para que haga uso de ella y con cargo de restituir la misma especie después de terminar el uso.

31. COMUNIDAD INTERNACIONAL: Conjunto de las personas de externos pueblos, regiones o naciones, unidas por acuerdos políticos y económicos. Cada una de las cuatro organizaciones internacionales sucesivas en las que se han agrupado los partidos políticos y sindicatos de ideología revolucionaria desde mediados del siglo XIX. Corte Penal Internacional, derecho ~, mandato ~, Tribunal Penal Internacional. 

32. COMUNIDADES INDÍGENAS: Es el grupo o conjunto de familias de ascendencia Amerindia, que tienen conciencia de identidad y comparten valores, rasgos usos y costumbres de su cultura.

33. COMUNIDADES: Cualidad de común (ǁ que, no siendo privativamente de ninguno, pertenece o se extiende a varios). || 2. Conjunto de las personas de un pueblo, región o nación. || 3. Conjunto de naciones unidas por acuerdos políticos y económicos. Comunidad Europea. || 4. Conjunto de personas vinculadas por características o intereses comunes. Comunidad católica, lingüística. || 5. comunidad autónoma. || 6. Junta o congregación de personas que viven unidas bajo ciertas constituciones y reglas, como los conventos, colegios, etc. || 7. Común de los vecinos de una ciudad o villa realengas de cualquiera de los antiguos reinos de España, dirigido y representado por su concejo. || 8. Levantamientos populares, principalmente los de Castilla en tiempos de Carlos I. ORTOGR. Escr. con may. inicial. || ~ autónoma. f. Entidad territorial que, dentro del ordenamiento constitucional del Estado español, está dotada de autonomía legislativa y competencias ejecutivas, así como de la facultad de administrarse mediante sus propios representantes. || de ~. loc. adv. en común (ǁ disfrutado por varios sin pertenecer a ninguno en particular). 

34. CONGLOMERADO: Hace referencia a un grupo social con características similares.

35. CONSUMIDORES: Personas que compra productos de consumo.

36. CONVIVIR: Vivir en compañía de otro u otros. Dentro del trabajo hace referencia a un plan de gobierno durante la gobernación de Álvaro Uribe Vélez en el departamento de Antioquia donde se conformaron Cooperativas de Seguridad.

37. COOPERATIVA: Que coopera o puede cooperar a algo. || 2. f. sociedad cooperativa. 

38. CORRUPCIÓN: Acción y efecto de corromper. || 2. Alteración o vicio en un libro o escrito. || 3. Vicio o abuso introducido en las cosas no materiales. Corrupción de costumbres, de voces. || 4. Der. En las organizaciones, especialmente en las públicas, práctica consistente en la utilización de las funciones y medios de aquellas en provecho, económico o de otra índole, de sus gestores.  

39. CRÉDITOS: Cantidad de dinero, o cosa equivalente, que alguien debe a una persona o entidad, y que el acreedor tiene derecho de exigir y cobrar. || 2. Apoyo, abono, comprobación. 

40. DADIVAS: Cosa que se da gratuitamente. || acometer con ~. fr. Intentar o pretender cohecho o soborno. 

41. DIVERSIFICACIÓN: Convertir en múltiple y diverso lo que era uniforme y único. Diversificar los intereses.

42. DANE: Departamento Administrativo de Estadística.

43. DERECHO: Conjunto de principios y normas, expresivos de una idea de justicia y de orden, que regulan las relaciones humanas en toda sociedad y cuya observancia puede ser impuesta de manera coactiva. || 15. Ciencia que estudia estos principios y preceptos. 

44. DESEMPLEO: Adjetivo. Calidad de desempleado. Ocio involuntario de una persona que desea trabajo a los tipo de salario vigente, pero que no logra encontrarlo.

45. DOMINIO: Poder que alguien tiene de usar y disponer de lo suyo o ascendiente que se ejerce sobre otra u otras personas.

46. ENERGÍA EOLICA: Eficacia, poder, virtud para obrar. || 2. Fís. Capacidad para realizar un trabajo. Se mide en julios. (Símb. E). || ~ atómica. f. energía nuclear. || ~ cinética. f. Fís. La que posee un cuerpo por razón de su movimiento. || ~ de ionización. f. Fís. energía mínima necesaria para ionizar una molécula o átomo. || ~ nuclear. f. La obtenida por la fusión o fisión de núcleos atómicos. || ~ potencial. f. Fís. Capacidad de un cuerpo para realizar trabajo en razón de su posición en un campo de fuerzas. || ~ radiante. f. Fís. energía existente en un medio físico, causada por ondas electromagnéticas, mediante las cuales se propaga directamente sin desplazamiento de la materia. || 2. Fís. energía causada por una corriente de partículas, como electrones, protones, etc.

47. ECOSISTEMA: Comunidad de los seres vivos cuyos procesos vitales se relacionan entre sí y se desarrollan en función de los factores físicos de un mismo ambiente.  

48. ELN: Ejercito de Liberación Nacional. 

49. EPL: Ejercito Popular de Liberación.

50. EMPLEO: Acción y efecto de emplear, ocupación, oficio.

51. EPS: Entidades Prestadoras de Salud.

52. ETNIA: Comunidad humana definida por afinidades raciales, lingüísticas, culturales, etc.

53. EXPROPIACIÓN: Procedimiento judicial que declara de utilidad publica e interés social la adquisición de un inmueble urbano o Rural, por el Estado.

54. EXTINCIÓN DE DOMINIO: Proceso Administrativo tendiente a acreditar la in explotación de un predio, que tiene cultivos ilícitos. Quien no cumple con las normas sobre protección de los recursos naturales. Comprobada la respectiva causal vuelve al Estado:

55. FISICOQUÍMICO: adj. Perteneciente o relativo a la fisicoquímica. || 2. m. y f. Especialista en fisicoquímica. || 3. f. Parte de las ciencias naturales que estudia los fenómenos comunes a la física y a la química. 

56. FLANCOS: Cada una de las dos partes laterales de un cuerpo considerado de frente. El flanco derecho. Por el flanco izquierdo. || 2. Lado o costado de un buque. || 3. Lado de una fuerza militar, o zona lateral e inmediata a ella. || 4. Mil. Parte del baluarte que hace ángulo entrante con la cortina y saliente con el frente. || 5. Mil. Cada uno de los dos muros que unen al recinto fortificado las caras de un baluarte. || ~ del escudo. m. Heráld. Cada uno de sus costados en el sentido de su longitud, y de un tercio de su anchura. || ~ retirado. m. Mil. El del baluarte cuando está cubierto con el orejón. 

57. FARC: Fuerzas Revolucionarias Armadas de Colombia. 

58. FUNDOS: (Del lat. fundus, fondo). adj. ant. profundo. || 2. m. Der. Heredad o finca rústica. 

59. FRUTICULTURA: (De fruto y -cultura). f. Cultivo de las plantas que producen frutas. 

60. FLAGELO: Instrumento para azotar. || 2. Aflicción, calamidad. || 3. Embate repetido del agua. || 4. Biol. En ciertas células, orgánulo filiforme semejante a un cilio, pero más largo y capaz de diferentes movimientos. 

61. GANADERÍA: (De ganadero). f. Conjunto de los ganados de una región o país. || 2. Conjunto de reses bravas de la misma casta que se conocen con el nombre del propietario. || 3. Crianza, granjería o tráfico de ganados. 

62. GÉNESIS: (Del lat. genĕsis, y este del gr. γένεσις). f. Origen o principio de algo. || 2. Serie encadenada de hechos y de causas que conducen a un resultado. || 3. m. Título del primer libro del Antiguo Testamento, en que se da una explicación del origen del mundo. ORTOGR. Escr. con may. inicial. 

63. GRANJAS AUTOSUFICIENTES: (Del fr. grange). f. Hacienda de campo dentro de la cual suele haber un caserío donde se recogen la gente de labor y el ganado. Actúa por si sola || 2. Finca dedicada a la cría de animales. || 3. Establecimiento donde se venden o sirven productos lácteos. || ~ escuela. f. granja en la que se enseña el cuidado de los animales y el cultivo de las plantas. 

64. GUERRILLAS CAMPESINAS: Del dim. de guerra). f. escaramuza (ǁ pelea de poca importancia). || 2. Partida de tropa ligera, que hace las descubiertas y rompe las primeras escaramuzas. || 3. Partida de paisanos, por lo común no muy numerosa, que al mando de un jefe particular y con poca o ninguna dependencia de los del Ejército, acosa y molesta al enemigo.

65. HECTÁREA: Cuadrado que mide 100 metros por cada lado, es decir, espacio de 10.000 metros cuadrados de superficie.

66. HACINADO: Amontonado, acumulado, juntar sin orden. 

67. HOLOCAUSTO: (Del latín holocaustum, y este del griego καυστος). Gran matanza de seres humanos. || 2. Acto de abnegación total que se lleva a cabo por amor. || 3. Entre los israelitas especialmente, sacrificio en que se quemaba toda la víctima.

68. HORDAS: (Del francés horde, y este del mongol orda; cf. turco ordu, campamento militar). f. Comunidad de salvajes nómadas. || 2. Grupo de gente que obra sin disciplina y con violencia. 

69. HIDROCARBUROS: Cada uno de los compuestos químicos resultantes de la combinación del carbono con el hidrógeno.

70. INANICIÓN: (Del lat. inanitĭo, -ōnis). f. Biol. Debilidad grande por falta de alimento o por otras causas.

71. IMPORTACIONES: (De importar). f. Acción de importar mercancías, costumbres, etc., de otro país. || 2. Conjunto de cosas importadas. 

72. INDIGENTES: (Del lat. indigentĭa). f. Falta de medios para alimentarse, para vestirse, etc. 

73. INQUISICIÓN: (Del lat. inquisitĭo, -ōnis). f. Acción y efecto de inquirir. || 2. Cárcel destinada a los reos pertenecientes al antiguo Tribunal eclesiástico de la Inquisición. || Examinar los papeles, y separar los inútiles para quemarlos. □ V. comisario de la Inquisición, Consejo de la Inquisición, vara de Inquisición. 

74. INCORA: Instituto Colombiano de Reforma Agraria. 

75. INFRAESTRUCTURA: Parte de una construcción que está bajo el nivel del suelo. || 2. Conjunto de elementos o servicios que se consideran necesarios para la creación y funcionamiento de una organización cualquiera. Infraestructura aérea, social, económica.

76. INSURGENCIA: Levantamiento contra la autoridad. Insurgencia militar, sindical, urbana. || 2. Grupo que protagoniza una insurgencia. La insurgencia estaba dispuesta a reunirse con el presidente. 

77. KIBUTZ: (Del fr. kibboutz, voz de or. hebr.). m. En Israel, colonia agrícola de producción y consumo comunitarios. 

78. LABORAL: adj. Perteneciente o relativo al trabajo, en su aspecto económico, jurídico y social. □ V. calendario ~, incapacidad.

79. LATIFUNDIOS: Propiedad rural extensa y por lo general inadecuadamente explotada.

80. LEGISLACIÓN AGRARIA: Es el conjunto de leyes, decretos y reglamentos que rigen la actividad agropecuaria en sus diversas formas y las relaciones entre las personas vinculadas a tales actividades en el orden agrario.

81. M – 19: Movimiento 19 de Abril.

82. MINERÍA: f. Arte de laborear las minas. || 2. Conjunto de los individuos que se dedican a este trabajo. || 3. Conjunto de los facultativos que entienden en cuanto concierne a ese trabajo. || 4. Conjunto de las minas y explotaciones mineras de una nación o comarca.

83. MOEC: Movimiento Obrero Estudiantil Campesino.

84. MRL: Movimiento Revolucionario Liberal.

85. NARCOTRÁFICO: Comercio de drogas tóxicas en grandes cantidades. 

86. NEOLIBERALISMO: Teoría política que tiende a reducir al mínimo la intervención del Estado. Sus características básicas se estas son: la desregulación, medio que elimina parte de los controles oficiales a favor de la producción privada de bienes y servicios; desincorporación de entidades públicas; venta de bienes de inversión a particulares; concesión a la iniciativa privada de servicios, principalmente los de comunicaciones y transportes;  Eliminación de subsidios; Adelgazamiento del aparato burocrático; y, crecimiento del Ejercito Industrial de Reserva.

87. OEA: Organización de Estados Americanos.

88. OIT: Organización Internacional del Trabajo.

89. ONG: Organización No Gubernamental.

90. ONU: Organización de las Naciones Unidas.

91. OTAN: Organización del Tratado del Atlántico Norte.

92. OPEP: Organización de Países Productores de Petróleo.

93. PANACEA: (Del latín panacēa, y este del gr. πανάκεια). f. Medicamento a que se atribuye eficacia para curar diversas enfermedades. || 2. Remedio o solución general para cualquier mal. 

94. PATRIMONIO: Conjunto de bienes pertenecientes a una persona natural o jurídica, o afectos a un fin, susceptibles de estimación económica.

95. PARAMILITARES: (De para- y militar). adj. Dicho de una organización civil: Con estructura o disciplina de tipo militar.

96. PESQUERAS: (Del lat. piscarius). adj. Que pesca. || 2. Perteneciente o relativo a la pesca. Industria pesquera. || 3. m. Barco pesquero. || 4. f. Sitio o lugar donde frecuentemente se pesca. || 5. presa (ǁ muro para almacenar el agua). 

97. PLANTACIÓN: Asentar o colocar una cosa en el lugar en donde debe estar para usar de ella (siembra; cultivo, plantío).

98. PLUSVALÍA: Parte del valor generado por el trabajo del obrero, por la utilización de su fuerza de trabajo, que queda en poder del capitalista dentro del análisis marxista. La fuerza de trabajo es una particular mercancía cuyo valor de cambio (salario)es menor que el valor que aporta al producto. La diferencia entre el salario pagado al obrero y la parte del valor que éste aporta al producto(valor) se llama plusvalía. Para el marxismo, la fuerza de trabajo es la única fuente de plusvalía, la única creadora de nuevo valor. Las materias primas y maquinarias utilizadas sólo transfieren su valor al nuevo producto. No lo incrementan. Siendo así, durante la jornada de trabajo el obrero debe crear valor para cubrir su salario, y la plusvalía que corresponde al capitalista. El tiempo que tarda en crear su salario es el tiempo de trabajo necesario, en tanto que el que corresponde a la plusvalía, es el tiempo de trabajo excedente. 

99. PODER: Tener expedita la facultad o potencia de hacer algo. || 2. Tener facilidad, tiempo o lugar de hacer algo. U. m. con neg. || 3. coloq. Tener más fuerza que alguien, vencerle luchando cuerpo a cuerpo.4. intr. Ser más fuerte que alguien, ser capaz de vencerle

100. POBREZA: La pobreza es un fenómeno complejo y multidimensional, razón por la cual existen múltiples definiciones y maneras de medirla. Tradicionalmente se ha definido la pobreza como privación material, medida mediante el ingreso o el consumo del individuo o la familia. En este caso se habla de pobreza extrema o pobreza absoluta como la falta de ingreso necesario para satisfacer las necesidades de alimentación básicas. Estas últimas se suelen expresar en términos de requerimientos calóricos mínimos. Adicionalmente existe la definición de pobreza general o relativa, que es la falta de ingreso necesario para satisfacer tanto las necesidades alimentarias básicas como las necesidades no alimentarias básicas, tales como vestido, energía y vivienda (UNDP 2000). Lo que requieren los seres humanos para satisfacer sus necesidades básicas varía en el tiempo y entre las sociedades. Por ello cada país elabora sus propias líneas de pobreza de acuerdo con su nivel de desarrollo, normas sociales y valores. En Venezuela, el INE las establece calculando el costo de una canasta alimentaria, compuesta por productos típicos de la dieta del venezolano, que permita un consumo de 2.200 calorías por persona. Este costo define la línea de pobreza extrema. Para calcular la línea de pobreza relativa, que además del acceso a la canasta alimentaria incluye el acceso a una vivienda adecuada, vestido, educación, salud y servicios tales como electricidad y agua, se multiplica por dos el costo de la canasta alimentaria. Este sencillo método de calcular el costo de las necesidades básicas no alimentarias se aproxima bastante a la realidad, aunque los resultados varían dependiendo de la complejidad urbana (Molina 2003). Con fines de comparación internacional, el Banco Mundial calcula líneas de pobreza internacionales de $1 y $2 en términos de la Paridad de Poder de Compra (PPC) de 1993, donde la PPC mide el poder de compra relativo de las monedas de los países. De esta manera, las líneas de pobreza se expresan en una unidad común para todos los países. Se consideran en pobreza absoluta todas aquellas personas que viven con menos de $1 diario y en pobreza relativa aquellas que viven con menos de $2 diarios. La medición de la pobreza por vía del ingreso ha sido criticada por Sen (1980, 1996, 2001). El autor afirma que no hay “una correspondencia estrecha entre 1) la pobreza vista como escasez del ingreso, y 2) la pobreza vista como incapacidad para satisfacer algunas necesidades elementales y esenciales” (Sen 2001: 239). De manera que la pobreza no debe medirse sólo según el acceso a bienes materiales y sociales. Es necesario que los individuos tengan la capacidad de utilizarlos eficazmente, que les permita ser libres para procurarse su bienestar. Sen afirma que la conversión del ingreso en capacidades básicas puede variar de manera significativa entre los individuos, ya que está afectada por variables sobre las que una persona puede tener escaso o ningún control, como son la edad, el sexo, la localización y la epidemiología. Por ejemplo, dos individuos, uno joven y el otro anciano, pueden tener el mismo ingreso, pero al segundo se le hace más difícil convertir el ingreso en capacidad y podría requerir más ingreso (para medicinas, prótesis) con el fin de alcanzar los mismos funcionamientos. De manera que la pobreza puede ser más intensa que la medida mediante el ingreso, razón por la cual “utilizar una línea de pobreza que no varíe entre las personas, puede ser muy equivocado para identificar y evaluar la pobreza” (Sen 1996: 68). Por ello propone definir la pobreza en términos de la privación de la capacidad. La identificación de niveles mínimos aceptables de ciertas capacidades básicas (por debajo de las cuales se considera que las personas padecen de privaciones escandalosas) puede proporcionar un enfoque de la pobreza (Sen 1996: 67). Sen propone entonces un cambio de enfoque. En lugar de hacer énfasis en los bienes materiales (ingreso), hay que fijarse en las capacidades del individuo para poder vivir el tipo de vida que valora. En otras palabras, la pobreza es vista como limitación de la libertad de los individuos. 
Siguiendo el enfoque de Sen, el UNDP define la pobreza tomando en consideración la carencia de capacidades humanas básicas que se manifiestan en problemas tales como analfabetismo, desnutrición, tiempo de vida corto, mala salud materna y padecimientos por enfermedades prevenibles. Esta es la denominada pobreza humana, que no se enfoca en lo que la gente tiene o no tiene sino en lo que la gente puede o no puede hacer. Una manera indirecta de medirla es a través del acceso a bienes, servicios e infraestructura (energía, educación, comunicaciones, agua potable) necesarios para desarrollar las capacidades humanas básicas
. 
El problema con este enfoque radica en determinar qué tipo de bienes y servicios se deben seleccionar y qué ponderaciones darle a cada uno. El enfoque del UNDP, que incorpora otras dimensiones de la pobreza, es similar al método de la Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI). El mismo consiste en seleccionar un conjunto de necesidades básicas y calificar como pobre aquellos hogares que no satisfagan una de ellas, y como pobres extremos aquellos que no satisfagan más de una de ellas. En el Informe de Desarrollo Humano en Venezuela 2000 se utilizaron seis carencias básicas: la carencia de una vivienda adecuada, la carencia de servicios básicos de agua corriente y eliminación de excretas, el ausentismo escolar en menores entre 7 y 12 años, la vida en condiciones de hacinamiento crítico (más de tres personas por cuarto), una escolaridad muy baja del jefe del hogar (menos de tres grados de escolaridad) y una alta dependencia económica (mas de tres personas por cada persona ocupada). El carácter multidimensional y complejo de la pobreza, que va mucho más allá que la falta de ingreso o consumo, quedó plasmado en un reporte del Word Bank (2001) donde se describe: “the now established view of poverty as encompassing not only low income and consumption but also low achievement in education, health, nutrition, and other areas of human development (p. v)”. Tomando en consideración experiencias pasadas, así como los nuevos enfoques de la pobreza, el World Bank (2001) recomienda combatir la pobreza llevando a cabo acciones en tres áreas: a) Promover oportunidades materiales propiciando el crecimiento económico, la creación de trabajos, escuelas, crédito, servicios de agua y desecho de excretas, salud y educación; b) Facilitar el empoderamiento de los pobres, fortaleciendo su participación y haciendo que las instituciones estatales sean más accesibles y rindan cuentas a ellos. También eliminando barreras sociales resultado de discriminaciones por género, raza, religión o estatus social; c) Mejorando la seguridad de los pobres para reducir su vulnerabilidad ante enfermedades, ajustes económicos y desastres naturales. 

Por su parte, el UNDP (2003) afirma que para salir de la pobreza se necesita un enfoque multifacético que va más allá de las políticas requeridas para mantener la estabilidad y el crecimiento económico, así como un clima político estable. Por ello propone seis conjuntos de políticas: 1) Invertir en el desarrollo humano, es decir, salud, educación, nutrición, sanidad y agua, para fomentar la creación de una fuerza de trabajo productiva; 2) Ayudar a los pequeños agricultores a incrementar su productividad; 3) Invertir en infraestructura: electricidad, carreteras, puertos; 4) Implementar políticas de desarrollo industrial dirigidas a la pequeña y mediana industria. 5) Promover la equidad social y los derechos humanos para que los pobres y los marginados, incluidas las mujeres, tengan libertad y voz para influenciar en las decisiones que afectan sus vidas. 6) Promover la sustentabilidad ambiental y la buena gerencia de las ciudades para proveer ambientes seguros; De lo anterior se desprende que el problema de la pobreza es multidimensional y se debe atacar desde diferentes ángulos. Por un lado, se deben llevar a cabo políticas top-down (de arriba hacia abajo) que propicien la estabilidad y el crecimiento económico. Pero dichas políticas deben ser acompañadas por políticas bottom-up (de abajo hacia arriba) que promuevan el desarrollo de las capacidades de los individuos, mejoren la distribución del ingreso y permitan la participación de los pobres en la búsqueda de mejores condiciones de vida.

101. POBREZA EXTREMA., ABSOLUTA: Cualidad de pobre. || 2. Falta, escasez. || 3. Dejación voluntaria de todo lo que se posee, y de todo lo que el amor propio puede juzgar necesario, de la cual hacen voto público los religiosos el día de su profesión. 

102. PRODUCCIÓN: Es el rendimiento económico que normalmente produce un determinado suelo, según la destilación que se le haya dado promedialmente a la región.

103. PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA DEL DOMINIO: Usucapio. Modo de adquirir el dominio.

104. RESCATE: Facultad de la Administración de extinguir una concesión, asumiendo la gestión directa del servicio que constituía su objeto. || 5. Der. En los seguros de vida, derecho del tomador de apartarse del contrato, percibiendo la parte correspondiente de las primas destinadas a reservas por riesgos futuros. 

105. REPARTIMIENTO: Acción y efecto de repartir. || 2. Documento o registro en que consta lo que se ha repartido cada uno. || 3. Contribución o carga con que se grava a cada uno de los que voluntariamente, por obligación, o por necesidad, la aceptan o consienten.

106. SABANAS: Llanuras, en especial si son muy dilatadas, sin vegetación arbórea, estar sobrado de recursos, ser feliz.

107. SALARIO: Paga o remuneración regular. || 2. En especial, cantidad de dinero con que se retribuye a los trabajadores por cuenta ajena. || ~ mínimo. m. El que establece la ley como retribución mínima para cualquier trabajador. || ~ social. m. El que concede el Estado a personas sin ingresos para atender a sus necesidades primarias. || ~s de tramitación. m. pl. Los dejados de percibir por el trabajador durante el proceso de despido y que le son restituidos si obtiene sentencia favorable. 

108. SELVA: Terreno extenso, inculto y muy poblado de árboles. || 2. Abundancia desordenada de algo. || 3. Confusión, cuestión intrincada.

109. SUBSUELO: Terreno que está debajo de la capa labrantía o laborable o en general debajo de una capa de tierra. || 2. Parte profunda del terreno a la cual no llegan los aprovechamientos superficiales de los predios y en donde las leyes consideran estatuido el dominio público, facultando a la autoridad gubernativa para otorgar concesiones mineras.

110. SOSTENIBILIDAD: Dicho de un proceso: Que puede mantenerse por sí mismo, como lo hace, por ejemplo, un desarrollo económico sin ayuda exterior ni merma de los recursos existentes.

111. USO DE LA TIERRA: Es definido como una serie de actividades sobre la superficie de la tierra, llevadas a cabo por el hombre con la intención de obtener productos y/o beneficios a través del uso de los recursos de la tierra.

112. USO APROPIADO DE LA TIERRA: Donde la explotación de los recursos naturales no altera en una gran proporción el equilibrio ecológico del ecosistema.

113. VIOLENCIA: Cualidad de violento. || 2. Acción y efecto de violentar o violentarse. 

114. VITICULTURA: Cultivo de la vid. || 2. Arte de cultivar las vides. 

.
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ANEXOS

1. Resultados y análisis de encuestas de muestreo.

2. Hoja de datos compilados de la encuesta

3. Treinta (30) folios numerados de encuesta a los trabajadores rurales del sector agro productor colombiano, realizada entre los días nueve (09) al once (11) de julio de dos mil cinco (2005).

.ANÁLISIS  DE  RESULTADOS 

La encuesta de muestreo se realizó, entro los días Nueve (09) al Once (11) del mes de julio del años dos mil cinco (2005), a treinta (30) habitantes y trabajadores del corregimiento de El Hatillo, municipio de Albania, departamento de Santander. Se realizaron cinco preguntas  de investigación laboral y dos determinadotes (sexo y edad).

Los datos de la presente investigación no pretenden dar estadísticas específicas de la población campesina colombiana, sino es una muestra de un pequeño sector poblacional.

Observamos frente a la característica determinante del sexo que el ochenta por ciento (80%) de trabajo agrícola pertenece a los hombres, mientras que el veinte por ciento (20%) restante es realizado por mujeres.

	SEXO

	FEMENINO
	6

	MASCULINO
	24
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El promedio de edad entre los trabajadores del sector agro productor es de cuarenta y dos coma sesenta y siete años (42,67), cuyos picos oscilan entre los catorce (14) y los ochenta (80) años de edad.

Pregunta Nro. 1

¿Cuáles son las oportunidades de trabajo que se presentan en el corregimiento El Hatillo, Municipio de Albania, Departamento de Santander del Sur?

	BUENAS
	9

	REGULARES
	16

	MALAS
	5
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Ésta nos demuestra que el treinta por ciento (30%) de la población laboralmente activa en el sector agro productor, se encuentra satisfecha con las oportunidades de trabajo y desarrollo personal; mientras que el cincuenta y tres punto tres por ciento (53,3%) de la población se encuentra medianamente inconforme con las oportunidades de desarrollo laboral; encontrándonos que el dieciséis punto seis por ciento (16,6%) se encuentra totalmente insatisfecha con las oportunidades laborales que se presentan.

Pregunta Nro. 2

¿Cree, usted, que el pago por la labor que usted desempeña es?

	BUENO
	13

	REGULAR
	13

	MALO
	4
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Se revela que el cuarenta y tres coma tres por ciento (43,3%) de la población se considera bien remunerada, mientras que el mismo porcentaje se considera medianamente bien remunerada, y tan sólo el trece coma tres por ciento (13,3%) de la población encuestada se considera injustamente remunerada.

Observaremos, más adelante, en el estudio de la pregunta cuatro (04) que aún el sentimiento de remuneración justa que tienen los trabajadores del campo, su ingreso es altamente inferior al salario mínimo establecido, demostrando que para ellos es más importante la condición de estar empleado que la remuneración como tal, guardando profunda gratitud por quien les provee la oportunidad de emplearse aún en condiciones que no alcanzan al mínimo legal establecido.

Pregunta Nro. 3

La pregunta número tres (03) se divide en dos (02); la primera parte constituye los días que laboran en la semana, mientras que la segunda parte índica las horas de trabajo diarias de estos trabajadores del campo.

Pregunta Nro. 3 - A

¿Cuántos días a la semana trabaja usted?

El promedio general fue de cuatro, coma, cuarenta y siete (4,47) días a la semana, encontrando la media entre los picos que oscilan entre uno (01) y siete (07), encontrando que quien trabaja un solo día a la semana es un menor que estudia en el colegio y quién trabaja los siete (07) días de la semana constituyen el veinte por ciento (20%) de la población; los que trabajan seis (06) días el diez por ciento (10%); los que trabajan cinco (05) días el veinte por ciento (20%);  los que trabajan cuatro (04) días son el dieciséis, coma, seis por ciento (16,6%) de la población; los que trabajan tres (03) días son el dieciséis, coma, seis por ciento (16,6%) de la población; los que trabajan dos (02) días son el trece, coma, tres por ciento (13,3%) de la población. Lo que motiva a la gente a no trabajar cinco o seis días a la semana es la escasez de oferta de empleo, teniendo que turnarse los jornaleros los días de labor para poder distribuir el trabajo de una forma equitativa.

Pregunta Nro. 3 - B

¿Cuántos Horas al día trabaja usted?

El promedio general fue de ocho, coma, uno (8,1) horas al día, encontrando la media entre los picos que oscilan entre uno (08) y diez (10), encontrando que el noventa y seis, coma, seis por ciento (96,6%) trabaja ocho horas diarias y solo uno de los encuestados, una mujer de sesenta (60) años, tiene una jornada de diez (10) horas diarias. Lo que es normal en comparación a lo establecido como jornadas máximas de trabajo.

Pregunta Nro. 4

¿Cuál es el valor del jornal?

La pregunta número cuatro (04), también, se divide en dos (02), dependiendo la condición de pago que varia sí al trabajador se le proporciona o no alimentación durante la jornada de trabajo; cuando la jornada se paga sin alimentación se denomina “Todo Costo”.

El promedio del jornal proporcionando alimentación al trabajador es de Siete mil novecientos cuatro pesos con setenta y seis centavos ($7.904,76); mientras que sin proporcionar alimentación el promedio asciende a trece mil seiscientos treinta y seis pesos con treinta y seis centavos ($13.636,36).

De los encuestados tan sólo uno (01), se encuentra afiliado al sistema general de seguridad social integral. No reciben prestaciones sociales de ningún tipo, no se les da dotación (calzado y vestido de labor), y no se les da auxilio de transporte.

En promedio un trabajador del campo recibe mensualmente entre ciento cuarenta y un mil trescientos treinta y siete pesos con once centavos ($141.337,11), y, doscientos cuarenta y tres mil ochocientos dieciocho con doce centavos ($243.818,12), diferencia entre quienes reciben alimentación y los que no la reciben respectivamente. Esto aumenta la brecha existente entre los preceptos legales del código sustantivo del trabajo y lo que recibe efectivamente un trabajador agrario, sin contar el valor de las prestaciones sociales, indemnizaciones y parafiscales.

Pregunta Nro. 5

Lo que usted gana, ¿solventa las necesidades que se le presentan en su diario vivir?

	SI
	9

	NO
	21
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Lo anteriormente dicho se corrobora las respuestas a esta pregunta, pues, aunque existe un profundo sentimiento de valoración del hecho de trabajar, no se hace en condiciones justas que permitan la satisfacción de las necesidades básicas, y ni para que mencionar las de segundo y tercer grado.

Maribel Rojas Martín

Jorge Alberto García Díaz

jagad50@yahoo.com.ar
Viviana Patricia Ovalle Roncancio

Universidad Cooperativa De Colombia
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� ECONOMÍA Y DERECHO, Según la Concepción Materialista de la Historia. Stammler, Rudolf. Cuarta Edición. Editorial REUS, traducido del Alemán por W. Roces. MADRID, ESPAÑA. 1.929. Pág. 140.


� Si la norma es irrefragablemente obligatoria y si despliega una fuerza capaz de obtener la observancia generalizada, debe tener un órgano adecuado para conseguirla. Actualmente, tal entidad es el estado, organización colectiva de un pueblo en unidad de querer y de acción. El Estado, pues, aparece como el órgano del querer unitario y de la fuerza organizada, para hacer valer la norma jurídica contra los deseos individuales anarquistas y las voluntades particulares contrarias a los fines sociales. La tutela del Derecho es ejercida por el Estado en forma preventiva, cuando pretende impedir la violación de la norma jurídica y en forma represiva, dirigida a constreñir – si todavía es posible- a la ejecución de la norma o a sufrir las consecuencias de la violación. El juez, constatando la infracción, restablece coactivamente el orden alterado en representación de la Sociedad. En sentido lato, la realización del Derecho es función y vocación del Estado; pero esto no significa también que la formación de la norma se cumpla sólo por el estado. En efecto, además de la Ley, hay distintas maneras de realización del Derecho, emanadas de otros órganos; tales son, por ejemplo, la costumbre derivada de la conciencia popular, la jurisprudencia, como labor humanizaste e integradora del Derecho, y el Derecho autonómico mismo de las instituciones y entes colectivos. No es menos cierto, sin embargo, que si la formación del Derecho no constituye la obra exclusiva del Estado, es éste el que le imprime el sello de verdadera y propia norma jurídica, como órgano superior y depositario del querer colectivo.


� CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA DE 1.991. Editorial LEGIS 2005. Pág. 8.


� Sentencia C-022/96. Hnble. Corte Constitucional. Magistrado Ponente: Dr. Carlos Gaviria Díaz


� Seminario sobre la pobreza, organizado por el Banco de la República y Planeación Nacional, el miércoles 30 de marzo de 2005, en la Universidad de los Andes; Bogotá, D.C,.


� Principios y rutas fundamentales que orientarán el proceso administrativo para alcanzar los objetivos a los que se desea llegar. Una estrategia muestra cómo una institución pretende llegar a esos objetivos. Se pueden distinguir tres tipos de estrategias, de corto, mediano y largo plazos según el horizonte temporal. Término utilizado para identificar las operaciones fundamentales tácticas del aparato económico. Su adaptación a esquemas de planeación obedece a la necesidad de dirigir la conducta adecuada de los agentes económicos, en situaciones diferentes y hasta opuestas. En otras palabras constituye la ruta a seguir por las grandes líneas de acción contenidas en las políticas nacionales para alcanzar los propósitos, objetivos y metas planteados en el corto, mediano y largo plazos.


� La nueva Constitución Política definió a Colombia como un Estado social de derecho en su artículo primero. Se trata de una definición ontológica del Estado, de suerte que el concepto Estado social de derecho no es una cualidad accesoria del Estado sino parte de su esencia misma. La concepción clásica del Estado de derecho no desaparece pues sino que viene a armonizarse con la condición social del mismo, al encontrar en la dignidad de la persona el punto de fusión. Así, a la seguridad jurídica que proporciona la legalidad se le a una la efectividad de los derechos humanos que se desprende del concepto de lo social. El respeto por los derechos humanos, de un lado, y el acatamiento de unos principios rectores de la actuación estatal, por otro lado, constituyen las consecuencias prácticas de la filosofía del Estado social de derecho. En este sentido el concepto de Estado social de derecho se desarrolla en tres principios orgánicos: legalidad; independencia y colaboración de las ramas del poder público para el cumplimiento de los fines esenciales del Estado; y criterios de excelencia. Sentencia T-449/92. Hnble. Corte Constitucional.  Magistrado Ponente: Dr. Alejandro Martínez Caballero.


� METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN. Hernández, Fernández y Bautista. Editorial Mac Graw Hill. México DF. 1.998. Pág. 44


� Diario EL TIEMPO, Sección ECONÓMICAS, Estadísticas / Para Hogares de más de 4 personas. “Sí una familia no genera un millón de pesos es pobre” jueves 31 de marzo de 2005 página 1-15.


Seminario sobre la pobreza, organizado por el Banco de la República y Planeación Nacional, el miércoles 30 de marzo de 2005, en la Universidad de los Andes; Bogotá, D.C,.


� Lora, Eduardo; EL DESEMPLEO ¿Qué Hacer? Editorial Alfa y Omega. Octubre de 2001.


� Ver tabla Nro. 2 Página 45.


� Durante el primer semestre de 2005, se registraron - en promedio - 848 casos diarios de desplazamiento forzado (ACNUR). El año anterior esta cifra fue de 724 personas desarraigadas, según la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento, CODHES. De esta manera, la cifra "consolida un total aproximado de 153.463 víctimas de este delito durante el primer semestre de 2005, lo que representa un incremento del 15 por ciento con relación al mismo período de 2004 cuando se registró el desplazamiento de una población estimada en 130.346 personas" – (CODHES, Agosto de 2005).


� La vida (del latín vita) es un concepto abstracto y por tanto difuso y difícil de definir. Por esto se suele definir en contraposición a la no vida o lo inerte, especialmente aludiendo a las propiedades diferenciadoras. La frontera entre lo vivo y lo no vivo tampoco está clara, ya que hay estructuras como los virus que no comparten todas las propiedades de la materia viva. Como tampoco está clara la frontera entre la vida y la muerte, haciendo difícil determinar cuando acontece exactamente esta última. A pesar de todo, definir así la vida sería una versión suave de la definición fisiológica que se explica más adelante. Ésta es muy simple y permite incluir como seres vivos, por ejemplo, a los cristales minerales los cuales crecen, responden al medio, se reproducen y por supuesto consumen energía al crecer y propagarse. Se hace necesario, pues, buscar otras características propias de la vida más allá de las puramente intuitivas. La definición de vida, en realidad, es algo bastante más complejo y difícil es dar una u otra definición por buena como veremos. Tal definición ha seguido una evolución paralela a la que ha seguido la ciencia que la define, la biología.


� CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA DE 1.991. Editorial LEGIS 2005. Pág. 8.


� Sentencia T-444/99. Hnble. Corte Constitucional.  Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� Es la carencia de recursos necesarios para satisfacer las necesidades de una población o grupo de personas especificas, sin tampoco tener la capacidad y oportunidad de como producir esos recursos necesarios. Condición en la que se tienen tan pocos recursos (como dinero o tierra) que no se pueden obtener las necesidades básicas para la vida (como la comida, la ropa y la vivienda) ni participar en la vida de la comunidad local o sociedad. La pobreza describe un amplio rango de circunstancias asociadas con la necesidad, dificultad al acceso y carencia de recursos. La pobreza es un término comparativo utilizado para describir una situación en la que se encuentra una gran parte de la humanidad y que se percibe como la carencia, escasez o falta de los bienes más elementales como por ejemplo alimentos, vivienda, educación o asistencia sanitaria.


� May, Ernesto. LA POBREZA EN COLOMBIA. Estudio del Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento. 1.998. Pág. 244.


� Bonanza producida por la guerra en Irak del 2.003, y el desabastecimiento mundial de petróleo que llevo a que el barril de crudo (WTI – Referencia para Colombia) alcanzó los 60 dólares americanos, la cual se mantiene en vigencia.


� Las cifras provienen de la comparación de datos de la encuesta de hogares realizada por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) en septiembre de 1.992 contra los datos de la encuesta de hogares realizada por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) presentados el 30 de marzo de 2.005, en un seminario sobre la pobreza, organizado por el Banco de la República y Planeación Nacional en la Universidad de los Andes en Bogotá, D.C.,.


� May, Ernesto. LA POBREZA EN COLOMBIA. Estudio del Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento. 1.998. Pág. 245.


� Por el Departamento Nacional de Estadística DANE.


� Las cifras provienen de datos de las encuestas de hogares realizadas por el Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas (DANE) en septiembre de 1.992 (ENH77). Los datos urbanos corresponden a 33 ciudades / áreas metropolitanas, y los rurales a cuatro regiones del país. Lamentablemente, la encuesta no se extendió a los Territorios Nacionales, ni se ha producido un nuevo estudio con la excusa de esperar los datos que arroje el censo realizado en el año 2005. La incidencia de pobreza se determinó según la “línea de indigencia” calculada por el DANE. Para reflejar las diferencias en el costo de la vida, se emplearon quince líneas (catorce para ciudad y una para el campo), cuyo valor mensual por persona se situaba entre U$ 25 y U$ 33. Estas líneas representan aproximadamente un 50% del ingreso mensual promedio del habitante rural, y un 25% del ingreso mensual promedio del habitante urbano. 


� Ibíd.


� Además de la “línea de indigencia” que se emplea aquí, el DANE calcula una “línea de pobreza” que representa el doble de la línea de indigencia del campo y 2.3. veces la de la ciudad. La CEPAL, en sus muchos estudios sobre la Pobreza en América Latina, hace uso de este método, consiente en definir una línea superior de pobreza, dos veces mayor a que la “Línea de pobreza absoluta”.


� Ver Glosario.


� Las cifras provienen de datos de las encuestas de hogares realizadas por el Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas (DANE) en septiembre de 1.992 (ENH77).


� Comunicado de prensa ECH, marzo 30 de 2005. Departamento Administrativo Nacional de Estadística.


� Ibíd.


� Desocupados: personas que en la semana de referencia se encontraban en una de las siguientes situaciones: Desempleo Abierto: - sin empleo en la semana de la referencia. – Hicieron diligencias para encontrar trabajo en el último mes – Disponibilidad. Desempleo Oculto: - Sin empleo en la semana de la referencia – no hicieron diligencias en el último mes, pero sí en el último año y tienen una razón valida de desaliento. – Disponibilidad.


� Tasa Global de Participación: Es la presión ejercida por la población por puestos de trabajo, permite conocer el número de ciudadanos que están dentro del mercado laboral, es una forma de medir la presión por la demanda de puesto de trabajo frente a la oferta de puestos de labor.


� Boletín publicado por el CODHES en abril 17 de 200. “BOLETÍN PARA LA CONSULTORÍA PARA LOS DERECHOS Y EL DESPLAZAMIENTO”. Pág. 2 – 3 – 13.


� Ibíd.


� Castro C., José F. 4° Informe Anual del Defensor del Pueblo al Congreso de Colombia. Universidad Nacional de Colombia. BOGOTÁ, D.C.,. 1997. Pág. 68 – 69.


� Sánchez, Gonzalo. Meetens, Donny. BANDOLEROS, GAMONALES Y CAMPESINOS. El caso de la violencia en Colombia. BOGOTÁ, D.C.,. El Áncora Editores. 2000. Pág. 25.


� Ibíd.. Pág. 31


� Sánchez, Gonzalo. Meetens, Donny. BANDOLEROS, GAMONALES Y CAMPESINOS. El caso de la violencia en Colombia. BOGOTÁ, D.C.,. El Áncora Editores. 2000. Pág. 312.


� Sánchez, Gonzalo. Meetens, Donny. BANDOLEROS, GAMONALES Y CAMPESINOS. El caso de la violencia en Colombia. BOGOTÁ, D.C.,. El Áncora Editores. 2000. Pág. 313.


� Alape, Arturo. LOS SUEÑOS Y LAS MONTAÑAS. BOGOTÁ, D.C.,. El Ancora Editores. 1985. “Se denominan Repúblicas independientes a los lugares ocupados por campesinos que se vieron obligados a refugiarse en las zonas montañosas apartadas, convertidas en zonas de autodefensa campesina, bajo el liderazgo comunista”.


� Garry M., Leech. CINCUENTA AÑOS DE VIOLENCIA. Red de informantes de las Américas. NY. EEUUA 2001. Pág. 19.


� Olmos Mora, Claudia María; Buitrago Varón, Edith. DESPLAZAMIENTO FORZADO; Reto de la Política Pública. Trabajo de Grado. Universidad Central. Facultad de Economía. BOGOTÁ, D.C.,. Diciembre de 2002.


� Castro C., José F. 4° Informe Anual del Defensor del Pueblo al Congreso de Colombia. Universidad Nacional de Colombia. BOGOTÁ, D.C.,. 1997. “Siete de cada diez hogares obligados a desplazarse tienen vínculos rurales y deben abandonar la tierra y la producción agropecuaria para hacinarse en zonas marginales urbanas. La población desplazada por la violencia en su gran mayoría esta integrada por mujeres y menores de edad, que representan a su vez los grupos más vulnerables de una población a la que le son arrebatados sus más elementales derechos civiles, políticos, sociales y culturales”. Pág. 4.


� Castro C., José F. 4° Informe Anual del Defensor del Pueblo al Congreso de Colombia. Universidad Nacional de Colombia. BOGOTÁ, D.C.,. 1997. Pág. 4.


� Sen, Amartya. DESARROLLO Y LIBERTAD. Barcelona, España. Editorial Planeta. 1998. Pág. 36.


� Ibíd. Pág. 37


� Meetens, Donny. VÍCTIMAS Y SOBREVIVIENTES DE LA GUERRA, Tres Miradas de Género. Revista Foro. Pág. 29


� Mapa Número 1. Fuente Vicepresidencia de Planeación. Dirección de investigación e información. Fundación Social. Pág. 42.


� Grafica número 1. Clasificación de las áreas por el grado de intervención antrogénica, en hectáreas (fuente IDEAM, 1.996). Página de Anexos.


� El criterio de separación de estas áreas se basa en el análisis realizado sobre el mapa de coberturas vegetales, usos y ocupación del espacio en Colombia desarrollado por el IDEAM; el cual separa las dos grandes áreas de acuerdo con la continuidad de las coberturas vegetales, que se diferencian en distintos niveles altitudinales, si se toma como límite entre estas áreas los 1.000 msnm.


� Mapa número 2. Nivel de intervención según uso del suelo. Fuente: INVIAS, 1.998; IDEAM, 2.000. Pág. 42.


� Gráfico número 2. Comparación de los usos del suelo por actividades productivas. (no incluye áreas marítimas. Fuente IDEAM 2.000. Página de Anexos.


� Mapa número 3. Redes viales y localización de asentamientos humanos en Colombia. Fuente INVIAS 1.998, IDEAM 2.000. Página 43.


� Gráfico número 3. Distribución de capitales departamentales por rangos de áreas, según perímetros urbanos. Fuente DANE 1.996. Página de Anexos.


� Ver Gráfico Nro. 3 y Mapa Nro. 4.


� Tabla Número 3. Grado de intervención del área por agro ecosistemas (hectáreas). Fuente, Mapa de coberturas Vegetables y usos del suelo. IDEAM, 1.996. Página de Anexos.


� El tema de la aptitud de los suelos en relación con los agroecosistemas se desarrolla en el contexto de los factores de productividad y estabilidad de suelos y tierras, expuestos en el capítulo 6, de geomorfología y suelos. No obstante, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (Igac) ha realizado importantes trabajos de clasificación agroecológica, con los que se determinan regiones con diferente aptitud, o sea, con factores que limitan su uso.


El Igac, en compañía del ICA, llevó a cabo el estudio de zonificación agroecológica de Colombia, en el que se hace énfasis en la relación suelo-planta-clima y se determinan zonas con características agroecológicas homogéneas.


� Mapa número 4. Agro ecosistemas. Fuente, IDEAM, 1.996. Página 44.


� Gráfica número 4. Áreas cultivadas y en pastos, por regiones,. Fuente, IDEAM, 1.995. Página de Anexos.


� Ver Tabla Nro. 5.


� Tabla de clasificación de los cultivos de acuerdo a la relación cobertura vegetal-piso, en hectáreas, 1996. Fuente: SISAC. Encuesta Nacional Agropecuaria, 1995. Ministerio de Agricultura, Anuario estadístico del sector agropecuario y pesquero, 1997. Federación de Cafeteros, 1997. IDEAM. Mapa de coberturas y usos del suelo en Colombia, 1996. Página de Anexos.


� Tabla de cultivos permanentes y transitorios en hectáreas, 1996. Fuente: SISAC. Encuesta Nacional Agropecuaria, 1995. Ministerio de Agricultura. Anuario estadístico del sector agropecuario y pesquero, 1997. Federación de Cafeteros, 1997. Mapa de coberturas y usos del suelo en Colombia, IDEAM, 1996. Página de Anexos.


� Castañeda Beltrán, Héctor. LOS PROCESOS AGRARIOS. Segunda Edición. Editorial LEYER. BOGOTÁ, D.C.,. 2001.


� Castañeda Beltrán, Héctor. LOS PROCESOS AGRARIOS. Segunda Edición. Editorial LEYER. BOGOTÁ, D.C.,. 2001. Pág. 234.


� Castañeda Beltrán, Héctor. LOS PROCESOS AGRARIOS. Segunda Edición. Editorial LEYER. BOGOTÁ, D.C.,. 2001. Página 235.


� Castañeda Beltrán, Héctor. LOS PROCESOS AGRARIOS. Segunda Edición. Editorial LEYER. BOGOTÁ, D.C.,. 2001. Pág. 236.


� Ibíd.. Pág. 237.


� Hernández Becerra, Augusto. LAS IDEAS POLÍTICAS EN LA HISTORIA. Editorial Universidad Externado de Colombia. BOGOTÁ, D.C.,. 1997. Pág. 87.


� Castañeda Beltrán, Héctor. LOS PROCESOS AGRARIOS. Segunda Edición. Editorial LEYER. BOGOTÁ, D.C.,. 2001. Pág. 238.


� Yances Prieto, Roberto. LEGISLACIÓN AGRARIA. Editorial LEYER. BOGOTÁ, D.C.,. 1995. Pág. 118.


� Ibíd. Pág. 119.


� Castañeda Beltrán, Héctor. LOS PROCESOS AGRARIOS. Segunda Edición. Editorial LEYER. BOGOTÁ, D.C.,. 2001. Pág. 240.


� Secretaría del Senado. Ley 4° de 1.973.


� Castañeda Beltrán, Héctor. LOS PROCESOS AGRARIOS. Segunda Edición. Editorial LEYER. BOGOTÁ, D.C.,. 2001. Pág. 243.


� Ibíd. Pág. 244.


� Castañeda Beltrán, Héctor. LOS PROCESOS AGRARIOS. Segunda Edición. Editorial LEYER. BOGOTÁ, D.C.,. 2001. Pág. 250.


� CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA. Editorial LEGIS. 2005. En Título II, De los Derechos, las Garantías y los Deberes. Capítulo 1° De los Derechos Fundamentales. Pág. 8.


� Decreto 2391 de 1.998.


� Mediante el Decreto 1165 del 28 de abril de 1997, se creó la Consejería Presidencial para la Atención Integral, la cual asumiría el rol central del diseño y coordinación de la política gubernamental del desplazamiento forzado.


� Vidal, Roberto. POLÍTICAS PÚBLICAS ENFRENTE DEL DESPLAZAMIENTO FORZADO. Revista, UNIVERSITAS, Pontificia Universidad Javeriana. Nro. 163. Diciembre de 1997. Pág. 18.


� Red de Solidaridad Social. Presidencia de la República. RED NACIONAL DE INFORMACIÓN DESPLAZADA. Febrero de 2001. Pág. 35.


� Secretaría de Gobierno, Ley 387 de 1997, artículo 5° “El SANAIPD esta constituido por el conjunto de entidades públicas, privadas y comunitarias que realizan planes, programas, proyectos y acciones específicas tendientes a la atención integral de la población desplazada”. Pág. 1.


� Presidencia de la República. PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2002 A 2006. Casa de Nariño. 2002. Pág. 15.


� Ibíd.. Pág. 15


� Ibíd. Pág. 15. 


� Presidencia de la República. PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2002 A 2006. Casa de Nariño. 2002 Pág. 16.


� Ibíd. Pág. 16.


� Ibíd. Pág. 17.


� Presidencia de la República. PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2002 A 2006. Casa de Nariño. 2002. Pág. 18.


� La Ley 962 de 2005, es llamada la “ley anti trámite”, dentro de la cual se modifican algunos procedimientos judiciales, administrativos y se permite por vía notarial abstenerse de llevar a la justicia ordinaria algunos procesos civiles y de familia, como lo es el de divorcio por mutuo consentimiento.


� Presidencia de la República. PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2002 A 2006. Casa de Nariño. 2002.  Pág. 20.


� Ibíd. Pág. 24.


� Definida como el volumen de crudo producido directamente por ECOPETROL más la producción que le corresponde en los contratos de asociación y las regalías de los campos actualmente en producción.


� Gráficos número 5 y 6 Escenarios de producción de crudo y Propiedad de la producción de crudo. Fuente: Presidencia de la República. PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2002 A 2006. Casa de Nariño. 2002. Página de Anexos.


� Gráfico número 7. Exploración de crudo. Fuente: Presidencia de la República. PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2002 A 2006. Casa de Nariño. 2002. Página de Anexos.


� Expedir un permiso de exploración minera en Colombia tarda un año, debido principalmente a los numerosos trámites (58) para obtener el permiso, mientras que en países como Argentina y Chile se tardan de cuatro a cinco meses y en México, Bolivia y Perú son de máximo 15 días.


� Presidencia de la República, PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2002 A 2006. Casa de Nariño. 2002. Pág. 26.


� Ibíd. Pág. 26.


� Su estudio se profundizará en el Capítulo VIII de esta monografía.


� Flores Crespo, Pedro. Análisis de la relación entre  cooperativas, cultura y desarrollo local. Revista Contaduría y Administración, Página Nro. 199, octubre – diciembre del 2000. Estudiante de doctorado de la Universidad en desarrollo en la Universidad de York, Gran Bretaña.


� Philippe Buchez puede ser considerado ciertamente el "padre del cooperativismo francés". Siendo discípulo de Saint Simón, abandonó sus tesis cuando aquel comienza a incursionar en el plano religioso. Buchez, de fuerte formación católica, señala en su libro “Introduction à la science de l'histoire” que la etapa de la humanidad iniciada con la venida del cristianismo, estaba destinada a desarrollar los valores de igualdad, fraternidad y caridad. La Iglesia Católica, y las asociaciones de obreros y productores tendrían en tal sentido un alto nivel de responsabilidad para que ello ocurriera así. Su notorio acercamiento a las clases trabajadores queda testimoniado con el periódico L'Atelier, "órgano de los intereses morales y materiales de la clase obrera". Este órgano, que saldría entre 1840 y 1850, tenía por lema las palabras de San Pablo "el que no trabaja no come". Buchez, es considerado uno de los fundadores del pensamiento social-cristiano, o socialista-cristiano, como se divulgaba en la época.


�   Rauch, Armand y Cedrón Díaz, Ramón. Economía y Sociología del Trabajo, Análisis de la política de la Comunidad Europea  respecto a las empresas de economía social. Número 12, Madrid, España, junio de 1991, Pág. 47 y ss..


� Barea Tejeiro, José. La Economía Social en España. Ancora Editores. 1.992. Madrid, España. Pág. 44.


� Sarachu Oneto, Juan José. Disertación desarrollada durante el Simposio “LA IMPORTANCIA DE LAS COOPERATIVAS Y LA ECONOMÍA SOCIAL COMO INSTRUMENTO DE INCLUSIÓN Y COHESIÓN SOCIAL”. Uruguay, 2003. Pág. 31.


� Red Universitaria de las Ameritas en Estudios Cooperativos y Asociativismo. UNIRCOOP. 2003. Pág. 7.


� Ibíd. Pág. 8.


� Red Universitaria de las Ameritas en Estudios Cooperativos y Asociativismo, UNIRCOOP. 2003. Pág. 9.


�   Sarmiento Reyes, Antonio José y Guarín T. Belisario. 1999. Aspectos Legales de la Gestión Cooperativa, Pontificia Universidad Javeriana. Pág. 91.


� Realizada en la ciudad de Manchester, Gran Bretaña, 1995.


� Organización Internacional del Trabajo OIT,  RESOLUCIÓN N° 193 de 2.002, Artículo 2. Pág. 1.


� Ibíd. Pág. 1.


� Ibíd. Artículo 3 b. Pág. 2.


� Ibíd. Artículo 3 a. Pág. 3.


� Organización Internacional De Cooperativas De Producción Industrial, Artesanal Y De Servicios, DECLARACIÓN MUNDIAL SOBRE COOPERATIVISMO DE TRABAJO ASOCIADO. Aprobada en principio por la Asamblea General de CICOPA celebrada en Oslo el 6 de septiembre de 2003. Redacción final aprobada por el Comité Ejecutivo de CICOPA el 17 de Febrero de 2004.


� Decreto 468 de 1990, artículo 21. Pág. 10.


� LEY 79 de 1.990. Artículo 59. Pág. 17.


� Decreto 468 de 1.990.


� Además este proyecto de Ley busca: Limitar la condición de asociados cooperantes únicamente a entidades cooperativas, sin que tengan que participar en la administración y que no sean los clientes o beneficiarios de los productos o servicios de la cooperativa, permitiendo en esta forma el desarrollo autogestionario y autónomo, como elemento intrínseco de las Cooperativas de Trabajo Asociado; Mejorar en cuanto a Inspección, Vigilancia y Control, pues precisa la concurrencia de funciones entre los entes de control y la competencia prevalente en aquellos casos en los que el objeto social y el giro de actividades de la Cooperativa tengan que ver con las actividades de transporte, de vigilancia y seguridad privada y de salud, casos en los cuales será la respectiva Superintendencia del ramo quien asumirá de manera total las funciones de inspección, vigilancia y control; sin dejar de mencionar que el régimen de sanciones quedaría consagrado con mayores elementos coercitivos al prever multas de sumas significativas y la posibilidad de cancelación del registro, en los eventos relevantes; Busca eliminar la posibilidad de desvío de la figura hacia actividades absolutamente dependientes, laborales, de intermediación laboral o de trabajadores en misión y Suprimir “Modalidades de la relación de trabajo asociado” por ser conceptos de temporalidad e intermitencia contrarios a la esencia cooperativa de vincular el trabajo personal de sus asociados sin estar sujeta a la creación de puestos de trabajo, propio de los servicios temporales. Sin embargo este proyecto fue archivado en el segundo periodo legislativo del 2005.


� La Naturaleza jurídica y denominación social de este tipo de cooperativas de conformidad con un acuerdo cooperativo se constituye como una empresa asociativa, sin ánimo de lucro, de derecho privado, de responsabilidad limitada y con un número de asociados y patrimonio variable, limitado o ilimitado, según convenga, ocultando un prestamista, que además de tener un gran ánimo de lucro, vive de cobrar intereses por encima de los establecidos por la Superintendencia Bancaria, pues no está bajo su vigilancia; prestando a terceras personas que no son asociados cooperativos, entre otras.


� Secretaría de Gobierno. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto 468 artículo 1°. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 79 artículo 70. Pág. 26.


� En un estudio reciente realizado en el país con 285 productores cuya tenencia de la tierra es mayor de 10 hectáreas combinadas con propiedad privada, se encontró que su promedio de edad era de 50 años y que cerca de un tercio estaba por arriba de los 60 años, que su escolaridad era del 86% sin primaria terminada; de la misma forma la investigación reporta las diversas estrategias de supervivencia utilizadas por las familias campesinas que han permitido que este sector no desaparezca, encontrando que los ingresos monetarios de las familias eran diversificados. 1º. El ingreso por actividad agrícola es el más importante para las familias con un 45%. 2º. Los ingresos por la actividad ganadera con el 17.7%. 3º. Los ingresos que reporta el comercio con 11%. 4º. Los ingresos por sueldos y salarios con el 9.5%. 5º. Ingresos como jornaleros agrícolas con el 7%. 6º. Los ingresos por el desarrollo de oficios con el 6%. 7º. Los ingresos por las remesas o envíos de los familiares con un 2.3%. 8º. Ingresos por procesamiento y transformación de productos denominada industria familiar con el 1.2%. Véase Marcel Morales Ibarra. "Romper paradigmas, urbanización de lo rural." en Enlace urbanización de lo rural, revista mensual, enero 2001,  páginas 15-22.


� FUNDACIÓN FRIEDRICH EBERT, Grupo de Estudios Ambientales y Debase A. C. Foro Global de la ONG's Río 92. Acuerdo alternativo no gubernamental sobre cambio climático (mimeo), México: GEA / DEBASE / FES, 1993, página 52.


� Hacemos referencia a la experiencia de los Amish, mejor conocidos como puritanos o Cuáqueros, y a la Iglesia de Jesucristo de Los Santos de Los Últimos Días, mejor conocidos como Mormones; ambos grupos han encontrado que la producción agrícola constituida en Granjas Autosuficientes es económicamente viable y es respuesta para sobrellevar las vicisitudes económicas generalizadas, las plagas, las catástrofes naturales y el desplazamiento de un grupo poblacional.


� Realizado el día 11 de Junio de 1.992, Río de Janeiro, Brasil.


� Mechan, Jefferson. Permacultura Ecuador. MANUAL DE INTRODUCCIÓN AL DISEÑO PERMACULTURAL. (Memorias del I Curso Ecuatoriano de Permacultura), Ecuador: CIBT, 1992. Pág. 103.


� Ibíd. Pág. 106.


� A fin de evitar enfermedades y plagas en los suelos el estiércol debe tratarse. Se puede tapar con un plástico sellado en las orillas perfectamente, por un período de uno o dos meses. Información suministrada por la Dra. Anamaría García Díaz, Microbióloga Industrial, Agraria y Veterinaria de la Pontificia Universidad Javeriana.


� Para que estos animales sean utilizados como guardianes, es indispensable que tanto los cultivos, sobre todo los de la parte baja, así como los animales de la granja estén circulados, sino, el tener perros y gatos puede ser contraproducente. Información suministrada por la Dra. Anamaría García Díaz, Microbióloga Industrial, Agraria y Veterinaria de la Pontificia Universidad Javeriana.


� Gráfica No. 8. Diseño de granja autosuficiente con el sistema permacultural. Fuente: Mechan, Jefferson. Permacultura Ecuador. MANUAL DE INTRODUCCIÓN AL DISEÑO PERMACULTURAL. (Memorias del I Curso Ecuatoriano de Permacultura), Ecuador: CIBT, 1992. Anexos.


� Godoy Suárez, Álvaro. Ponencia presentada en el simposio internacional “El derecho agrario y la economía solidaria” , Medellín, Colombia. Abril 23 al 25 de 2.001. Versión corregida por la Fundación ciudadana para el Desarrollo Social y Comunitario. Pág. 3.


� El Bienestar Social debe estimarse en la satisfacción de las necesidades de salud, educación, alimentación, vestuario, vivienda y agricultura. Godoy Suárez, Álvaro. Ponencia presentada en el simposio internacional “El derecho agrario y la economía solidaria” , Medellín, Colombia. Abril 23 al 25 de 2.001. Versión corregida por la Fundación ciudadana para el Desarrollo Social y Comunitario.


� En lugar de ganar, acumular y competir, como lo expone el modelo capitalista.


� El cual infortunadamente se archivó en el segundo periodo legislativo de 2005.


� Verano Páez, Luis Francisco. El modelo de economía solidaria, una alternativa frente al neoliberalismo, Bogotá, COLACOT-CGTD, 1998. Pág. 54.


� El Dato proviene de un sondeo realizado en el caserío de El Hatillo, corregimiento de Albania, departamento de Santander, sector denominado “Límites”; en Julio de 2.005. Realizado a campesinos de la región que no son propietarios de la tierra que labran y que reciben alguna clase de contra prestación económica por la labor que desempeñan. En total se entrevistó a diez campesinos.


� Razeto M., Luis. Economía popular de solidaridad, identidad y proyecto en una visión integrada, Chile, Ediciones PET. Pág. 62.


� Ley 79 de 1.988. Congreso de la República. Diciembre 23 de 1.988. Diario Oficial No 38.648, del 10 de enero de 1989. “Por la cual se actualiza la legislación cooperativa”. Modificada por la Ley 454 de 1998, publicada en al Diario Oficial No. 43.357, de 6 de agosto de 1998, "Por la cual se dictan disposiciones en relación con el sistema financiero y asegurador, el mercado público de valores, las Superintendencias Bancaria y de Valores y se conceden unas facultades". Ley declarada EXEQUIBLE en cuanto a su trámite por la Corte Suprema de Justicia, mediante Sentencia No. 026 del 22 de febrero de 1990, Magistrado Ponente Dr. Hernando Gómez Otálora.


� “ARTICULO 2°. Declárese de interés común la promoción, la protección y el ejercicio del cooperativismo como un sistema eficaz para contribuir al desarrollo económico, al fortalecimiento de la democracia, a la equitativa distribución de la propiedad y del ingreso, a la racionalización de todas las actividades económicas y a la regulación de tarifas, tasas, costos y precios, en favor de la comunidad y en especial de las clases populares. El Estado garantiza el libre desarrollo del cooperativismo, mediante el estímulo, la protección y la vigilancia, sin perjuicio de la autonomía de las organizaciones cooperativas”. Ley 79 de 1.988.


� Encuesta realizada en el Corregimiento “El Hatillo”, municipio de Albania, Departamento de Santander del Sur en Julio de 2005, a treinta campesinos de la región, personas de ambos sexos y diferentes edades. Las Encuestas, Resultados y Análisis se encuentran en los anexos de este Trabajo de Grado.


� Historia de COLANTA, Fuente: http://www.colanta.com.co/Colanta/index.php/colanta


� Fuente: Revista Portafolio. Casa Editorial El Tiempo. Sección Económicas. 22 de Febrero de 2006. Pág. 4


� Artículo 61. Ley 79 de 1.988. Capítulo VII. Clases de Cooperativas.


� Procedimiento establecido en la Circular 004 de 2005 de la Superintendencia de la Economía Solidaria.


� La explotación pecuaria, entendemos que debe hacerse en la forma conocida como intensiva, es decir, en el menor número de metros cuadrados criar el mayor número de animales, como se realiza en  Argentina, donde no se utiliza la extensión de la pampa para criar pocas reses, como actualmente en Colombia, sino se han creado criaderos donde la res pocas veces se mueve y le es traída la comida, la sal y el agua necesarios para su subsistencia. En Colombia en una extensión de 100 metros cuadrados, se pasta en promedio una res.


� Ley 153 de 1.887, artículos 101 y siguientes.


� Ricardo, David. Principios de economía política y tributación. Gran Bretaña. 1.817. Concepción de Aldea Global con distribución definida de producción especializada. Smith, Adam. “Investigación sobre la naturaleza y causas de la riqueza de las naciones (o simplemente La riqueza de las naciones)”. Gran Bretaña. 1.776. Esta obra representa el intento por diferenciar la economía política de la ciencia política, la ética y la jurisprudencia.


� ONU – Informe Sobre Desarrollo Humano 2005. La cooperación internacional ante una encrucijada ayuda al desarrollo, comercio y seguridad en un mundo desigual. Pág. 12.


� ONU – Invirtiendo en el Desarrollo. Un plan estratégico para conseguir los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Proyecto Milenio de las Naciones Unidas. Jeffrey D. Sachs (Director). Ver anexo.


� Celebrada en septiembre del año 2000. Monterrey, México.


�  ONU – Invirtiendo en el Desarrollo. Un plan estratégico para conseguir los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Proyecto Milenio de las Naciones Unidas. Jeffrey D. Sachs (Director). Pág. 13.


� Las Trampas de la pobreza, según la ONU, son: (1) las tasas de ahorros bajas; (2) Los bajos ingresos impositivos; (3)Escasas inversiones Extranjeras; (4) Los conflictos violentos; (5) Éxodo de cerebros o fuga de capital humano preparado; (6) El rápido y exagerado crecimiento demográfico; y (7) La degradación ambiental. ONU – Invirtiendo en el Desarrollo. Un plan estratégico para conseguir los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Proyecto Milenio de las Naciones Unidas. Jeffrey D. Sachs (Director). Pág. 51.


� Concepción del maestro Norberto Bobbio en su libro “Introducción al Derecho”. Traducción hecha por el Dr. Mario Fernández. Editorial U. Externado de Colombia. Pág. 67.


� El UNDP elabora un Índice de Pobreza Humana para los países en desarrollo tomando en cuenta tres dimensiones: una vida larga y saludable, medida por la probabilidad al nacer de alcanzar la edad de 40 años; conocimiento, medido por la tasa de alfabetismo; y un nivel de vida decente, medido por el porcentaje de la población que tiene acceso a agua potable y el porcentaje de niños con deficiencias de peso. La manera como se construye el índice se puede ver en UNDP (2003).
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		¿Lo que usted gana, solventa las necesidades que se le presentan en su diario vivir?

		SI		9

		NO		21





GRÁFICAS

		

						GRÁFICAS

						PREGUNTA N° 1

				¿Cuáles son las oportunidades de trabajo que se presentan en el corregimiento El Hatillo, Municipio de Albania, Departamento de Santander del Sur?

						PREGUNTA N° 2

				¿Cree, usted, que el pago por la labor que usted desempeña es?

						PREGUNTA N° 5

				¿Lo que usted gana, solventa las necesidades que se le presentan en su diario vivir?





GRÁFICAS

		FEMENINO

		MASCULINO



S E X O

6

24



DATOS

		BUENAS

		REGULARES

		MALAS



9

16

5



		BUENO

		REGULAR

		MALO



13

13

4



		SI

		NO



9

21



		

		SEXO		EDAD		PREGUNTA 1		PREGUNTA 2		PREGUNTA 3		PREGUNTA 3-2		PREGUNTA 4		PREGUNTA 4-1		PREGUNTA 5

		M		32		BUENA		BUENO		6		8				20000		NO

		M		70		BUENA		BUENO		7		8		9000		15000		SI

		M		50		BUENA		BUENO		5		8				15000		SI

		M		37		REGULAR		BUENO		7		8		8000		15000		NO

		M		42		MALA		BUENO		4		8				15000		NO

		M		62		MALA		BUENO		2		8				14000		NO

		F		60		BUENA		BUENO		7		10		8000		13000		SI

		M		42		REGULAR		REGULAR		5		8		8000		13000		NO

		M		40		REGULAR		REGULAR		5		8		8000		13000		NO

		M		45		REGULAR		REGULAR		4		8				13000		NO

		M		37		MALA		MALO		7		8		8000		14000		NO

		M		80		REGULAR		REGULAR		4		8		8000		13000		NO

		M		16		REGULAR		MALO		1		8		8000		13000		NO

		M		62		BUENA		BUENO		6		8		8000				NO

		M		40		REGULAR		REGULAR		5		8				13000		NO

		M		21		REGULAR		REGULAR		3		8		8000		13000		NO

		M		38		MALA		REGULAR		3		8		8000		13000		NO

		M		22		REGULAR		REGULAR		3		8				13000		NO

		F		14		BUENA		BUENO		5		8		8000				SI

		F		37		REGULAR		MALO		7		8		8000				NO

		M		15		BUENA		BUENO		5		8		8000				SI

		F		24		REGULAR		BUENO		3		8		8000				NO

		M		72		REGULAR		REGULAR		2		8		8000		13000		NO

		F		60		BUENA		BUENO		7		8		8000				SI

		F		23		REGULAR		REGULAR		2		8		8000				SI

		M		68		REGULAR		REGULAR		4		8		7000		13000		SI

		M		17		REGULAR		REGULAR		3		8		7000		12000		NO

		M		72		MALA		MALO		2		8				12000		NO

		M		55		REGULAR		REGULAR		4		8				12000		NO

		M		27		BUENA		BUENO		6		8		7000				SI

				1280						134		242		166000		300000		21 no

				42.6666666667						4.4666666667		8.0666666667		7904.7619047619		13636.3636363636		9 si

														7904.76		13636.36






_1206960632.xls
Gráfico2

		BUENAS

		REGULARES

		MALAS



9

16

5



DISCRIMINADO PREGUNTAS

		

		SEXO

		FEMENINO		6

		MASCULINO		24

		PROMEDIO DE EDAD		42,67 AÑOS

		PREGUNTA 1

		¿Cuáles son las oportunidades de trabajo que se presentan en el corregimiento El Hatillo, Municipio de Albania, Departamento de Santander del Sur?

		BUENAS		9				30

		REGULARES		16				53.3333333333

		MALAS		5				16.6666666667
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